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INTRODUCCIÓN

El  presente  estudio  elaborado  por  las  organizaciones  sociales,  académicas  y

profesionales que constituyen la Coordinadora catalana para la prevención de la

Tortura (CPDT), examina las previsiones legales (internacionales y nacionales, por

ese orden), las resoluciones jurisprudenciales (de iguales ámbitos), así como las

afectaciones a los  derechos humanos y las  consecuencias  psico-sociales,  de los

denominados Departamentos Especiales de Régimen Cerrado (DERT, en adelante),

existentes  en  los  centros  de  privación  de  libertad  en  Catalunya  en  el  último

quinquenio.

La CPDT ha venido recibiendo hasta el momento mismo de presentación de este

estudio,  de  diversos casos  de personas  privadas  de libertad que han  explicado

diversas formas de mal trato en el interior de los citados DERT. En algún caso, ello

ha  alcanzado  una  gravedad  extrema y  en  otro  caso,  incluso,  se  ha  llegado  al

suicidio de una mujer en el interior de tales dependencias. Todo ello motivó que,

más allá del trabajo cotidiano de asistencia, denuncia y observación que la CPDT

viene realizando, la misma se planteara la necesidad de desarrollar un profundo

examen de semejante régimen de aislamiento.

Para ello, esta investigación ha divido el examen en cinco categorías precisas: i) las

regulaciones  y  resoluciones  de  carácter  internacional  (ámbito  de  las  Naciones

Unidas y del Consejo de Europa); ii) también la normativa y sentencias relevantes

en el contexto del Estado español y los índices de aplicación de las medidas de

aislamiento penitenciario en Catalunya; iii)  las principales afectaciones de orden

psicosocial que las mismas producen en los internos sometidas a las mismas; iv) un

listado de casos exponentes de las graves vulneraciones de derechos humanos que

han  padecido  en  los  últimos  años;  v)  un  conjunto  de  conclusiones  y  de

recomendaciones  que  la  CPDT  presenta  a  la  sociedad  en  general  y  a  las

instituciones  públicas  en  especial  con  el  fin  de  superar  las  carencias  y  daños

detectados. 

La CPDT concluye, una vez más, afirmando la necesidad de que se cumplan las

Recomendaciones  Internacionales  en  materia  penitenciaria,  en  especial  las  que

provienen del Comité contra la Tortura y del Relator sobre Torturas (ambos de las

Naciones Unidas), como del  Comité Europeo para la Prevención de la Tortura del

Consejo  de  Europa.  Las  nuevas  Reglas  Penitenciarias  (conocidas  como  “Reglas

Mandela”) así como las posibilidades que abriría el uso decidido y sistemático del

Protocolo de Estambul (ambos instrumentos aún sumamente desconocidos entre
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los propios operadores del sistema penal), constituyen un elemento esperanzador

en la lucha por alcanzar mayores cuotas de respeto de los derechos fundamentales

de quienes viven punitivamente privados de su libertad.

Por cuanto hace a las Recomendaciones del presente estudio, como se verá, son de

variada índole y requieren sobre todo de una voluntad política firme y garantista.

No se expondrán aquí lógicamente. No obstante, sí debemos aquí subrayas una

muy  especial  que  hace  a  la  transparencia  democrática  que  debería  presidir  la

actuación de los poderes públicos. Aludimos -otra vez- a la demanda por que las

organizaciones e instituciones que constituyen la CPDT puedan tener entrada en los

Centros de privación de libertad de Catalunya, cuando alguna persona allí ingresada

así lo solicite. Es esta una previsión contenida incluso en el Protocolo Facultativo a

la Convención contra la tortura de las Naciones Unidas, tal y como hace tiempo

presentáramos en un amplio estudio y petición al Departament de Justicia de la

Generalitat  de Catalunya.  También ha sido recogida en Informes del Mecanisme

català de prevenció de la tortura (Sindic de Greuges), señalando el papel que la

sociedad civil puede y debe cumplir en esta materia.

Reiteramos así  una demanda que la Coordinadora viene planteando desde hace

años, la cual no ha sido respondida positivamente hasta la fecha, erigiéndose esa

actitud en un termómetro sumamente deficitario de la calidad democrática en este

opaco sector de la justicia penal.

El presente estudio pretende cumplir con uno de los mandatos de la Coordinadora

que no es otro que el de permanecer vigilantes ante las violaciones de derechos

humanos que se detecten en los contextos de privación de libertad en Catalunya.

Cumplimos  también  con  nuestro  deber  de  transparencia  social  al  difundir  esta

investigación  ante  la  sociedad,  medios  de  comunicación  y  organismos

internacionales del Consejo de Europa y de las Naciones Unidas ante los que se

presenta también.
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1. Normativa y Jurisprudencia Internacional en materia de aislamiento

1.1. El aislamiento penitenciario desde el sistema internacional de 
protección de los derechos humanos

El aislamiento penitenciario ha supuesto un tema de especial interés y preocupación

para las instituciones internacionales encargadas de velar por los derechos de las

personas  presas  y  detenidas.  Diferentes  normativas  y  recomendaciones  que  se

significan al  respecto de este tipo de régimen penitenciario  por parte de dichos

organismos serán expuestas a continuación. 

1.2. Normativa internacional

Diferentes  normativas  Internacionales  hacen  referencia  concreta  al  aislamiento

penitenciario. Concretamente, y en primer lugar, encontramos las Reglas Mínimas

de  las  Naciones  Unidas  para  el  Tratamiento  de  los  Reclusos  de  2015 (también

conocidas  como  Reglas  Mandela),  las  cuales  recogen  los  dictámenes  de  las

anteriores Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, adoptadas por el

Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento

del  Delincuente,  celebrado  en  Ginebra  en  1955  y  aprobadas  por  el  Consejo

Económico y Social en sus Resoluciones 663C (XXIV) de 31 de Julio de 1957 y 2076

(LXII) de 13 de Mayo de 1977. 

Éstas añaden diferentes especificaciones al respecto del aislamiento penitenciario.

La primera referencia al mismo se puede observar en la regla número 38, haciendo

mención a la necesidad que la administración del establecimiento penitenciario vele

por atenuar los posibles efectos perjudiciales que el aislamiento tenga sobre las

personas.

En  segundo  lugar,  la  Regla  43  hace  referencia  explícita  a  la  prohibición  del

aislamiento  indefinido  o  prolongado,  el  encierro  en  una  celda  oscura  o

permanentemente iluminada o la prohibición del contacto del interno con la familia. 

Por otra parte, la regla 44 define el aislamiento como el encierro de una persona sin

contacto humano durante un mínimo de 22 horas diarias. Refiriendo también que

debe considerarse como encierro prolongado aquel que se extiende a un período

superior a 15 días consecutivos.
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En tercer lugar, la regla 45 determina que el aislamiento solo podrá ser establecido

como  sanción  disciplinaria  para  casos  excepcionales;  además  de  la  prohibición

expresa de este trato penitenciario para personas con discapacidades que pudieran

ver  sus  circunstancias  agravadas  por  este  régimen  y  para  mujes  privadas  de

libertad con niños. 

Por  último,  la  regla  46  establece  que  el  personal  sanitario  de  los  centros

penitenciarios tendrá, entre otras, las siguientes obligaciones: velar especialmente

por el estado de las personas sometidas a regímenes penitenciarios de separación

forzosa; no podrá imponer sanciones disciplinarias; comunicar al director del Centro

Penitenciario,  sin dilaciones,  el  efecto  perjudicial  que las  sanciones disciplinarias

pudieran tener sobre el estado físico o mental de la persona recluida y examinar las

condiciones de los regímenes de separación forzosa, recomendando los cambios que

considere oportunos atendiendo el estado de salud de los reclusos. 

El  conjunto  de  Principios  para la  protección de  todas  las  personas  sometidas  a

cualquier forma de detención o prisión, adoptados por la Asamblea General de la

ONU en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, determina en su principio

número 15 que no se mantendrá la persona presa o detenida incomunicada del

mundo exterior, particularmente de su familia y de su abogado, por más de unos

días. 

Por otra parte, los principios básicos para el tratamiento de los reclusos, adoptados

y proclamados por la Asamblea General de la ONU en su Resolución 45/111, de 14

de  Diciembre  de  1990,  dictaminan,  en  su  principio  número  7,  que  el  uso  del

aislamiento como sanción disciplinaria se tratará de abolir y restringir. 

Las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de lo menores privados de

libertad adoptadas  por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 de

Diciembre de 1990, establecen en la regla 67 que el aislamiento penitenciario, entre

otras penas, está prohibido para los menores. 

El Protocolo de Estambul, manual para la investigación y documentación eficaz de la

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, adoptado por la

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas en el año 2000, establece que

el aislamiento penitenciario puede suponer un método de tortura. 

Las  Reglas  Penitenciarias  Europeas,  adoptadas  por  el  Comité  de  Ministros  del

Consejo de Europa el 11 de Enero de 2006, establecen en la regla 60.5 que el
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aislamiento solo se puede imponer en casos excepcionales y por un período definido

y  tan  corto  como  sea  posible.  Además,  en  la  regla  102.2  se  recuerda  que  la

privación de libertad ya supone en sí misma un castigo para el recluso y que, por

tanto, el régimen penitenciario no ha de agravar el padecimiento producido por el

encarcelamiento. 

1.3. Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH)

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha tratado el tema del aislamiento en

diferentes ocasiones. Dado que la Convención Europea de Derechos Humanos no

tiene previsiones específicas sobre prisiones, los análisis  que se realizan son en

relación a la posible violación de los artículos 3 (prohibición de la tortura y otros

tratos  inhumanos  o  degradantes)  y  8  (derecho  al  respeto  a  la  vida  privada  y

familiar).

De las resoluciones no puede extraerse principios generales sobre los regímenes de

aislamiento, dado que por un lado el tribunal no los ha fijado y por otro la casuística

ha sido muy variada. Por lo que el análisis del Tribunal se ha limitado a definir en

cada caso si las circunstancias que soportó el detenido, analizando las condiciones

concretas  del  aislamiento,  -es decir  la  duración,  las  condiciones materiales  y la

severidad  a  las  que  estaba  sometido-  tuvieron  implicaciones  concretas  que  las

hicieron susceptibles de ser consideradas como tratos inhumanos o degradantes. 

Analizando cronológicamente los principales casos que trataron el aislamiento, hay

un primer período más restrictivo en la consideración respeto a la existencia de

tratos inhumanos o degradantes hasta 2012, luego de lo cual el criterio se vería

ampliado. 

En 2004 en el caso, Ilascu y otros v. Rusia y Moldavia1, el Tribunal consideró que

Rusia había violado el artículo 3 en virtud del hecho que el detenido había sido

condenado a muerte y estuvo durante ocho años esperando la ejecución en una

celda de aislamiento, sin contacto con otros prisionero y sin posibilidad de tener

contacto con el exterior, sin enviar o recibir correos y sin derecho a recibir visitas de

su abogado o familiares. Además de ser privado de comida como sanción y se le

permitía  asearse  con  poca  frecuencia.  Estas  condiciones  y  un  cuidado  médico

deficitario causaron un deterioro en su salud.  

1 Resuelto el 8 de julio de 2004. Disponible en http://hudoc.echr.coe.int/eng?i=001-61886 Consultado por
última vez el 1 de marzo de 2016.
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Posteriormente, en 2005 en la sentencia Mathew v. Holanda2, el Tribunal se volvió a

pronunciar  en un caso  de  de una persona en prisión  preventiva  que  luego  fue

condenado  por  lesiones,  y  en  motivo  del  hecho  que  había  atacado  en  varias

ocasiones  al  personal  del  centro  se  lo  mantuvo  en  régimen  de  aislamiento.  El

Tribunal  en  este  caso  concluye  que  hubo  violación  del  artículo  3  por  haber

mantenido  al  interno  en  una  celda  de  aislamiento  por  el  tiempo  excesivo  e

innecesario de 7 meses, sin las condiciones adecuadas –mientras estuvo detenido

sufrió  un  grave  problema  de  salud  en  la  espalda-  y  sin  posibilidad  de  realizar

ejercicio físico o acceso al aire fresco, lo que le genero un padecimiento innecesario.

Dice el Tribunal que es comprensible que en el centro no hubiera otras condiciones

para controlarlo, pero entonces las autoridades deberían haberlo trasladado a otro

centro.

En sentido contrario, en Ramírez Sánchez c/ Francia3, a pesar que el Tribunal dice

compartir las consideraciones realizadas por el CPT sobre los efectos negativos de la

aplicación de condiciones de aislamiento social por un largo período, entendió que el

hecho que el Sr. Ramírez Sánchez estuviera en una celda sin contactos con otros

detenidos durante ocho años no constituía una vulneración del artículo 3 CEDH, si

en cambio había tenido acceso a diarios y televisión y la posibilidad de tener visitas

del abogado y sus familiares. Para esto tuvo en cuenta que el detenido era uno de

los terroristas más peligrosos del mundo y que no hubo aislamiento sensorial  o

social completo. De lo que puede inferirse que en caso de haberlo, constituiría per

se un trato inhumano y degradante. 

En 2012 el Tribunal consideró que Polonia violó los artículos 3 y 8 de la Convención

en dos ocasiones en perjuicio de los Sres. Piechowicz y Horych4. Estos precedentes

son los más relevantes de esta nueva etapa en la jurisprudencia del Tribunal, en los

que se realiza un pormenorizado análisis de las diferentes situaciones a que eran

sometidos los internos, incorporando además una valoración sobre los motivos que

justifican la aplicación del régimen de aislamiento.

2 Resuelto el 29 de septiembre de 2005. Disponible en 
http://www.echr.coe.int/Documents/Reports_Recueil_2005-IX.pdf.  Consultado  por  última  vez  el  1  de
marzo de 2016. 
3 Resuelto el 4 de julio de 2006. Disponible en 
http://www.echr.coe.int/Documents/Annual_report_2005_ENG.pdf.  Consultado  por  última  vez  el  1  de
marzo de 2016. 
4 Resuelto el 17 de abril de 2012. Disponible en 
http://hudoc.echr.coe.int/app/conversion/pdf/?library=ECHR&id=003-3917185-4525877&filename=Two
%20chamber%20judgments%20v.%20Poland%2017.04.12.pdf Consultado  por  última  vez  el  29  de
febrero de 2016.
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Éstos al ser considerados “delincuentes peligrosos” fueron sometidos a un régimen

de aislamiento que implicaba que la imposibilidad de visitas familiares y de realizar

actividades.  Incluso  las  demandas  de  los  internos  de  realizar  alguna  actividad

deportiva  o  recreativa,  de  las  previstas  para  el  resto  de  internos,  o  tener  un

compañero de celda habían sido todas rechazadas. Los efectos psicológicos se veían

agravados por las medidas cotidianas de seguridad, como esposarlos al salir de la

celda o los controles corporales intrusivos.

Nuevamente el Tribunal toma las recomendaciones del CPT, esta vez sobre Polonia

en 2009, incidiendo en el hecho que “la falta de estimulación y contacto humano”,

excepto por caminatas diarias que normalmente se hacían individualmente y en un

área  segregada,  “impiden  contrarrestar  el  efecto  del  aislamiento”.  Además,  en

cuanto  a  la  utilización  de  esposas  o  controles  corporales  diarios,  el  tribunal

consideró  que  “estos  agravamientos  de  manera  rutinaria  y  sin  mediar  motivo

alguno no parecen necesarios para la seguridad de la prisión. Que deben aplicarse

en  función  de  una  evaluación  del  riesgo,  pero  no  como práctica  sistemática  y

rutinaria5.

En cuanto a las visitas  de familiares el  Tribunal  acepta que justificadamente se

pudieran  efectuar  algunas  restricciones  al  contacto  directo,  pero  no  una

imposibilidad  absoluta  o  la  restricción  extrema  del  número  de  visitas.  En  este

sentido,  entendió que “la  imposibilidad de mantener contacto con sus familiares

implica una privación del derecho a la vida privada y familiar”, constituyendo de por

sí un trato inhumano y degradante. Asimismo se consideró violado el derecho a la

privacidad  “por  haberse  censurado  –lo  que  implicaba  su  lectura-  numerosa

correspondencia”.

En cuanto a la aplicación del régimen especial, el tribunal concluye que, “si bien hay

medidas que pueden justificarse al inicio de la detención, por haber cometido el

interno  un  delito  peligroso,  no  resulta  razonable  por  parte  de  las  autoridades

considerar  que  para  garantizar  seguridad  de  la  prisión  se  apliquen  controles

intrusivos y se monitoree de manera permanente los movimientos, restringiendo

sus comunicaciones con el mundo exterior y segregándolo de la relación con los

demás internos”. Por lo que “no puede aceptarse que la aplicación de un ese rango

de  medidas  aplicadas  continua  e  indiscriminadamente  por  clasificarlo  como

“detenido peligroso” y que duró cuatro años sea compatible con el artículo 3 de la

Convención”.  

5 Sobre el Uso de esposas ver también Kashavelov v. Bulgaria -Judgment 20.1.2011. 
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En el  mismo año, el  Tribunal también condenó a Turquía por haber sometido a

régimen de aislamiento a una persona que había sido acosada dentro del centro

penitenciario por su condición de homosexual, y por tanto la medida, que duró 8

meses,  se  justificó  por  su  propia  seguridad  personal.  En  el  caso,  el  Tribunal

entendió que esa situación había causado sufrimiento físico y mental al detenido, lo

que constituía un trato inhumano y degradante. 

Posteriormente,  Turquía  resultó  condenado  en  el  caso  Öcalan6,  quien  era  el

fundador del Partido Kurdo de los Trabajadores, organización ilegal en Turkia. En

este caso el tribunal entendió que constituía una violación al artículo 3 la restricción

de  las  comunicaciones,  así  como el  mantenimiento  en  situación  de  aislamiento

social con imposibilidad de tener contacto ni con su abogado ni con su familia, que

aunque no estaba así impuesta era la consecuencia de estar el centro penitenciario

en una isla, lo que dificultaba su acceso, reiterando en este caso las consideraciones

hechas en Piechowicz7.

En el caso resuelto más recientemente, en febrero de 2016, Świderski v. Polonia8,

también  se  condena  por  violación  del  artículo  3  CEDH  y  se  profundiza  en  los

fundamentos para la aplicación del aislamiento. Świderski estaba detenido por estar

condenado  a  25  años  de  prisión  por  asesinato.  Lo  clasifican  como  “detenido

peligroso” por un intento de fuga en un traslado y el delito por el cual estaba preso.

El  régimen  al  que  estaba  sometido  implicaba  revisiones  corporales  diarias  y

supervisión por circuito cerrado de video-vigilancia, además la supervisión directa

de dos guardias cada vez que salía de la celda. Tenía acceso a biblioteca, radio, y

periódicos,  a  un  espacio  de  recreación  con  equipamiento  para  actividades

deportivas y participaba de un programa de reinserción.  El tribunal vuelve a marcar

que  el  aislamiento  en  este  caso  no  fue  total  pero  reitera  las  conclusiones  de

Piechowicz sobre las medidas excesivas de seguridad. 

El Tribunal llama la atención sobre las circunstancias de estar condenado por un

delito  peligroso,  e  intento  de  fuga  pueden  justificar  la  imposición  del  régimen

6 Resuelto el 18 de marzo del 2014. Disponible en 
http://hudoc.echr.coe.int/app/conversion/pdf/?library=ECHR&id=003-4703714-
5709561&filename=Judgment%20%D6calan%20v.%20Turkey%20-%20the%20Court%20delivers
%20its%20Chamber%20judgment.pdf Consultado por última vez el 29 de febrero de 2016.
7 En  Manolov  vs  Bulgaria  del  4  de  febrero  de  2015  también  fue  tratado  otro  caso  con  similares
conclusiones a las de Piechowicz. Disponible en  http://hudoc.echr.coe.int/eng?i=001-147671  . Consultado
por última vez el 29 de febrero de 2016.
8 Resuelto el 16 de febrero de 2016. Disponible en http://www.bailii.org/eu/cases/ECHR/2016/178.html.
Consultado por última vez el 3 de marzo de 2016. 
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especial durante un tiempo pero no para perpetuarlo. Por otro lado cuestiona que se

mantuvo  la  clasificación  simplemente  por  considerar “su  rehabilitación  como

“moderada” o “negativa” convirtiéndose el proceso de revisión de la aplicación del

régimen especial en una pura formalidad, limitándose a indicar únicamente cuál era

el progreso del comportamiento del interno”. 

1.4. Recomendaciones de diferentes organismos internacionales 

Diversos  organismos  Internacionales  han  mostrado  su  preocupación  sobre  los

regímenes de vida penitenciaria que suponen aislamiento para las persones. 

1.4.1. Recomendaciones del Comité contra la Tortura de Naciones 
Unidas (CAT) 

El CAT ha instado al Estado Español en diversas ocasiones a abolir  o reducir al

máximo posible los períodos de aislamiento aplicados a los internos, así como una

mejora de las condiciones de vida de este régimen. 

En su informe de conclusiones finales sobre el Estado Español del año 20029, el CAT

remarca, en el apartado 11/d, su preocupación sobre las condiciones de vida la su

preocupación, sobre las condiciones de vida de los internos recluidos en régimen de

aislamiento como el FIES (Equivalente al Dert en el Estado Español)10 expresando

que “pareciera que las condiciones materiales de reclusión que sufren estos internos

estarían en contradicción con métodos de tratamiento penitenciario dirigidas a su

9CAT/C/CR/29/3 
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CAT%2fC%2fCR
%2f29%2f3&Lang=en

10 Els Ficheros de Internos de Especial Seguimiento (FIES)  fan referència a una circular, la  Instrucció
21/96  de Normas  de  seguridad,  control  y  prevención  relativas  a  internos  muy  conflictivos  y  /o
inadaptados, el primer apartat de la qual va ser declarat nul per la Secció 5a de la Sala de lo Contenciós-
Administratiu del Tribunal Suprem (TS), el dia 17 de març de 2009. No obstant això, abans de que el TS
dictés  sentència  al  respecte,  la  Direcció  General  d’Institucions  Penitenciaries  va  emetre  una  nova
Instrucció, la 6/2006, coneguda com Protocolo de actuación en materia de seguridad. En els apartats 2 i 3
d’aquesta nova Instrucció, es repeteix de manera quasi literal el primer apartat de la Instrucció 21/96, el
qual seria derogat pel TS posteriorment. Així, doncs, tot i la sentència del TS i la seva implementació per
part  de  l’executiu  a  través  del  Real  Decreto  419/2011,  de  25  de  marzo,  por  el  que  se  modifica  el
Reglamento  Penitenciario,  aprobado  por  el  Real  Decreto  190/1996,  de  9  de  febrero, la  realitat
penitenciaria en matèria d’aïllament segueix sent pràcticament la mateixa. La classificació especial dels
interns per aspectes que fan referència a la seva perillositat i risc potencial segueixen existint, comportant
règims  de  vida  diferenciats  per  a  aquests  interns.  Aquest  fet  contradiu  els  mandats  establerts  a  la
Constitució Espanyola i  a  la Llei  Orgànica General  Penitenciària  (LOGP).  De fet,  aquestes  circulars
anirien en contra del principi de legalitat, donat que la LOGP és l’única normativa amb competència per a
regular el règim de vida dels interns.
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readaptación  y podrían considerarse un trato  prohibido  por  el  articulo  16 de la

Convención.”.

Posteriormente,  en  las  observaciones  finales  del  sexto  informe  Periódico  sobre

España, de mayo de 2015, el CAT reitera en el apartado 17, que “una aplicación

excesiva del régimen de aislamiento constituye un trato o pena cruel, inhumana o

degradante, e incluso tortura en algunos casos”11. Recuerda al Estado Español que

un período de aislamiento superior a 15días esta absolutamente prohibido, y que

esta  medida  solo  puede  ser  contemplada  como  última  instancia  y  con  una

supervisión y control judicial estrictos. 

1.4.2. Recomendaciones del Comité Europeo para la Prevención de la

Tortura (CPT)

Así  mismo el  CPT  en su informe al  Gobierno  Español  sobre  la  visita  a  España

realizada en 2011, en el  apartado 75 recuerda que “El  régimen de aislamiento

puede repercutir muy negativamente en la salud mental, física y en el bienestar

social de los afectados por la medida. […] dicha sanción debería imponerse sólo en

casos excepcionales,  como último recurso y durante el  menor  plazo de tiempo

posible.  […]  un  período  de  42  días  consecutivos  en  régimen  de  aislamiento

constituye un castigo absolutamente excesivo. El Comité recomienda la adopción

inmediata de medidas para garantizar que ningún recluso sea puesto en régimen

de aislamiento durante más de 14 días. En el caso de […] comisión de dos o más

infracciones, debería preverse la interrupción del aislamiento durante cierto tiempo

al cumplirse los 14 días.”12

En referencia específica al DERT, el CPT insta a crear régimen es específicos para

los internos, para que puedan tener unes condiciones de vida adecuadas, puedan

acceder a actividades laborales y formativas, entre otras. Además insta al Estado

Español a mejorar los canales de comunicación con los internos del DERT, los cuáles

no  tienen  acceso  por  escrito  a  la  argumentación  del  centro  penitenciario  que

justifiques u entrada en este régimen especial. 

El CPT vuelve a insistir en la cuestión anteriormente planteada de no alargar más de

14  días  seguidos  el  régimen  de  aislamiento  para  los  internos,  interpelando

11CAT/C/ESP/CO/6
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G15/108/26/PDF/G1510826.pdf?OpenElement

12 CPT/Inf (2013) 6
http://www.cpt.coe.int/documents/esp/2013-06-inf-esp.pdf
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directamente a las autoridades catalanes en lo relativo al DERT. En el apartado 149

del  informe  también  se  recomienda  “reducir  lo  máximo  posible  el  período  de

aislamiento, como modo de castigo, para faltas disciplinarias concretas.”13

También se hace referencia en el informe al aislamiento en los centros de jóvenes.

Los menores no pueden estar más de 7 días en período de aislamiento continuado,

sanción que el CPT ya considera elevada. Así, el Comité expresa su preocupación al

respecto por testimonios de jóvenes que habrían estado 21 días en aislamiento, con

solo un día de descanso entre los períodos de 7 días reglamentarios y recuerda que

las Instituciones catalanes que este tratamiento compromete la integridad física y

psíquica de los menores.14

A continuación se adjunta información sobre el informe realizado en 2011 por el

CPT15, en el que se hace alusión directa a la situación de las prisiones y los centros

de menores de Cataluña.  En este se recogen las conclusiones del CPT sobre el

régimen de aislamiento del DERT, las medidas de contención, la incomunicación y

los maltratos. 

Informe  del  CPT  del  2011:  Centros  penitenciarios   y  de  menores  en

Cataluña16 

118.  La  delegación  del  CPT  realizó  una  visita  de  seguimiento  en  los  centros

penitenciarios de Brians 1 y La Modelo y visitó por primera vez la prisión Lledoners

y  el  establecimiento  para  jóvenes  en  Quatre  Camins  (Joves).  La  delegación  se

concentró  sobre  todo  en  las  unidades  disciplinarias  y  en  las  zonas  de  régimen

especial  (en  adelante  DERT),  en  el  que  se  hallan  los  presos  considerados

“peligrosos” o “inadecuados” para la visa en prisión, así como en la cuestión de la

inmovilización en las cárceles. 

13 CPT/Inf (2013) 6
http://www.cpt.coe.int/documents/esp/2013-06-inf-esp.pdf
14 CPT/Inf (2013) 6
http://www.cpt.coe.int/documents/esp/2013-06-inf-esp.pdf
15 CPT/Inf (2013) 6
http://www.cpt.coe.int/documents/esp/2013-06-inf-esp.pdf
16 Se mantiene la numeración textual del informe del CPT para permitir su accesible comprobación. 

13

http://www.cpt.coe.int/documents/esp/2013-06-inf-esp.pdf
http://www.cpt.coe.int/documents/esp/2013-06-inf-esp.pdf
http://www.cpt.coe.int/documents/esp/2013-06-inf-esp.pdf


119. La prisión de Brians 1 ha sido descrita en el informe relativo a la visita de

2007106 y en el momento de la visita de 2011 acogía a 1 212 hombres y 330

mujeres (ahora en dos distintas unidades) frente a una capacidad máxima oficial de

1 220 hombres y 350 mujeres.  Además en el  propio centro existía  una unidad

psiquiátrica que contaba con 67 camas para todas las prisiones de Cataluña. 

La prisión de Jóvenes, situada al lado del Centro Penitenciario de Quatre Camins

cerca del pueblo de Granollers abrió en noviembre de 2008 y acoge a penados y

personas en situación de prisión preventiva de edades comprendidas entre 18 y 23

años. El establecimiento contaba con cuatro módulos y en el momento de la visita

alojaba a 372 presos frente a una capacidad máxima de 450 internos. 

El Centro de Lledoners, cerca de Manresa, en la región central de Cataluña, abrió

en 2008 y aloja a penados adultos. El establecimiento contiene ocho módulos, pero

debido a la falta de personal el módulo 3 se encontraba sólo parcialmente operativo

y  el  número  8  estaba  cerrado.  El  centro  tiene  una  capacidad  óptima  de  750

personas (y una capacidad máxima de 1 000) y alojaba en ese momento a 735

reclusos. La prisión acogía a un elevado número de extranjeros (aproximadamente

el  55% de  la  población  presa),  la  mayoría  de  los  cuales  tenían  pocos  o  nulos

vínculos familiares en Cataluña. 

El  Centro  Penitenciario  La  Modelo,  también  conocido  en  Barcelona  como  la

cárcel para hombres, sigue siendo la principal prisión en Cataluña. Ha sido descrita

en el informe de 2007107 y en el momento de la visita de 2011 seguía padeciendo

graves  problemas  de  superpoblación,  al  alojar  a  1  850  presos  frente  a  una

capacidad oficial para 1 100 personas. 

A) Malos tratos 

120. En las cuatro prisiones visitadas, la delegación recibió denuncias de presos por

malos tratos físicos por parte de algunos funcionarios. Las acusaciones se referían

principalmente puñetazos y patadas en el cuerpo y en muchos casos se producía

durante el traslado de los presos al establecimiento DERT o durante su estancia en

estas unidades.

En particular, en la prisión La Modelo, se recogieron numerosas acusaciones contra

funcionarios  de  prisiones  que  supuestamente  habrían  propinado  bofetadas,

puñetazos, patadas y habrían ordenado arrodillarse a los reclusos en las unidades

de régimen especial (Galería núm. 6): 
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Un preso acusó a dos funcionarios de haber entrado en su celda en la Galería núm.

3 y según el preso, uno de ellos le habría insultado y sacado violentamente de la

cama (la cama superior de una litera triple). Supuestamente fue llevado a la Galería

núm. 6 y mientras subía las escaleras hasta la segunda planta refirió haber sido

golpeado en la parte derecha de la cara, en el estómago y tirado al suelo. Dijo que

cogió un trozo de los cristales rotos de sus gafas que los funcionarios le habían

tirado y que se cortó en el brazo como medida preventiva para parar la paliza. Dijo

que enseñó sus lesiones al  médico pero que éste no le hizo un reconocimiento

adecuado ni  tomó nota de sus acusaciones ya que los funcionarios de prisiones

estaban presentes y hacía observaciones provocativas. 

1

Otro preso en la Galería núm. 6 declaró que una semana antes de la visita de la

delegación, tras haber pedido tabaco, tres funcionarios de prisiones entraron en su

celda, se pusieron los guantes negros, le abofetearon, le propinaron puñetazos y le

golpearon la cabeza contra la pared. Posteriormente fue reconocido por un doctor,

pero el reconocimiento tuvo lugar en presencia de los funcionarios y el preso no

formuló ninguna acusación. En el momento de la visita de la delegación, el preso

tenía la parte inferior del ojo derecho hinchada y amarillenta. 

Un tercer interno afirmó que supuestamente un funcionario de prisiones en concreto

(contra el que se habían recibido numerosas acusaciones de malos tratos) le había

abofeteado la cara y le había propinado patadas en la ingle después de que el preso

protestara porque el primero había arrancado la foto de la mujer de la pared de la

celda. El penado dijo que temía represalias y por esa razón no presentó ninguna

queja. 

121. Tras la visita de 2011, el CPT recibió noticia de presuntos malos tratos contra

un preso del DERT del Centro penitenciario de Lledoners. El preso declaró que, tras

un altercado con un funcionario a las 10 de la mañana del 5 de septiembre de 2011,

varios  otros  funcionarios  de  prisiones  entraron  en  su  celda  y  le  propinaron

puñetazos, patadas y le dieron golpes con las rodillas en la cara y en el pecho. Tras

ello le esposaron y le llevaron a una celda de aislamiento provisional donde fue

atado a una cama hasta las 6 de la tarde, momento en el que fue trasladado al

Hospital  St.  Joan  de  Villatorrada,  debido  al  persistente  sangrado  desde  el  oído

derecho y las evidentes dificultades respiratorias. El informe médico elaborado en el

hospital  recogió  las  siguientes  lesiones:  “contusión  alrededor  del  oído  derecho;

laceración de la oreja derecha; contusión de la muñeca derecha; fractura de la
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novena y de la décima costilla”, declarando que el oído derecho tenía que ser objeto

de examen por parte de un médico especialista. Aparentemente se ha abierto una

investigación para esclarecer  lo ocurrido.  El  CPT quisiera recibir  información

acerca de los resultados de la  investigación en este  caso de supuestos

malos tratos.

122. Es absolutamente fundamental  que el  Departamento de Justicia  catalán,  el

Servicio de Instituciones Penitenciarias y los Directores de las prisiones lancen un

claro mensaje de rechazo hacia los malos tratos contra los reclusos, evidenciando

que  estas  conductas  serán  duramente  castigadas.  A  la  luz  de  la  información

recogida durante la visita de 2011, las autoridades tendrán que establecer medidas

para garantizar que todos los funcionarios y responsables de prisiones entiendan

por qué los malos tratos constituyen una conducta inaceptable y no profesional y

que  tengan  claro  que  todo  supuesto  caso  de  malos  tratos  será  objeto  de  una

exhaustiva investigación. En caso de resultar probadas, tales conductas merecen la

imposición de severas sanciones legales. 

El CPT vuelve a recomendar a las autoridades catalanas que dejen claro a todo el

personal  de  prisión  que  cualquier  forma  de  malos  tratos,  incluidos  los  abusos

verbales, no será aceptada y será objeto de duras sanciones. Más concretamente,

los funcionarios de prisiones deberán ser plenamente conscientes de que no se debe

emplear  más  fuerza  que  la  estrictamente  necesaria  para  reducir  a  los  reclusos

violentos y/o reluctantes a cumplir las órdenes y que, una vez puestos bajo control,

no hay razón que se les pegue. Desde esta perspectiva, las autoridades deberían

asegurar que todos los funcionarios de prisiones reciban formación en técnicas de

control e inmovilización reglamentadas. 

123. La información recogida durante la visita indicaba que no siempre los reclusos

contra  los  que  se  había  empleado  la  fuerza  eran  sometidos  a  reconocimiento

médico, y que en los casos en que esto ocurría, tampoco se realizaba un examen

médico completo, ni se registraban con la debida diligencia las lesiones detectadas

(acusaciones  no  debidamente  anotadas  y  lesiones  observadas  no  descritas  en

detalle). El CPT ha ya aclarado cuál es su postura en relación con esta cuestión en

el  informe  relativo  a  la  visita  de  2007.  Las  autoridades  deberían  adoptar  las

medidas necesarias para asegurar que los médicos reciban una adecuada formación

para el desempeño de estas tareas específicas. Asimismo, es importante recordar

que todo reconocimiento médico debería ser llevado a cabo sin ser oído – a no ser
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que el médico en cuestión requiera lo contrario en casos determinados – y lejos de

la vista del personal no sanitario. 

El CPT vuelve a recomendar la adopción de medidas para garantizar que los

reconocimientos  médicos se  realicen de conformidad con las  exigencias

puestas de manifiesto por el Comité. 

b) Medios de contención 

124. En el informe relativo a la visita de 2007, el CPT expresó gran preocupación en

relación  con  el  uso  de  la  fijación  en  los  Centros  penitenciarios  de  Cataluña.

Lamentablemente, a la luz de los resultados de la visita de 2011, los temores del

Comité  persisten  en  relación  con  los  motivos  que  justifican  el  recurso  a  la

inmovilización, su duración, los métodos empleados, la falta de supervisión y de

constancia adecuada de la medida. 

Los casos que se exponen a continuación son una muestra de los relatos de los

reclusos con los que se entrevistó el CPT y que se vieron sometidos a la aplicación

de medios de contención en los meses anteriores a la visita del Comité.

La  delegación  encontró  en  la  prisión  Brians  1  a  una  mujer  que  había  sido

inmovilizada en la cama en el DERT para reclusas durante 28 horas y 39 minutos de

forma continuada, desde las 18:05 horas del 21 de abril hasta las 10:45 del 22 de

abril. La interna declaró que la llevaron a la Celda núm. 4 del DERT, que no tenía

cámara de vigilancia de circuito cerrado, fue desnudada y registrada. La reclusa dijo

que uno de los tres funcionarios la pegó porque no había colocado los vestidos en el

sitio correcto; tras ello, le dijeron que la meterían en una celda de castigo y opuso

resistencia. Se la llevaron a una celda de aislamiento provisional y fue colocada

boca abajo, atada por las muñecas y la cadera a los lados de una cama con tiras de

tela. Declaró que estaba en ropa interior y que no se facilitaron sábanas hasta la

mañana siguiente. De acuerdo con los datos incluidos en el registro, fue reconocida

por un médico cinco minutos después de ser inmovilizada y luego una vez más, a

solicitud de la  misma,  unas dos horas más tarde,  ya que la posición le  estaba

causando  dolor  en  la  “musculatura  paravertebral  cervical”;  se  le  suministró  un

analgésico antiinflamatorio. El doctor dejó también constancia de una lesión de 2

cm alrededor de la rodilla izquierda y un hematoma en la derecha. Se le mandó

reposo (¡!) y una crema. Tras lo cual no hay constancia de que se haya practicado

otro  reconocimiento  médico.  Siempre  de  acuerdo  con  el  registro,  el  Juez  de
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vigilancia penitenciaria fue informado de la duración de la inmovilización y de la

medida de aislamiento provisional sólo el 27 de abril de 2011 (es decir, varios días

después de la terminación de la medida de fijación). 

Otra mujer en la prisión de Brians 1 declaró que tras una pelea con otra reclusa

(ndt: la traductora deduce que se trata de otra mujer al estar los presos separados

por sexo), fue abofeteada en la cara por un funcionario y además la desnudaron y

registraron. La escoltaron hasta la celda de aislamiento provisional, donde se tumbó

voluntariamente para ser inmovilizada. Declaró que no se le proporcionó nada ni de

comer ni de beber y tuvo que orinar en un recipiente. También afirmó que tras

haber sido reconocida por un facultativo le volvieron a atar muñecas y cadera aún

más fuerte y que además, a causa de su asma, tuvo dificultades respiratorias. 

Un recluso en la prisión de Brians 1 declaró que el 4 de mayo de 2011, al ser

instalado  en  el  Módulo  2,  dijo  al  funcionario  que  podía  volver  a  su  celda  sin

necesidad de ayuda. Supuestamente el funcionario le contestó: “¿Te crees que eres

muy duro? ¡Aquí somos nosotros quienes damos las órdenes!” y, junto con otros

tres funcionarios,  le empujó contra la pared de la celda y le propinó patadas y

puñetazos  en  la  cabeza  y  en  la  espalda.  Se  lo  llevaron  al  DERT,  donde  le

inmovilizaron, boca abajo, y le dejaron atado por las muñecas y la cadera a los

lados de una cama con tiras de tela durante seis horas. Declaró que en un momento

le desataron las muñecas para permitirle beber y comer y orinar en un balde; al

terminar, le volvieron a atar las muñecas. 

En la prisión de Lledoners, un preso que había sido enviado al DERT declaró que

había apretado varias veces el botón de llamada, aunque le habían dicho que no lo

hiciera, porque tenía hambre. Y por ello fue inmovilizado boca abajo y le dejaron

atado por las muñecas y la cadera a los lados de una cama con tiras de tela desde

las 9 de la mañana hasta las 7 de la tarde. En una ocasión le desataron una de las

muñecas para que pudiera comer, pero como los funcionarios no quisieron liberarle

también la otra, se negó a comer. Durante el tiempo que estuvo inmovilizado el

recluso fue reconocido por el médico dos veces; la segunda vez fue alrededor de

tres horas antes de que le desatasen. El recluso afirmó que en ningún momento se

le informó de los motivos que habían determinado su inmovilización, que además

había permanecido tranquilo durante todo el día y que en ningún momento se había

mostrado agresivo. 
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Un interno de la prisión Joves declaró que un mes antes de la visita de la delegación

se había enzarzado en una pelea con otro recluso y que le habían llevado al DERT y

colocado en una celda,  donde había sido inmovilizado,  boca abajo,  durante dos

horas, a pesar de estar tranquilo. Tras una hora, le desataron y se le permitió fumar

un cigarro e ir al baño antes de volverle a atar durante una hora más. 

Uno de los reclusos con los que la delegación se entrevistó en la prisión La Modelo

declaró que cuando se encontraba en el Centro penitenciario de Quatre Camins tuvo

un altercado con algunos funcionarios de prisiones y fue confinado en una celda de

aislamiento  en  el  DERT.  Posteriormente,  el  preso  se  había  negado  a  tomar  su

medicación e intentó romper el mobiliario de la celda; entonces se le inmovilizó en

la cama. De acuerdo con el expediente, el recluso fue desatado poco después y le

llevaron a la enfermería para que l examinasen las heridas provocadas al romper los

muebles  de  la  celda.  El  doctor  dejó  constancia  de  la  presencia  de  numerosas

lesiones autoinfligidas en el antebrazo izquierdo y de una posible fractura del quinto

metacarpo de la mano izquierda. Sin embargo, le volvieron a llevar al DERT y se le

inmovilizó  otra  vez  atado  a  la  cama.  El  expediente  oficial  recoge  que  la

inmovilización se extendió desde las 21:30 hasta las 22:40 horas, momento en el

que se desató al recluso en presencia de un médico para su posterior traslado al

hospital. Al recluso en cuestión se la habían diagnosticado previamente trastornos

mentales graves (esquizofrenia, desdoblamiento de la personalidad, ansiedad), así

como problemas de conducta. Sin embargo, fue sometido a inmovilización en un

entorno no-médico cuando ya no estaba alterado y sabiendo que podía padecer una

posible fractura de un hueso. 

125.  Poco  después  de la  visita  de  2007,  Secretaría  de  Servicios  Penitenciarios,

Rehabilitación y Justicia Juvenil del Departamento de Justicia de la Generalitat de

Catalunya dictó una versión modificada de la Circular 2/2007 que abordaba algunos

de los motivos de preocupación indicados por la delegación del CPT, tales como la

abolición del uso de esposas de metal a favor de tiras de tela para inmovilizar a los

presos y del empleo de la llamada posición “superman”. Sin embargo, la Circular no

abordaba todos los problemas manifestados y, en particular,  en relación con los

motivos que justificarían el recurso a la inmovilización, su duración y control. En

consecuencia, en su informe relativo a la visita realizada en 2007, el CPT invitó a

adoptar un enfoque amplio sobre los motivos que podrían justificar  el recurso a

dicha  medida  y  estableció  unos  principios  y  garantías  mínimas  que  serían  de

aplicación  en  todas  las  prisiones  que  hiciesen  uso  de  los  medios  de
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inmovilización.109  Sin  embargo,  este  enfoque  global  no  ha  sido  plenamente

adoptado por las autoridades catalana 

126. En el momento de la visita de 2011, la normativa en materia de instituciones

penitenciarias en Cataluña establecía claramente que sólo se podría recurrir a la

inmovilización como último recurso, en ausencia de otros medios para alcanzar el

objetivo deseado. En este sentido, las autoridades catalanas manifestaron que en el

año  2010  se  habían  producido  sólo  384  inmovilizaciones  en  relación  con  una

población carcelaria media de unos 10 500 reclusos. 

No  obstante,  el  examen  de  numerosos  casos  en  las  prisiones  visitadas  puso

claramente de manifiesto que no se habían valorado con anterioridad otras opciones

antes de recurrir a la inmovilización. En la mayoría de los casos, la inmovilización se

produjo en el contexto de una infracción disciplinaria, tal y como se desprende de la

documentación  obrante  en  los  expedientes  –  a  menudo  como consecuencia  de

abusos verbales por parte de los reclusos o de un altercado con un funcionario de

prisiones. Además, muchos internos declararon ante la delegación que se habían

tumbado voluntariamente en la cama para ser atados, una acción que demuestra

por  sí  misma  que  la  medida  era  innecesaria.  Asimismo,  la  inmovilización  se

mantenía incluso una vez que la razón que la había justificado ya no subsistía y la

persona en cuestión se había calmado. En relación con al menos algunos de los

casos estudiados por la delegación, la única conclusión a la que se podía llegar era

que la inmovilización se había empleado como castigo hacia el recluso. Tal enfoque

resulta totalmente inaceptable. 

127.  Asimismo,  el  control  de  la  inmovilización  de  las  personas  sigue  siendo

inadecuado.  La supervisión  se  limita  a que un funcionario  de prisiones vigile  al

recluso al preso cada hora o cada dos horas, bien a través de la puerta o a través

de una cámara de circuito  cerrado (como por ejemplo en los  DERT de Joves y

Lledoners). Dado que los reclusos se encuentran normalmente atados con los pies

hacia la puerta y que los funcionarios rara vez entran en la celda, no había ningún

tipo  de  interacción  positiva  entre  el  funcionario  y  el  interno  sometido  a

inmovilización. Cabe asimismo destacar que no se explicó por qué en los centros

para reclusos  con trastornos  mentales  (y  en los  hospitales)  se  inmoviliza  a  las

personas en posición supina (boca arriba), mientras que en los centros disciplinarios

y en las unidades de régimen especial se inmovilizaban en decúbito prono (boca

abajo). 
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En relación con el control médico, se pusieron de manifiesto los mismos problemas

expresados en 2007. Se comunicaba siempre a un médico de la prisión la adopción

de la medida de inmovilización, pero la supervisión era, en el mejor de los casos,

rápida.  El  personal  médico  no  prestaba  mucha  atención  al  recluso  sometido  a

inmovilización, si quiera para ver si estaba alterado o tranquilo. Tampoco parecían

tener  objeciones  cuando  se  inmovilizaba  a  reclusos  con  tendencias  suicidas  o

trastornos  psiquiátricos  en entornos  no  médicos.  Es  más,  los  informes médicos

concernientes personas sometidas a esta medida eran escuetos.

Cabe  también  reseñar  que  ni  el  director  de  la  prisión,  ni  el  Juez  de  vigilancia

penitenciaria  tenían  un  papel  activo  en  supervisión  de  las  inmovilizaciones.  En

muchos  casos,  se  comunica  al  Juez  de  vigilancia  que  se  ha  realizado  una

inmovilización  una  vez  que  ésta  ha  concluido  o  incluso  varios  días  después.

Tampoco se realizaba ningún tipo de seguimiento por parte del director o el Juez de

vigilancia  para determinar si  la medida había sido necesaria, proporcionada o si

había sido adoptada respetando la dignidad del recluso. 

128. Las autoridades catalanas deberían revisar urgentemente su postura actual

respecto a las causas justificativas de una medida de inmovilización en las prisiones

y  establecer  reglas  estrictas  para  su  aplicación,  basadas  en  los  principios  y

estándares mínimos marcados por el CPT en el párrafo 91 del informe relativo a la

visita  de  2007.  En  particular,  las  siguientes  cuestiones  deberían  ser  objeto  de

revisión: 

En  relación  con  su  correcta  utilización,  la  inmovilización  debería  emplearse

exclusivamente  como  última  ratio  para  evitar  el  riesgo  de  que  el  recluso  se

provoque lesiones o haga daño a terceros y sólo cuando otras opciones válidas no

hayan  conseguido  el  resultado  esperado  en  relación  con  la  evitación  de  estos

peligros; esta medida nunca debería emplearse como castigo o como compensación

frente la insuficiencia de personal formado; sólo debería emplearse en un entorno

médico (por ejemplo, en el centro de salud de una prisión). 

Todo recurso a la inmovilización debería ser siempre ordenado expresamente por un

médico o comunicado de forma inmediata a un facultativo. 

 La posición no debería ser dolorosa para el recluso. 

 La duración de la inmovilización debería la más corta posible (normalmente

minutos, no horas). La extensión excepcional de la medida debería asegu-
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rar un posterior reconocimiento médico del recluso. La inmovilización du-

rante días carece de justificación y se considerará una conducta constitutiva

de malos tratos. 

 Cada caso de inmovilización de un preso deberá constar en un registro es-

pecífico establecido al efecto, además de en el expediente personal de cada

interno (y en el registro del centro). Las anotaciones en el registro deberían

incluir las horas de comienzo y terminación de la medida, los motivos de su

adopción, el nombre del médico que ordenó su adopción o la autorizó y la

enumeración de las lesiones sufridas por la persona o terceros. Esto facili-

taría enormemente tanto la gestión de estas incidencias como cualquier

irregularidad en la duración de las mismas. 

 Las personas sometidas a inmovilización deberían ser informadas en detalle

de las razones de la adopción de la medida. 

 Los responsables del establecimiento debería tener directrices formales ela-

boradas por escrito, en las que se detallen los criterios anteriormente indi-

cados para todo el personal implicado en la aplicación de tales medidas. 

 En cuanto a  la  supervisión  de las  personas  sometidas  a  inmovilización,

debería controlarse continuamente y directamente el estado mental y físico

del sujeto por parte  de un miembro del  personal  médico. Dicho control

incluiría la llevanza de un registro por escrito. Además, el recluso debería

tener la oportunidad de hablar de su experiencia durante y, en todo caso,

tras la terminación de la inmovilización.

El Comité vuelve a recomendar a las autoridades catalanas la adopción de

medidas para garantizar la aplicación de todos los principios y garantías

mínimas  antes  indicados  en  las  prisiones  en  los  que  se  recurra  a  la

inmovilización de presos. 

129. Asimismo, en las prisiones de Joves, Lledoners y La Modelo, la delegación del

CPT se entrevistó con numerosos reclusos a los que, durante la inmovilización, se

les suministró medicamentos mediante inyecciones intramusculares (Las sustancias

inyectadas eran una o varias de las siguientes: Akineton,  Diazepam, Diclofenac,

“Frinova”,  Haloperidol  y  “Sinequan”),  sin  intentar  recabar  su  consentimiento  ni

explicar la finalidad de la medicación. Muchos se quejaron de que había declarado

expresamente  su  voluntad  de  no  recibir  inyecciones.  Tal  conducta  podría  ser

considerada como un trato degradante. 
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El  CPT  recomienda  que  se  termine  con  la  práctica  habitual  de  medicar

forzosamente  a  los  presos  sometidos  a  inmovilización.  Sólo  en  casos

excepcionales, cuando la salud del recluso esté en grave peligro, debería

adoptarse  esta  medida  como  parte  de  una  política  más  general  y

cuidadosamente  empleada  política  de  contención,  incorporando  las

necesarias garantías. En todo caso, el interno deberá ser informado de la

finalidad y de los efectos de la medicación. 

c) Reclusos sujetos a regímenes especiales 

Los internos a los que se podía ubicar en unidades para regímenes especiales que la

delegación visitó, eran aquellos que cumplían una sanción disciplinaria, los que se

encontraban  en  aislamiento  provisional  (A/P)  tras  algún  incidente,  los  que

esperaban  una  decisión  respecto  a  una  sanción  disciplinaria,  aquellos  que  se

encontraban bajo protección114 y aquellos que habían vuelto a ser clasificados en

primer grado (es decir,  aquellos sujetos considerados “peligrosos” o “que no se

adaptaban a un régimen carcelario ordinario”, tal como se define en el art. 10 de la

Ley Orgánica General Penitenciaria). 

Las  condiciones  materiales  en  las  unidades  especiales  de  Brians  1  (hombres  y

mujeres y la prisión Modelo siguen siendo básicamente las mismas que las que se

describieron  en  el  informe  de  la  visita  de  2007.  En  el  centro  Brians  1  eran

adecuadas pero las celdas en la prisión Modelo estaban sucias y en un estado

lamentable. 

El  DERT (creado para  un fin  determinado)  en el  Centro  Penitenciario  de Joves,

consistía en cuatro alas de un único piso destinadas al alojamiento, contando cada

una  con  ocho  celdas  individuales.  Tres  de  estas  celdas  se  utilizaban  para  el

aislamiento, lo que significaba que la capacidad de la unidad era de 29 y el día de la

visita había 15 internos. Las celdas tenían un tamaño aceptable (12m2) y contaban

en su interior con un baño, una mesa y cama fijadas para no poder ser movidas,

una estantería  y  una silla.  La  ventilación  y  la  iluminación  eran suficientes  y  el

acceso a luz natural adecuado. En la unidad también había varias salas para visitas

de convivencia y reuniones, y también un gimnasio. En el exterior de cada ala se

encontraba un patio para hacer ejercicio al aire libre.
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118 Un interno que anteriormente hubiera estado sometido al régimen establecido

en el art. 93 no tendría que pasar por el período inicial de 15 días al pasar a un

régimen establecido en el art. 94. 

El  DERT  en  el  centro  Lledoners,  se  había  construido  también  expresamente  y

consistía en 5 alas de un único piso destinadas al alojamiento contando cada una de

ellas  con  36  celdas  individuales.  Cinco  de  estas  celdas  se  utilizaban  para  el

aislamiento.  El  día  de  la  visita  se  encontraban  alojados  en  él  24  internos.  La

distribución y elementos de las celdas eran similares a los observados en la prisión

de Joves y el DERT también contaba con patios para hacer ejercicio al aire libre,

aulas y oficinas para entrevistas y consultas médicas. Ninguno de los patios para

hacer ejercicio al aire libre que se visitaron contaba con ningún tipo de refugio para

protegerse de las  inclemencias  del  tiempo.  Se deberían tomar medidas para

solucionar este punto. 

La función principal del DERT es la de alojar a los  internos clasificados en primer

grado y ayudarles a prepararse para su reinserción en la población reclusa ordinaria

(segundo grado). Dentro del primer grado, los reclusos pueden verse sometidos a

un régimen regido o bien por el art. 93 o el art. 94 del Reglamento Penitenciario.

Los procedimientos para someter a un prisionero a un régimen especial  no han

cambiado desde 2007. El  art.  93 está reservado para los  reclusos considerados

“peligrosos” (por ejemplo aquellos que han atacado a un funcionario de prisiones o

han participado en incitar  a otros presos a llevar a cabo un amotinamiento).  El

régimen para los presos regidos por el art. 93 debería incluir al menos 3 horas de

ejercicio al aire libre cada día junto con otro recluso y la posibilidad de tres horas de

actividades  programadas  (por  lo  general  reuniones  con psicólogos,  trabajadores

sociales y educadores). Cada tres meses, el equipo del DERT realiza una evaluación

para considerar la posibilidad de pasar al preso a un régimen regido por el art. 94

del Reglamento Penitenciario117. 

Los internos pueden pasar directamente o de manera progresiva de estar incluidos

en el ámbito regido por el art. 93 al art. 94, bien a través de un programa corto o

más largo (90 días y 180 días respectivamente), que en cada caso está dividido en

tres períodos: un Período inicial (PIO), Fase 1 y Fase 2. El período inicial siempre

dura 15 días durante los cuales se diseña un plan individualizado de tratamiento

(PIT) para el interno después de que hayan realizado entrevistas con un psicólogo,

un  educador  y  el  director  del  DERT,  y  por  lo  general  se  le  ofrece  al  preso  la

posibilidad de realizar diariamente dos horas de ejercicio al aire libre118. Durante la
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Fase 1 (30 o 75 días dependiendo del programa) se ofrece a los presos al menos

cuatro horas de actividades diarias que se realizan fuera de las celdas, las cuales

dos de ellas son ejercicio al aire libre junto con uno o dos prisioneros más. Existe la

posibilidad  de  ofrecer  a  los  presos  otras  3  horas  más para  realizar  actividades

programadas. Durante la Fase 2 (45 o 90 días) se debería ofrecer a un interno un

mínimo de 4 horas de actividades a realizar fuera de la celda junto con hasta otros

4 presos y participar en actividades individuales y de grupo. Es más, se puede hacer

una comida al día en el comedor común.

El reto es diseñar regímenes adecuados dentro de los DERT para los reclusos que se

encuentran en primer grado. Tal como subrayó el CPT en su informe de la visita de

2007, estos reclusos deberían poder relacionarse con sus compañeros en la unidad

y se les debería ofrecer una gran variedad de actividades a realizar. Es más, las

actividades ofertadas deberían ser lo más diversas posibles (educación, deporte,

trabajo destinado a aprender una profesión, etc.). 

También es importante realizar esfuerzos para conseguir un buen ambiente dentro

de  los  módulos  de  seguridad,  con  el  fin  de  crear  relaciones  positivas  entre  el

personal y los internos. Para lograr esto es necesario que el personal destinado en

esas unidades sea cuidadosamente seleccionado. Debería contar con la formación

adecuada,  tener  una  capacidad  de  comunicación  muy  desarrollada  y  estar

verdaderamente comprometido a emplear sus conocimientos en un ambiente que

por lo general es más que desafiante. 

En el Centro Penitenciario Lledoners, la delegación del CPT observó que existía un

grupo dentro del personal dedicado a ayudar a los reclusos a acomodarse en el

DERT y que estaba formado por un educador, un trabajador social, un psicólogo y

una persona encargada de la organización. Estos a su vez estaban apoyados por un

profesor, un letrado y un instructor de gimnasia que también trabajaban en otros

módulos. La prioridad del grupo era hacer que los internos participaran. En el centro

Joves, el DERT contaba con un equipo similar. Para aquellos internos interesados

existía  la  posibilidad  de  participar  en  actividades  escolares  o  de  otro  tipo.  Sin

embargo, se podría hacer más en ambos centros para interactuar con los presos

con el fin de sacar provecho de los programas disponibles en el DERT. De igual

modo, los funcionarios de prisiones también podrían tener un papel más activo. 

A diferencia del centro Lledoners, las oportunidades disponibles para los internos

que se encontraban en la unidad especial de la prisión de Brians 1 apenas habían
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cambiado  desde  2007.  Se  había  ofrecido  a  los  presos  la  posibilidad  de  hacer

ejercicio al aire libre 2 horas al día pero se ofertaban pocas actividades organizadas.

Es más, aunque se había construido un pequeño gimnasio y una sala para jugar al

ping-pong, esto estaba reservado para los internos clasificados en segundo grado

que vivían en la unidad pero que no estaban sujetos a ningún tipo de sanción. Se

debería facilitar el acceso a estas instalaciones a los reclusos de primer grado. 

En la prisión Modelo, a los internos alojados en unidades especiales sólo se les

ofrecía la posibilidad de hacer ejercicio diariamente al aire libre, todavía no existían

actividades organizadas para ofrecer y por ello no existía ningún tipo de ayuda para

prepararles en su reinserción en las alas donde se alojaban los internos ordinarios. 

A la luz de las observaciones anteriormente realizadas, el CPT recomienda

que las autoridades lleven a cabo todos los esfuerzos posibles para crear

actividades y ofrecer apoyo a los presos clasificados en primer grado que

se encuentran en las unidades especiales, en particular a los que se hallan

en los centros Brians 1 y Modelo. Si fuera necesario se debería enmendar el

Reglamento Penitenciario para hacer que esto fuera posible.

Es  más,  en ninguno de los  DERT,  se  facilitaba  a los  prisioneros por  escrito  los

motivos por los que éstos no habían pasado del programa regido por el art. 93 al

programa regido por el art. 94. Un interno del Centro Penitenciario de Lledoners que

no  contaba  con  ningún  informe  negativo  explicaba  que  el  educador  se  había

limitado a decirle “no levantes la cabeza”. Este modo de actuar no ayuda a los

internos del DERT a su reinserción en el régimen ordinario de segundo grado. Los

canales  de  comunicación  con  los  internos  debe  mejorarse  en  todas  las

unidades de regímenes especiales. 

d) Condiciones de detención (registros y administración de psicotrópi-

cos)

El CPT reitera su recomendación de adoptar medidas para garantizar que

cualquier signo de violencia observado cuando un prisionero es examinado

al  entrar  en  el  centro  debe  quedar  registrado  perfectamente  junto  con

cualquier declaración relevante realizada por el prisionero y la evaluación

efectuada  por  el  médico  (a  saber,  el  grado  de  congruencia  entre  las

declaraciones realizadas y las lesiones observadas). Toda esta información
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debería  facilitarse  al  prisionero  y  a  su  abogado.  Esta  misma  pauta  de

actuación debería seguirse siempre que un interno sea examinado tras un

episodio violento ocurrido en prisión. 

Es  más,  siempre  que  se  registren  lesiones  que  concuerden  con

declaraciones sobre maltrato realizadas por el  prisionero en cuestión (o

que a falta de declaración, sean claramente indicativas de que ha habido

maltrato), se debería completar sistemáticamente el impreso pertinente y

remitirlo al Juez de vigilancia penitenciaria. 

Durante la visita, la delegación del CPT tuvo conocimiento de que el número de

internos  a  los  que  se  administraba  medicación  psicotrópica  era  relativamente

elevado,  alrededor  de  un  30%  en  los  centros  Brians  1,  Lledoners  y  Modelo.

Especialmente  preocupante  era  el  hecho  de  que  en  algunos  casos  que  se

examinaron no parecía que hubiera ningún diagnóstico de trastorno psiquiátrico. Por

ejemplo,  a  una  persona  con  la  que  la  delegación  se  entrevistó  en  el  centro

Lledoners se le habían estado administrando antipsicóticos desde el 23 de abril de

2010, sin embargo en su expediente no aparecía descripción alguna de síntomas

psicóticos o algún tipo de información que justificase la prescripción de este tipo de

medicación. De hecho, los datos registrados en el expediente confirmaron que no se

observaban signos de psicosis.  Cuando el  médico de la  delegación entrevistó  al

prisionero, éste mostraba claros síntomas derivados de los efectos secundarios de la

medicación, entre ellos dificultad para hablar y lentitud motora. 

Sobra  decir  que  los  motivos  por  los  que  se  prescribe  medicación  psicotrópica

deberían quedar claramente reflejados en los expedientes médicos de los internos y

que se debería hacer un estrecho seguimiento de los efectos secundarios. 

El CPT recomienda que los motivos por los que se prescribe medicación

psicotrópica  en  los  centros  Brians  1,  Lledoners  y  Modelo  queden

claramente registrados en los expedientes médicos de los internos. 

e) Otras cuestiones 

e.1.) Disciplina 

El  sistema disciplinario, tal  como se explicó en el informe de la visita  de 2007,

continúa  siendo  el  mismo.  A  pesar  de  que  las  salvaguardias  oficiales  en  vigor

parecen  ser  adecuadas,  su  puesta  en  práctica  continúa  siendo  un  problema.
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Durante la visita de 2011, muchos internos mostraron sus quejas respecto a la falta

de  justicia  en  el  procedimiento  disciplinario  añadiendo  que  no  confiaban  en  el

sistema de recursos. 

La delegación del CPT descubrió un caso en el que había habido una infracción del

régimen disciplinario que había causado un grave prejuicio al prisionero en cuestión.

El 13 de mayo en el centro Brians 1, una mujer joven que se encontraba en el DERT

fue  llevada  a  una  celda  de  aislamiento  provisional  e  inmovilizada  a  una  cama

después de haber hecho comentarios sobre la posibilidad de autolesionarse y haber

amenazado  a  algunos  funcionarios  de  prisiones.  Fue  inmovilizada  en  la  cama

durante 5 horas y 15 minutos y permaneció en la celda un total de 22 horas, tras lo

cual se la trasladó a otro tipo de celda de aislamiento. Tres días más tarde, el jefe

de servicio entregó su informe sobre el incidente en el que se presentaban cargos

contra ella de conformidad con el art. 108 letra b (agresión y amenazas) y 108 letra

d (resistencia activa) del Reglamento Penitenciario y se emitió la “orden de abrir un

expediente”. Después de haber recibido notificación sobre los cargos oficiales, un

prisionero dispone de tres días para remitir una respuesta por escrito, a falta de lo

cual se da por hecho que el interno acepta los cargos. Sin embargo, la “notificación

del expediente” no había sido todavía remitida al prisionero tres semanas después

del incidente,  a  pesar de que se había emitido una “Propuesta de incoación de

expediente  disciplinario”  en  la  que  se  sugería  un  régimen  de  aislamiento  de

conformidad con el art. 233 (1A y 1B). La interna no había tenido oportunidad de

dar su versión de los hechos o de rebatir la versión ofrecida por los funcionarios. En

el  momento  de  la  visita  de  la  delegación,  el  2  de  junio  de  2011,  la  joven  se

encontraba todavía  en una celda de castigo,  sola,  sin radio,  televisión,  libros o

revistas. Ningún miembro del personal había hablado con ella desde el momento en

que había sido sacada de su celda habitual hasta el momento en que la delegación

se entrevistó con ella, ni se le había ofrecido la posibilidad de tener contacto con

otros internos. 74 

En la práctica se la castigaba por una infracción de la que todavía no había sido

informada oficialmente y sobre la que la Comisión disciplinaria no había tomado

todavía  ninguna  decisión.  A  petición  de  la  delegación  del  CPT  las  autoridades

penitenciarias  se  aseguraron  de  que  un  psiquiatra  y  un  psicólogo  examinaran

rápidamente a la interna, tras lo cual
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Es  por  ello  que  sólo  se  debería  imponer  una  sanción  disciplinaria  en  casos

excepcionales, como último recurso y durante un período de tiempo lo más breve

posible. Desde el punto de vista del CPT un período continuado de aislamiento de

42 días como modo de castigo es algo completamente excesivo. 

El  Comité  recomienda  que  se  adopten  inmediatamente  medidas  para

garantizar que ningún prisionero es sometido a aislamiento continuo, como

modo de castigo, durante más de 14 días. Si el interno ha sido sancionado

a permanecer en aislamiento durante más de 14 días debido a dos o más

faltas cometidas, debería haber una interrupción de la medida de varios

días cuando se cumplan 14 días del comienzo de la misma. 

El CPT también considera que sería preferible reducir lo máximo posible el

período de aislamiento, como modo de castigo, para faltas disciplinarias

concretas. 

2. El régimen de aislamiento. Análisis normativo y jurisprudencial. 

2.1. El régimen legal penitenciario. Adultos y joves.

El régimen de aislamiento ha sido ideado para dar solución a los problemas de

orden y seguridad dentro de los establecimientos penitenciarios,  así  lo podemos

encontrar regulado en la normativa incluido tanto como un grado de “tratamiento”

(el primer grado), como una sanción o como un medio coercitivo.

Como medio  coercitivo  lo  encontramos  regulado  en artículo  72  del  Reglamento

Penitenciario  (aislamiento  provisional),  en  dicho  artículo  no  se  fija  en  ningún

momento la duración de este aislamiento, tan sólo se hace referencia a que su uso

sólo  subsistirá  el  tiempo  estrictamente  necesario  y  que  el  interno/a  debe  ser

visitado diariamente por el Médico. Este tipo de medidas tan solo se pueden aplicar,

con autorización del Director cuando estén dirigidos a impedir actos de evasión o de

violencia  de  los  internos/as,  para  evitar  que  se  dañen  a  sí  mismos  u  a  otras

personas o cosas y para vencer la resistencia activa o pasiva de los internos/as a

las órdenes del personal penitenciario .

Como sanción se prevé para la comisión de faltas graves o muy graves  y solo se

aplicará  en  para  los  casos  de  evidente  agresividad  o  violencia  por  parte  del
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interno/a  o  bien  cuando  este,  de  forma  reiterada  y  grave,  altere  la  normal

convivencia en el centro.

La normativa a continuación fija cuáles serán las condiciones del cumplimiento de la

sanción:

•  Se  debe  cumplir  la  sanción  de  aislamiento  en  una  celda  de  similares

características a las del resto del establecimiento penitenciario.

• Jamás se podrá exceder los 42 días de aislamiento consecutivo.

• El médico debe visitar diariamente a los internos/as mientras permanezcan en

esta situación, informando al Director del estado de la salud psíquica y física

de los mismos/as.

• No se aplicará a mujeres gestantes, ni a mujeres que se encuentren dentro de

los 6 meses posteriores al parto, ni a mujeres lactantes, ni con hijos consigo.

Por último, como grado de “tratamiento” se encuentra regulado en artículo 10 de la

Ley Orgánica General Penitenciaria que prevé este tipo de clasificación para “los

penados clasificados de peligrosidad extrema o para casos de inadaptación a los

regímenes ordinario y abierto”, por su lado el Reglamento Penitenciario (artículo

102.5) expresa que se ponderarán la concurrencia de los siguientes factores:

• Naturaleza de los  delitos  cometidos que denote una personalidad agresiva,

violenta y antisocial.

•  Comisión de actos  que  atenten contra  la  vida  o  la  integridad  física  de las

personas, la libertad sexual o la propiedad, cometidos de forma especialmente

violenta.

•  Pertenencia  a  organizaciones  delictivas  o  a  bandas  armadas,  mientras  no

muestren, en ambos casos, signos de haber abandonado la disciplina interna

de dichas organizaciones o bandas.

•  Participación  activa  en  motines,  plantes,  agresiones  físicas,  amenazas  o

coacciones.

• Comisión de infracciones disciplinarias graves o muy graves de forma reiterada

y sostenida en el tiempo.

•  Introducción  o  posesión  de  armas  de  fuego  dentro  del  establecimiento

penitenciario  y  de  drogas,  estupefacientes  y  sustancias  psicotrópicas  en

cantidad importante, que haga presumir su destino a tráfico.
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Sigue diciendo la Ley que este régimen se caracteriza por una limitación de las

actividades en común y un control y vigilancia mayor. La permanencia en el cual

será  la  oportuna  hasta  que  desaparezcan  o  disminuyan  las  circunstancias  que

determinaron su ingreso.

Por su parte el Reglamento Penitenciario (artículos 89 a 95) desarrolla de manera

más  completa  las  características  de  este  régimen  cerrado  estableciendo  dos

modalidades de vida, aunque ambos se cumplen con absoluta separación del resto

de la población reclusa y no pueden suponer en ningún caso, limitaciones superiores

a las fijadas para el régimen de cumplimiento de la sanción de aislamiento (artículos

89 y 90 RP).

Las dos modalidades de vida que recoge el Reglamento en su artículo 91, son las

siguientes:

• Centros o módulos de régimen cerrado a los que serán destinados aquellos/as

que clasificados/as en primer grado muestren una manifiesta inadaptación a

los regímenes comunes.

• Departamentos especiales a los que serán destinados los que protagonicen o

bien induzcan a alteraciones regimentales muy graves, que hayan puesto en

peligro la vida o integridad de los funcionarios, autoridades, otros internos o

personas  ajenas  a  la  institución,  tanto  dentro  como  fuera  de  los

establecimientos penitenciarios y que evidencien una peligrosidad extrema.

El cumplimiento del régimen cerrado en departamentos especiales se ajustará a

la siguiente según lo establecido en el artículo 93 del RP:

• Los/as internos/as disfrutan, como mínimo de tres horas diarias de salida al

patio, que se pueden ampliar en tres horas para la realización de actividades

programadas.

•  Registro  diario  de  celdas  y  cacheo  de  los  internos/as,  que  podrá  ser  con

desnudo integral cuando existan fundadas sospechas de que el/la interno/a

posee  objetos  prohibidos  y  razones  de  urgencia  exijan  una  actuación

inmediata.

• En las salidas al patio no podrán permanecer más de dos internos/as juntos/as,

este número podrá aumentarse hasta cinco para la realización de actividades

en común.

• El servicio médico deberá realizar visitas periódicas.
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• Se diseñará un modelo de intervención y programas genéricos de tratamiento

ajustados a las necesidades regimentales.

El cumplimiento del régimen cerrado en módulos o centros cerrados se ajustará a la

siguiente según lo establecido en el artículo 94 del RP:

• Los/as internos/as disfrutarán de un mínimo de cuatro horas diarias de vida en

común, pudiendo aumentarse en tres horas para la realización de actividades.

• El número de internos/as que podrán realizar actividades en común, será de un

mínimo de 5, pudiéndose establecer más por el Consejo de Dirección, previo

informe de la Junta de Tratamiento.

•  La  Junta  de  Tratamiento  programará  actividades  culturales,  deportivas,

recreativas, etc.

El  artículo  92  establece  la  normativa  para  la  asignación  o  reasignación  de

modalidades:

La asignación de las modalidades de vida previstas será acordada por la Junta de

Tratamiento, previo informe del Equipo Técnico, y será autorizada por el Centro

Directivo.

Procederá,  en  todo  caso,  la  propuesta  de  reasignación  de  la  modalidad  en  el

sistema  de  vida  de  los  penados  destinados  en  departamentos  especiales  que

muestren una evolución positiva, ponderando, entre otros, factores tales como:

• Interés por la participación y colaboración en las actividades programadas.

•  Cancelación  de  sanciones  o  ausencia  de  las  mismas  durante  períodos

prolongados de tiempo.

• Una adecuada relación con los demás. La asignación de modalidad de vida se

revisará  en el  plazo  máximo  de  tres  meses,  se  notificará  al  interno  y  se

anotará en su expediente personal.

Cuando el interno sea menor de veintiún años, toda revisión, tanto de modalidad

como de grado, que supere los seis meses de permanencia en el mismo régimen de

vida, será remitida al Centro Directivo para su resolución.
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Asimismo, si los acuerdos, ya sean sobre asignación de modalidad o revisión de

grado, no son adoptados por unanimidad, se remitirán al Centro Directivo para su

resolución.

El  Artículo  95  del  RP,  establece  la  normativa  para  el  traslado  de  penados  a

departamentos de régimen cerrado:

• El  traslado de un penado desde un Establecimiento de régimen ordinario o

abierto  a  un  Establecimiento  de  régimen  cerrado  o  a  uno  de  los

departamentos  especiales  contemplados  en  este  Capítulo,  competerá  al

Centro Directivo mediante resolución motivada, previa propuesta razonada de

la Junta de Tratamiento. De este acuerdo se dará conocimiento al Juez de

Vigilancia  Penitenciaria  dentro  de  las  setenta  y  dos  horas  siguientes  a  su

adopción.

• En el mismo plazo, se notificará al penado dicha resolución, mediante entrega

de copia de la misma, con expresión del recurso que puede interponer ante el

Juez de Vigilancia, conforme a lo dispuesto en el artículo 76.2, f) de la Ley

Orgánica General Penitenciaria.

• Mediando motín, agresión física con arma u objeto peligroso, toma de rehenes

o intento violento de evasión, el traslado del penado a un Establecimiento de

régimen cerrado podrá acordarse por el Centro Directivo, aunque no se haya

producido resolución clasificatoria en primer grado, que, en todo caso, deberá

efectuarse  dentro  de  los  catorce  días  siguientes,  dando  cuenta

inmediatamente del traslado al Juez de Vigilancia.

Por último el régimen aplicable a los internos/as preventivos/as viene determinado

en los artículos 96 a 98 del RP.

2.2. El régimen legal en menores. Protección y reforma.

A. El régimen de protección de menores.

La reciente reforma introducida en 2015 en la Ley Orgánica 1/1996, de protección

jurídica del menor, incorpora la medida de aislamiento en los centros de protección

específica de menores con problemas de conducta. La reforma operada introduce

nuevos arts. 25 a 35 a esta LO con un régimen que era desconocido hasta 2015.
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Exactamente, el nuevo art. 29 regula el aislamiento del menor, que será aplicado

puntualmente y nunca como medida disciplinaria (al contrario de lo que ocurre en el

régimen de reforma y responsabilidad penal del menor).

Aunque el aislamiento se debería cumplir prioritariamente en la propia habitación

del menor, el art. 29 deja abierta la posibilidad de la utilización subsidiaria de un

espacio diferente, aunque de semejante “habitabilidad y dimensiones”.

Finalmente, el aislamiento no podrá exceder de seis horas consecutivas. Además,

deberá estar el menor acompañado o supervisado por un educador.

B. El régimen de reforma y responsabilidad penal de menores.

La  LO  5/2000,  de  12  de  enero,  reguladora  de  la  responsabilidad  penal  de  los

menores dedica su art. 60.3 a regular un régimen disciplinario en que es posible:

a) La separación del grupo de 3 a 7 días en casos de evidente agresividad, violencia

y alteración grave de la convivencia

b) La separación del grupo durante tres a cinco fines de semana. Asimismo, el Real

Decreto 1774/2004, de 30 de julio, que aprueba el reglamento de la LO 5/2000

establece en su art. 55.2, letra d) que, entre los medios de contención, es posible

“el aislamiento provisional”.  El art. 59 de esta norma reglamentaria indica que la

medida de aislamiento provisional se circunscribe al procedimiento disciplinario.

Además,  el  art.  55.5  dice  que  “cuando  se  aplique  la  medida  de  aislamiento

provisional se deberá cumplir en una habitación que reúna medidas que procuren

evitar que el menor atente contra su integridad física o la de los demás. El menor

será  visitado  durante  el  periodo  de  aislamiento  provisional  por  el  médico  o  el

personal especializado que precise.”

Las  medidas  de  contención,  entre  ellas  el  aislamiento,  son  autorizadas  por  el

Director  del  establecimiento  en  que  se  encuentre  internado  el  menor  y  dicha

autorización deberá ser comunicada al Juzgado de Menores, según exige el art. 55.6

del RD 1774/2004:  “La utilización de los medios de contención será previamente

autorizada por el director del centro o por quien la entidad pública haya establecido

en su normativa, salvo que razones de urgencia no lo permitan; en tal caso, se

pondrá  en  su  conocimiento inmediatamente.  Asimismo,  comunicará

inmediatamente  al  juez  de  menores  la  adopción y  cese  de  tales  medios  de
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contención, con expresión detallada de los hechos que hubieren dado lugar a su

utilización y de las circunstancias que pudiesen aconsejar su mantenimiento.”

En este ámbito disciplinario, el art. 66 considera la separación del grupo como una

sanción por la comisión de faltas muy graves (por tiempo de tres a siete días o por

tiempo de tres a cinco fines de semana, según la violencia, agresividad mostradas)

o graves (hasta dos días como máximo o por un tiempo de uno a dos fines de

semana), con los límites siguientes:

•  Solamente  se  podrá  imponer  en  los  casos  en  los  que  se  manifieste  una

evidente agresividad o violencia por parte del menor, o cuando este, reiterada

y gravemente, altere la normal convivencia en el centro.

• La sanción de separación se cumplirá en la propia habitación del menor o en

otra de análogas características durante el horario de actividades del centro

• Durante el cumplimiento de la sanción de separación, el menor dispondrá de

dos horas al aire libre y deberá asistir, en su caso, a la enseñanza obligatoria

y podrá recibir las visitas previstas en los artículos 40 y 41. Durante el horario

general  de actividades se programarán actividades individuales alternativas

que podrán realizarse dentro de la habitación.

• Diariamente visitará al menor el médico o el psicólogo que informará al director

del centro sobre el estado de salud física y mental del menor, así como sobre

la  conveniencia  de  suspender,  modificar  o  dejar  sin  efecto  la  sanción

impuesta.

• No se aplicará a las menores embarazadas, a las menores hasta que hayan

transcurrido  seis  meses  desde  la  finalización  del  embarazo,  a  las  madres

lactantes y a las que tengan hijos en su compañía. Tampoco se aplicará a los

menores enfermos y se dejará sin efecto en el momento en que se aprecie

que esta sanción afecta a su salud física o mental.

2.3. El régimen de aislamiento en Centros de Internamiento de 
Extranjeros

En  lo  que  toca  a  los  Centros  de  Internamiento  de  Extranjeros,  la  medida  de

separación del grupo está prevista en el art. 62 quinquies, sobre las medidas de

seguridad dentro del CIE, de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de derechos y

libertades de los extranjeros en España y su integración social.
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El  artículo  62  quinquies,  párrafo  segundo  establece  la  separación  preventiva

únicamente  en  caso  agresión,  así  la  “separación  preventiva  del  agresor  en

habitación individual para evitar actos de violencia o lesiones de los extranjeros,

impedir actos de fuga, daños en las instalaciones del centro o ante la resistencia al

personal del mismo en el ejercicio legítimo de su cargo.

El uso de los medios de contención será proporcional a la finalidad perseguida, no

podrán suponer una sanción encubierta y sólo se usarán cuando no exista otra

manera  menos  gravosa  para  conseguir  la  finalidad  perseguida  y  por  el  tiempo

estrictamente necesario.

La utilización de medios de contención será previamente autorizada por el director

del centro, salvo que razones de urgencia no lo permitan, en cuyo caso se pondrá

en su conocimiento inmediatamente. El director deberá comunicar lo antes posible a

la autoridad judicial que autorizó el internamiento la adopción y cese de los medios

de contención física personal, con expresión detallada de los hechos que hubieren

dado lugar a dicha utilización y de las circunstancias que pudiesen aconsejar su

mantenimiento. El juez, en el plazo más breve posible y siempre que la medida

acordada fuere separación preventiva del agresor, deberá si está vigente, acordar

su mantenimiento o revocación.

El Real Decreto 162/2014, de 14 de marzo, que aprueba el reglamento de

funcionamiento y régimen interior de los CIE,  también regula la medida de

aislamiento de internos. Así,  recogiendo la expresión de la LO 4/2000, habla de

separación preventiva de internos, en su artículo 57:

“1. El director podrá acordar el empleo de medios de contención física personal,

así como la separación preventiva del interno en habitación individual, con el

fin de evitar actos de violencia o lesiones propias o ajenas, impedir posibles

actos  de  fuga,  o  daños  en  las  instalaciones  del  centro,  así  como ante  la

resistencia  al  personal  del  mismo  en  el  ejercicio  legítimo  de  su  cargo  o

función.

2.  Los medios  contemplados  en el  apartado anterior  se  aplicarán cuando no

exista otra manera menos gravosa de actuar durante el tiempo estrictamente

necesario, y, en todo caso, de manera proporcional a la finalidad perseguida,

sin que puedan suponer una sanción encubierta.

3. La adopción de estas medidas excepcionales será acordada por el director

mediante  resolución  motivada,  en  la  que  se  harán  constar  los  hechos  o
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conductas  que  determinan  la  adopción  de  la  medida,  que  será  notificada

previamente por escrito al interesado en un idioma que comprenda y remitida

copia a la autoridad judicial que autorizó u ordenó el internamiento.

4. Cuando concurran razones de urgencia que no permitan su notificación previa

por escrito, las medidas descritas en el apartado 1 podrán adoptarse de forma

inmediata, informando verbalmente al interno afectado de la causa y medida

concreta  y  procediendo  a  dictar  la  correspondiente  resolución,  que  hará

referencia a las previsiones indicadas en el apartado anterior.

5. Las habitaciones destinadas al aislamiento provisional de los internos habrán

de ser de análogas características a las ordinarias y, diariamente, mientras

permanezcan  internados  en  las  mismas,  deberán  ser  objeto  de  examen

médico, emitiendo el correspondiente informe.

6.  No  podrá  adoptarse  la  medida  de  separación  temporal  salvo  que  pueda

derivarse un peligro  inminente  para su integridad o la  de otras personas,

cuando se trate de:

a) Las mujeres gestantes.

b) Las mujeres que hubiesen terminado el embarazo durante los nueve

meses siguientes.

c) Las madres lactantes.

d) Las mujeres que tuvieran hijos consigo.

e) Los enfermos convalecientes de enfermedad grave.

7. El director deberá comunicar de forma inmediata al juez competente para el

control de la estancia la adopción de cualquiera de las medidas coercitivas que

se establezcan,  con expresión detallada  de los  hechos que hubieren dado

lugar  a  la  misma  y  de  las  circunstancias  que  pudiesen  aconsejar  su

mantenimiento.  El  juez,  en el  plazo más breve posible  deberá  acordar  su

mantenimiento,  modificación  o  revocación.  Así  mismo,  se  comunicará

inmediatamente el cese de las medidas adoptadas.”

2.4. Las circulares e instrucciones administrativas sin rango legal.

A. Instrucciones Estatales.

La  Instrucción  17/2011  hace  referencia  al  Régimen  Cerrado  y  establece  un

protocolo de intervención en ella de lo que se establece, destacamos, lo siguiente:

• Todos los internos serán cacheados a la salida y a la entrada de sus respectivas

celdas.
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• Cuando los internos se encuentren en su respectivas celdas (salvo en las horas

de descanso nocturno) estos se  colocarán al  fondo de las  mismas con las

manos visibles,

cada vez que el Funcionario haga acto de presencia.

• Sólo tendrán en su celda la ropa y enseres mínimos necesarios para uso diario.

Por otro lado la Instrucción establece un programa de intervención con internos

en régimen cerrado.

Especial  referencia  al  régimen  FIES  4(Fichero  Interno  de  Especial

Seguimiento). Repercusión en la aplicación del Régimen Cerrado.

El Fichero Interno de Especial Seguimiento es en principio es una mera base de

datos en la que se almacenaban datos o factores sobre determinados internos/as o

grupos de internos/as calificados “de alta peligrosidad”.

La Reforma del Reglamento Penitenciario de 26 de marzo de 2011, (Real Decreto

419/2011, de 25 de marzo, por el que se modifica el Reglamento Penitenciario,

aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero), introdujo modificaciones

sustanciales: Se  introduce  en  el  artículo  6  del  Reglamento  Penitenciario,  un

apartado cuarto, que queda redactado como sigue:

4  Fue  creado  y  desarrollado  por  las  Circulares  de  la  Dirección  General  de

Instituciones Penitenciarias de 6 de marzo de 1991, 28 de mayo de 1991 y

28 de febrero de 1995 (I. 8/95). Tras la entrada en vigor del nuevo Reglamento

Penitenciario (R.D. 190/1996 de 9 de febrero), y en virtud de la D.T. 4ª del R.P., se

procedió  a  la  refundición,  armonización  y  adecuación  de  las  Circulares,

Instrucciones y Órdenes de servicio que existían hasta la fecha. A los fines que

estamos tratando se dictó la Instrucción 21/96 que dejó sin efecto las anteriores

normas  administrativas  que  regulaban  el  fichero  de  internos  de  especial

seguimiento.

Ahora bien, la Instrucción 21/96 si estableció normas de control muy estrictas. La

Sentencia del Tribunal Supremo de la Sala de lo Contencioso Administrativo

de fecha 17 de marzo de 2009, declaró la nulidad de pleno derecho del Apartado

Primero  de  la  Instrucción  21/1996,  de  la  Dirección  General  de  Instituciones

Penitenciarias, y revocó parcialmente la misma.
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En  el  año  2006,  se  volvió  a  dictar,  por  la  Dirección  General  de  Instituciones

Penitenciarias, esta vez una Instrucción la 6/2006, de protocolo de actuación en

materia de seguridad que vino a modificar los grupos FIES existentes.

La Instrucción 8/2014 vino a ampliar los colectivos incluidos en el régimen FIES ,

de igual modo que lo hizo la Instrucción 2/2015 “La Administración penitenciaria

podrá  establecer  ficheros  de  internos  que  tengan  como finalidad  garantizar  la

seguridad  y  el  buen  orden  del  establecimiento,  así  como  la integridad  de  los

internos. En ningún caso la inclusión en dicho fichero determinará por sí misma un

régimen de vida distinto de aquél que reglamentariamente corresponda.”

Se  modifica  el  apartado  primero  del  artículo  65  y  se  introducen  un  apartado

segundo y un apartado tercero, quedando el artículo redactado como sigue:

“1.  Las  actuaciones  encaminadas  a  garantizar  la  seguridad  interior  de  los

establecimientos consistirán en la observación de los internos, los recuentos

de población reclusa, los registros, los cacheos, las requisas, los controles, los

cambios  de  celda,  la  asignación  adecuada de destinos  y  las  actividades  y

cautelas propias de las salidas tanto fuera de los módulos como fuera del

establecimiento.

2. La intensidad de las medidas señaladas en el apartado anterior se ajustará a

la potencial peligrosidad de los internos a que se apliquen, particularmente en

los supuestos de internos pertenecientes a grupos terroristas, de delincuencia

organizada  o  de  peligrosidad  extrema,  respetándose,  en  todo  caso,  los

principios a que se refiere el artículo 71.

3. Al fin señalado en el apartado anterior, la Administración penitenciaria podrá

constituir grupos especializados de funcionarios.”

Con ocasión de dicha reforma se dicta la  Instrucción 12/2011 sobre Internos

Especial Seguimiento y Medidas de Seguridad que contiene las siguientes

medidas  de  seguridad  que  pueden  afectar  a  la  aplicación  del  régimen

cerrado:

Las personas presas incluidas en este Fichero:

• Serán destinadas a módulos o departamentos que cuenten con medidas de

seguridad adecuadas.

•  Deberá  mantenerse  una  permanente  observación  y  control  sobre  estos

internos.
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•  Se  reducirán  las  salidas  o  la  realización  de  tareas  en  el  exterior  del

Departamento.

• Serán cambiadas de celda periódicamente.

• Las rondas nocturnas se deberán llevar a cabo con una periodicidad no superior

a las dos horas. Cuando se trate de internos clasificado en régimen cerrado, se

organizarán de forma que el intervalo entre ellas no sea superior a una hora.

• Se potencian las medidas de seguridad interior inmediatas (cacheos, recuentos,

requisas).

B.  Instrucciones  y  circulares  de  la  Dirección  General  de  Servicios

Penitenciarios de la Generalitat de Cataluña.

Circular 1/2005 por la cuál se aprueba el programa marco de intervención

a  las  unidades  y  departamentos  de  régimen  cerrado  de  los  centros

penitenciarios de Cataluña. 

Se  refiere  esta  Circular  a  aquellas  personas  con:  “peligrosidad  extrema  o

inadaptación manifiesta a los regímenes ordinarios y abiertos. Establece un sistema

de intervención para garantizar la seguridad y la convivencia y que a la vez potencie

el aprendizaje de conductas prosociales en los internos y su posterior adaptación al

régimen ordinario.” 

En  este  sentido  la  Circular  diagnostica  diversos  problemas  en  la  aplicación  del

régimen  cerrado;  tales  como  la  unificación  de  criterios  básicos  unificados,  el

curriculum,  el  sistema de progresión,  y  por  eso establece  un nuevo modelo  de

trabajo. 

Se persiguen los siguientes objetivos:

• Prevenir la aplicación del régimen cerrado 

• Utilizar el principio de flexibilidad del artículo 100.2 del RP en la clasificación de

los penados. 

• Intervenir de forma especializada en el primer grado.

• Adaptar itinerarios y modalidades de vida a los diferentes perfiles de peligro de

los internos ingresados en el régimen cerrado. Hasta el dictado de la Circular

se diferenciaban los regímenes de los artículos 93 y 94 RP, sino que se atenían

a lo previsto por el artículo 91 RP.  
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• Mejorar el proceso de reincorporación de los internos al régimen ordinario. 

Al  respecto  de  la  prevención,  únicamente  se  avala  que  los  equipos

multidisciplinarios  tengan  en  cuenta  intervenciones  individualizadas  para  la

prevención. 

La Circular entra directamente a establecer el régimen aplicable al primer grado y

enmarca la intervención estableciendo una diferencia entre los internos del artículo

93 y 94 del RP, así como la intervención educativa y de actividades a realizar.  

Concretamente:

Únicamente se puede regresar por informe elaborado por la Junta de Tratamiento y

que se ha de transmitir a la Sección de Clasificación del Servicio de Rehabilitación

de Servicios Penitenciarios que contendrá una propuesta e itinerario de régimen. 
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Regula, por tanto, el programa de intervención en el régimen de vida del artículo 93

estableciendo por ejemplo las horas de maestros, psicólogo o educador así como

que el interno firme un compromiso conductual a fin de que la persona alcance una

“estabilización conductual”

Se consolida que la revisión de la modalidad de vida del artículo 93 RP ha de ser

cada  3  meses,  con  informe  valorativo,  para  progresar  al  artículo  94RP.  Se

establece, así mismo, que la ubicación de los presos en el artículo 93 deberá estar

diferenciada del resto de los internos. 

Progresión al artículo 94 RP: 
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Posteriormente se establece los regímenes de progresión, mantenimiento o posibles

regresiones en función básicamente de la evaluación de dos áreas: la de conducta y

la  de  actividades  (porcentaje  de  asistencia  a  las  actividades  y  valoraciones  de

conducta). 
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También se prevén los sistemas de motivación del régimen cerrado, en base al

sistema  conductual  que  caracteriza  al  sistema  de  reinserción,  previendo  un

aumento  de  las  horas  de  actividad  llamadas  en  grupo,  telefónico,  de

comunicaciones orales o íntimas.

Se regula limitadamente la intervención en el régimen cerrado, tanto a nivel grupal

como individual. Es además en el único momento en que la Circular refiere a las

actividades que desarrollarán las personas que se encuentren cumpliendo sanciones

de aislamiento.  

Se regula la  salida  del  régimen cerrado con algunas  recomendaciones,  lo  único

destacable es que recomienda la aplicación de elementos del artículo 100.2 RP y

recomienda  que  los  equipos  dispongan  antes  de  la  salida  mecanismos  de

seguimiento y control de las conductas problemáticas. 

Los  últimos  apartados  hacen  referencia  al  equipo  multidisciplinario  que  ha  de

intervenir con los internos en régimen de primer grado, así a la evaluación que han

de cumplimentar los mismos para la progresión, el mantenimiento o el cambio de

fase. 

Instrucción 3/2005, del 22 de abril, de la Dirección General de Recursos y

Régimen penitenciario  sobre  los  criterios  que se  han de seguir  para  la

elaboración de la normativa interna de los departamentos especiales de los

centros penitenciarios. 

Esta  instrucción  únicamente  explica  que  para  poder  cumplir  con  las  funciones

asignadas  al  régimen  cerrado  es  necesario  disponer  de  unas  normas  de

funcionamiento interno de estas unidades a los efectos de conseguir “la seguridad y

convivencia  ordenada  exigidas  por  el  ordenamiento  jurídico  y  de  otra,  el

establecimiento  de  unos  estándares  mínimos  que  garanticen  un  tratamiento

igualitario  de todos los  internos destinados  a unidades  de régimen cerrado o a

departamentos  especiales  dependientes  de  la  Administración  penitenciaria  de

Cataluña sin prejuicio  de las circunstancias que, en cada caso concreto, puedan

comportar alguna limitación o restricción regimental.”

En este sentido la Circular 5/2001, de la Dirección General por la cual se aprueba el

programa  marco  de  intervención  de  las  unidades  y  departamentos  de  régimen

cerrado de los Centros Penitenciarios de Cataluña se va a prever la necesidad de
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elaborar  una  normativa  de  funcionamiento  de  las  unidades  de  régimen cerrado

como los aspectos mínimos que esta habría de contener. 

A destacar la disposición final primera de la Instrucción que dice: “en el término de

3 meses desde la entrada en vigor de esta Instrucción, los órganos competentes de

cada Centro Penitenciario habrán de aprobar la normativa interna que habrá de

regular el funcionamiento de las unidades de régimen cerrado correspondientes.”. 

Debe tenerse en cuenta que va a entrar en vigor el 2 de mayo de 2005 y que las

normativas internas no son públicas y a las cuales no se puede acceder, regulando

aspectos muy importantes en un régimen de vida como es el de primer grado.  

Circular número 2/2001 de la Dirección General de Servicios Penitenciarios

y de Rehabilitación, de determinación del órgano competente para aprobar

la aplicación del Régimen de vida previsto en el artículo 10 de la LOGP a los

internos con causas preventivas. 

No  podemos  dejar  de  hacer  mención  al  régimen  de  vida  cerrado  para  presos

preventivos, ya que en primer lugar se trata de una Circular del año 2001, y en

segundo lugar por la limitación reguladora de este régimen.

Básicamente se limita a hablar de quien tiene la competencia en la aplicación de la

propuesta. No deja lugar a duda que se trata de que será el Equipo de Tratamiento

del Centro Penitenciario el que hará la propuesta y que será la Dirección General la

que finalmente aprobará este régimen de vida y la comunicación al  Juzgado de

vigilancia penitenciaria en las 72 horas siguientes a la aprobación. 

Al respecto las limitaciones que propone son escasas, únicamente prevé:

Finalmente, la permanencia de los detenidos y presos en el régimen cerrado ha de

ser  por  el  tiempo  necesario,  hasta  que  desaparezcan  o  disminuyan

significativamente las razones o circunstancias que van a servir de fundamento para

aplicarlo.  De acuerdo al  artículo  98 del Régimen Penitenciario,  la  revisión de la

aplicación del régimen cerrado a los preventivos no se puede demorar más de tres

meses, por lo cual los Centros Penitenciarios han de poner la máxima diligencia en

remitir  al  Servicio  de  Rehabilitación  los  informes  de  revisión  con  la  antelación

suficiente para que se pueda dictar la resolución adecuada en el tiempo adecuado.
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2.5. La Jurisprudencia

Al margen de la conocida Sentencia del TC 143/1997 del 15 de septiembre de 1997,

destaca en la investigación sobre pronunciamientos jurisprudenciales la ausencia de

pronunciamientos recientes por parte del TS y TC en relación a las limitaciones de

vida y de derechos que su ejecución impone. 

En aquella Sentencia, encontramos la única limitación al regimen de primer grado,

afirmando que: “siendo el régimen cerrado previsto en el art. 10 L.O.G.P. el más

riguroso y el que implica una mayor limitación del ya sustancialmente restringido

«status libertatis», por lo que la legislación penitenciaria confiere a su aplicación un

carácter excepcional (…) Por ello la aplicación del régimen cerrado ha de reservarse

a aquellos supuestos en que los fines de la relación penitenciaria no puedan ser

obtenidos por otros medios menos restrictivos de derechos”.

Otorga  amparo  por  falta  de  motivación  del  mantenimiento  del  primer  grado,

exponiendo que: “Según este Tribunal ha tenido ocasión de afirmar, la motivación

de las resoluciones judiciales constituye una exigencia constitucional que, dirigida

en último término a excluir la arbitrariedad, se integra en el derecho a la tutela

judicial  efectiva  reconocido  en  el  art.  24.1CE”,  por  lo  que   “no  cabe  estimar

suficiente la remisión genérica en la resolución del Juez a los informes obrantes en

el expediente y la del Tribunal al hecho de que aquéllos señalasen la inexistencia de

una evolución favorable de la conducta del penado, fundamentalmente porque los

referidos informes resultan equívocos y no especificatorios de los datos exigibles a

los que parecen referirse, puesto que ni  siquiera incorporan (como hubiera sido

necesario  para  establecer  el  contraste)  las  causas  objetivas  motivadamente

apreciadas en la disposición inicial, según establece el art. 10.1 L.O.G.P.” 
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En  aquel  pronunciamiento  destacaba  también  el  posicionamiento  del  Ministerio

Fiscal conjuntamente con el recurrente donde afirmaba que: “en la censura de las

normas  de  rango  administrativo  y  cuasi  infrarreglamentario  con  las  que,  y  en

abierta colisión con la ratio del art. 10 L.O.G.P., se pretende ampliar este precepto”.

Hemos  de  ir  a  la  Sentencia  TC 119/1996 de Julio,  para  encontrar  un  voto

particular  dónde  se  ponga  de  manifiesto  que  debería  matizarse  los  criterios

jurisprudenciales  que  establecen  que  el  primer  grado:  "no  es  sino  una  mera

restricción de la libertad de movimientos dentro del establecimiento”. Estableciendo

que: “la restricción del derecho a la libertad no aparece regulada en la Ley con el

carácter de expresividad exigido taxativamente por el art. 25.2 C.E. Tampoco cabe

apreciar que se establezcan en el precepto transcrito de la Ley Orgánica General

Penitenciaria los rasgos cualitativos y cuantitativos indispensables para cubrir una

posterior especificación reglamentaria. Por todo ello estimo que debería haberse

entrado en el análisis de la cuestión de la legalidad de las medidas de aislamiento

impuestas y, en aplicación de cuanto queda expuesto, debería haberse otorgado el

amparo solicitado y anulado los Acuerdos impugnados, ya que su adopción se basó

en una mera Circular carente de la cobertura legal que exige el art. 25.2 C.E.”

Destacan posteriormente pronunciamientos respecto a las limitaciones del derecho

a la intimidad, vinculadas con los registros diarios en los departamentos especiales,

pero tampoco en estos casos entiende el TC que se producen vulneraciones, citando

argumentaciones genéricas de seguridad del establecimiento y sus funcionarios. 

Así, en la Sentencia núm. 106/2012 de Tribunal Constitucional, Sala 1ª, 21

de mayo de 2012, se deniega el amparo por vulneración de derecho a la intimidad

en  registro  en  celda  sin  la  presencia  del  interno  ni  información  posterior  del

contenido,  entendiendo  que  se  va  a  realizar  de  acuerdo  a  la  regulación

reglamentaria  y  dando  por  válida  la  argumentación  genérica  del  Centro

Penitenciario en el sentido de que: “la presencia de los internos en este acto de

requisa  de la  celda y cacheo de los  objetos existentes  en la  misma,  merma la

seguridad de los funcionarios y ocasiona conflictos en el ejercicio de estas medidas

de seguridad interior, máxime como es el caso de internos del departamento de

aislamiento,  por  lo  que  por  evidentes  razones  de  seguridad  se  realizan  sin  la

presencia del interno.” 

Encontramos pronunciamientos más garantistas respecto del derecho a las

comunicaciones.  Así,  en  la  Sentencia  núm.  170/1996  de  Tribunal
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Constitucional, Sala 1ª, 29 de octubre de 1996, se establece que: “La relación

de sujeción especial  que surge como consecuencia  del  internamiento  ha de ser

entendida,  como  ha  destacado  este  Tribunal  (SSTC  120/1990,  137/1990  y

57/1994),  en  un  sentido  reductivo  compatible  con  el  valor  preferente  de  los

derechos  fundamentales”,  de  manera  que:  “El  mantenimiento  de  una  medida

restrictiva  de  derechos  más  allá  del  tiempo  estrictamente  necesario  para  la

consecución de los fines que la justifican, podría lesionar efectivamente el derecho

afectado,  en  este  caso  el  derecho  al  secreto  de  las  comunicaciones  (SSTC

206/1991, 41/1996, etc.)”.

Conceden el amparo afirmando que: “Lejos de tratarse en este caso de una medida

individualizada y constituir una respuesta a peligros concretos que efectivamente

puedan incidir negativamente en el buen orden y seguridad del establecimiento, se

habría adoptado sistemáticamente para todos los internos clasificados en primer

grado penitenciario y, concretamente, en relación con los incluidos en el F.I.E.S.

Esto nos indicaría que no fue una medida excepcional.”,  “La intervención de las

comunicaciones, medida excepcional, no debe adoptarse con carácter0 general e

indiscriminado,  ni  por  más tiempo  del  que  sea  necesario  para  los  fines  que  la

justifican”

En el mismo sentido, se pronunciaba la Sentencia núm. 201/1997 de Tribunal

Constitucional,  Sala  1ª,  25  de  noviembre  de  1997  ,  al  decir que:  “las

restricciones «impuestas por razones de seguridad, de interés de tratamiento y del

buen orden del establecimiento» no son aplicables a las comunicaciones telefónicas

de un interno con su familia, en la lengua propia, nacional o extranjera, salvo que

se  razone,  al  conceder  la  autorización condicionada,  que  el  uso de  una lengua

desconocida por los funcionarios del Establecimiento puede atentar a algún interés

constitucionalmente protegido” , “la medida restrictiva de derechos ha de adoptarse

mediante  resolución  del  Director  del  establecimiento  especialmente  motivada  y

notificada  al  interesado;  la  resolución  administrativa,  por  último,  tiene  que

comunicarse al Juez a fin de que éste ejerza el control de la misma. Y a estos tres

requisitos  se  añade  que  la  intervención,  como  medida  restrictiva  de  derechos

fundamentales, debe ser idónea, necesaria y proporcionada en relación con el fin

perseguido (STC 207/1996) Afirma la Sentencia taxativament que: “El encontrarse

el recluso clasificado en primer grado de tratamiento no comporta, «per se», una

peligrosidad  indiscutible  para  los  principios  de  seguridad  y  buen  orden.  Y  la

reglamentaria presencia de un funcionario no puede convertirse (con las pertinentes

excepciones  que  han  de  quedar  razonablemente  plasmadas  en  el  acto  de
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autorización condicionada o de denegación) en un fundamento jurídico para prohibir

las comunicaciones familiares en la lengua propia de cada uno, cuya celebración es

tutelada con el máximo respeto a la intimidad de los reclusos por la L.O.G.P. (art.

51.1, párrafo segundo)”

2.6. Recomendaciones del Defensor del Pueblo y del Síndic de Greuges 
como Mecanismos de Prevención de la Tortura y otros Tratos o 
Penas Crueles.

Tras la entrada en vigor del Protocolo Facultativo de la Convención de Naciones

Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes

el 22 de junio de 2006 y su suscripción por parte del Estado español, a través de la

Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, que introduce una disposición final única

en la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo, se atribuyó la condición de Mecanismo

Nacional de Prevención de la Tortura (MNP) de España al Defensor del Pueblo. El

primer informe del Defensor del Pueblo como MNP es el correspondiente al  año

2010, siendo el último que se ha publicado a fecha de hoy el correspondiente al año

2014. Se analiza seguidamente, pues, el contenido de los 5 informes publicados por

el  Defensor  del  Pueblo  com  MNP.  Las  recomendaciones  contenidas  en  estos

informes que hagan referencia al cumplimiento de penas privativas de libertad en

primer grado, al régimen cerrado u otros tipos de aislamiento son escasas.

Informe MNP 2010:

El Informe MNP 2010, al ser el primero, más bien es de carácter descriptivo, de

cuestiones tales como la propia Convención contra la Tortura, el MNP, su estructura

y competencias, y el procedimiento operativo que sigue. No contiene, en cambio,

recomendación genérica alguna en relación al primer grado y las situaciones de

aislamiento en general.

Así, las únicas menciones que destacamos del mismo, son las siguientes:

En el § 88, refiriéndose a las salas de inadmitidos y solicitantes de asilo situadas en

puestos fronterizos:  “Si se producen situaciones de resistencia o comportamiento

violento (p. ej., resistencias en el momento del embarque de retorno), se emplean

las medidas de contención y coerción generales previstas para el CNP. Según se

informó, se requiere la valoración de los servicios médicos en el caso de que se

produzcan  lesiones  y  se  deja  constancia  en  los  expedientes  individuales.  En  el
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Aeropuerto  de  Madrid-Barajas,  se  dispone  de  una  dependencia  de  aislamiento,

sobre la  que se ha reclamado que sea dotada con medios  de videovigilancia  y

grabación.”

En el § 362 y siguientes se contiene una explicación de lo que es la clasificación en

primer grado, unos datos estadísticos que permiten concluir al Defensor del Pueblo

que es un régimen excepcional: “a diciembre de 2010, el 1,76% de la población

reclusa estaba clasificada en primer grado.” Y se constata que  “Muchos de los CP

visitados disponían de un módulo o departamento específico a este fin, en el que se

llevan a cabo actividades de tratamiento de carácter voluntario que pretenden que

estos  internos  realicen  ciertas  actividades  de  tratamiento  en  solitario  y,  según

avancen  en  su  desarrollo,  puedan  ir  incorporándose  a  actividades  comunes  en

pequeños grupos,  con respeto a unas normas mínimas de convivencia  y con la

finalidad última de que puedan progresar de grado. A este respecto, aunque ya

fuera del  año a que se refiere el  presente informe, debe celebrarse la  reciente

reforma operada por el Real Decreto 419/2011, de 25 de marzo, que ha introducido

un apartado tercero en el artículo 90 del RP, estableciendo la obligatoriedad de

diseñar  un  programa  de  intervención  específico  que  garantice  la  atención

personalizada a los internos en régimen cerrado.”

En el § 355 se refiere al aislamiento provisional como medio coercitivo y constata

que “Según el artículo 72 del RP, el uso de estos medios deberá ser proporcional a

la  situación, se  aplicarán  durante  el  tiempo  estrictamente  necesario  cuando  no

exista otra manera menos gravosa y no podrán suponer una sanción encubierta” Y

acaba  con  al  siguiente  constatación:  “Cuando  esta  Institución  visita  los  CP,

constituye una práctica habitual visitar a los internos que se encuentren sometidos

a  medidas  cautelares  de  aislamiento  personal  o  cumpliendo  sanciones  de

aislamiento en celda, no habiéndose apreciado irregularidades en el curso de las

mismas y comprobando que los médicos visitan diariamente a los internos.”

En el  §  412 se  contiene  una  recomendación  puntual  referida  al  Centro  «Punta

Blanca» de Ceuta, concretamente a las situaciones de traslado de menores que se

encuentran en régimen cerrado a los juzgados o por razones médicas, ya que “se

realiza por miembros del CNP, que van uniformados y en coches patrulla, lo que

debe corregirse para adaptarse a las previsiones normativas indicadas.”
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Informe MNP 2011:

El informe del MNP contiene una lista extensa de recomendaciones, aunque las que

se  refieren  al  primer  grado  son  escasísimas.  Prácticamente  se  limitan  a  las

siguientes:

Página 147

“En el CP de Hombres de Barcelona, un grupo de internos clasificados en primer

grado  manifestaron  que  la  comida  estaba  fría,  pues  se  servía  mientras  ellos

disfrutaban de sus horas de salida al patio. Dado que la entrevista se mantuvo con

ellos en el patio, se visitaron algunas celdas del módulo donde, efectivamente, la

comida  estaba  servida  en  las  mesas  y  no  tenía  la  temperatura  adecuada.  Los

funcionarios de servicio manifestaron, al ser preguntados sobre esta cuestión, que

los horarios de reparto de comida eran inamovibles y que, a pesar de que la comida

se transporta desde la cocina en carros isotérmicos, si los internos permanecían en

el patio era lógico que al final la comida se enfriara. Por ello, sería conveniente

organizar  las  salidas  al  patio  de  estos  internos  en  horario  distinto  al  de  las

comidas.”

Página 172

 “En el CP de Hombres de Barcelona, donde, según informó el Director, estaba en

trámite judicial una denuncia por presuntos malos tratos, se mantuvieron diversas

entrevistas con internos que se encontraban clasificados en primer grado. Si bien

manifestaron que el trato dispensado por algunos funcionarios, era excesivamente

autoritario y que, en alguna ocasión se habían enfrentado a ellos, no quisieron dar

una información más detallada al respecto, a pesar de que se les informó de que

todo lo que nos pudieran manifestar era confidencial.”

Informe MNP 2012

Los  contenidos  referidos  al  régimen  cerrado  son  escasos.  Más  abundantes  son

aquellos que se refieren al aislamiento, pero siempre referidos a situaciones muy

concretas detectadas en los diferentes centros visitados. Destacamos los siguientes:

Página 90

“En la visita al CP Ocaña II (Toledo) se examinó el expediente de un interno al que

se le aplicaron, como medios coercitivos por agresión a otro interno, fuerza física

personal, 28 horas de aislamiento provisional y 4 horas de sujeción mecánica con
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correas. No obstante, en la comunicación al Juez de Vigilancia Penitenciaria sólo

figuraban el aislamiento provisional y la sujeción mecánica con correas, pero no la

fuerza física, lo que se ha puesto en conocimiento de la SGIP. Por lo que respecta a

la duración de las medidas, el artículo 72 del Reglamento Penitenciario dispone que

los  medios  coercitivos  sólo  se  aplicarán  durante  «el  tiempo  estrictamente

necesario». En este CP, sin embargo, se comprobó que en 10 casos los aislamientos

provisionales rondaron las 48 horas de duración y en un caso se superaron los dos

días  y medio.  En consecuencia,  se  ha trasladado  a  la  SGIP la  conveniencia  de

revisar el uso del aislamiento provisional que se efectúa en el centro.”

Página 96

Referido al CP de Áraba:

“En el  momento  de  la  visita  se  encontraban  en las  celdas  de  observación  dos

mujeres y un hombre, una de ellas desde hacía 3 días por aislamiento provisional,

la otra desde hacía 10 días por aplicación del artículo 75.1 RP, y el hombre desde

hacía  casi  un  mes  por  la  misma  razón.  Estos  internos  fueron  entrevistados

individualmente, así como la interna y el interno «de apoyo», que manifestaron no

haber recibido formación para ello, lo que debería subsanarse. Una de las internas

se quejó de llevar 4 días sin ducharse, a pesar de haberlo solicitado. Además, las

dos  internas  manifestaron  no  haber  salido  al  patio  en  toda  su  estancia.  Estas

condiciones  de  vida  para  estancias  de  varios  días  de  duración  no  resultan

aceptables,  por  lo  que  se  ha  manifestado  a  la  SGIP  que  deberían  adoptarse

medidas, con carácter inmediato, para subsanar esta situación.”

“En el CP Ocaña II (Toledo), las instalaciones del módulo de aislamiento e ingresos

resultan precarias para estancias largas, como pueden ser el cumplimiento de una

sanción de aislamiento o limitaciones regimentales del artículo 75 RP, por lo que se

deberían adoptar las medidas oportunas con el fin de que dichas dependencias se

asemejen a las celdas de los módulos ordinarios.”

Informe MNP 2013

Este informe, en lo referente al régimen cerrado, sigue la misma tónica que los

anteriores, destacamos la siguiente consideración:

§ 133. “En los CP Puerto I, Puerto III (Cádiz) y Sevilla II se estaba aplicando el

Programa de intervención en régimen cerrado, previsto en la Instrucción 17/2011
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de la SGIP, comprobándose su progreso en particular en el CP Puerto III (Cádiz). En

el CP Puerto I (Cádiz), por su parte, se indicó que debido a la particularidad de que

todo  el  centro  es  específico  de  internos  en  régimen cerrado  (aunque  no  todos

participan en dicho programa), no se realizan las evaluaciones que contempla la

citada Instrucción, lo que a juicio de esta Institución resultaría conveniente, con el

fin de conocer el número de bajas por progresión a segundo grado, aplicación del

artículo 100.2 RP u otras razones, así como que se realizase una valoración global

del programa. En cualquier caso, debe destacarse en este centro el régimen de vida

que se aplica a los internos, que cuenta con una mayor flexibilidad que el régimen

cerrado  que  se  aplica  en  las  prisiones  ordinarias,  con  el  fin  de  procurar  la

adaptación e integración de estos internos al régimen ordinario de vida y reducir al

menor  tiempo  posible  la  permanencia  en  la  situación  regimental  del  régimen

cerrado.”

Mucha más atención, al igual que en informes anteriores, merecen las situaciones

de aislamiento. Las preocupaciones, en este informe, giran en torno a la atención

médica  de  los  internos  en  aislamiento.  Temas  recurrentes,  también  lo  son  las

instalaciones en que se cumplen los diferentes tipos de aislamiento, la motivación

de la adopción de la medida, la duración de la misma y la notificación al Juzgado de

Vigilancia Penitenciaria.

Informe MNP 2014

Se  articulan  diversas  recomendaciones  genéricas,  no  en  relación  al  régimen

cerrado, pero si en relación al aislamiento:

§ 163. En cuanto al cumplimiento de las sanciones, esta institución considera que,

en  beneficio  de  los  internos  y  a  fin  de  hacer  menos  aflictivo  el  aislamiento

prolongado, se permita a los internos optar por la posibilidad de tener al menos un

día de descanso en el cumplimiento de sanciones de aislamiento en celda cuando su

cumplimiento suponga más de 14 días de aislamiento.

§  168.  Se  debería  prohibir  la  aplicación  de  aislamiento  y  sujeción  mecánica  a

internos con trastorno mental grave e incluso trastornos psicóticos, pues en tales

casos  podría  constituir  tortura,  por  el  elevado  riesgo  de  que  el  aislamiento

desencadene crisis psicóticas o descompensaciones de trastornos preexistentes.
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§ 181. Con independencia del criterio de esta institución, dado que en la práctica los

CP están haciendo uso del artículo 75.1 RP para imponer limitaciones regimentales

similares a las sanciones de aislamiento o el régimen cerrado, sin disponer de las

mismas  garantías  procesales  que  aquellas,  en  las  visitas  se  revisa  a  fondo  su

aplicación.

En todo caso, dichas medidas deberían respetar el carácter de excepcionalidad y

subsidiariedad, y el procedimiento que se establece en las instrucciones internas de

funcionamiento establecidas por las propias administraciones penitenciarias.

§ 186. Las instalaciones donde se lleve a cabo el cumplimiento de la sanción de

aislamiento, el aislamiento provisional,  o limitaciones regimentales y medidas de

protección personal, con fundamento en el artículo 75 RP, deben ser adecuadas y

de características similares a las celdas ordinarias, especialmente en aquellos casos

en los que la duración de la estancia de los internos sea prolongada. Es preciso

recalcar que el mantenimiento durante varios días de internos en celdas sin ningún

mobiliario, con excepción de la cama, sin acceso a sus pertenencias y ni siquiera los

más básicos elementos de aseo o sábanas, no resulta de ningún modo aceptable,

aun cuando sea por motivos de seguridad. Tampoco se consideran adecuados los

patios  cubiertos  por  mallas  metálicas  existentes  en  algunos  departamentos  de

aislamiento.

§  187.  Son  preocupantes  los  casos  observados  en  algunos  CP  en  los  que  la

actuación  de  los  servicios  médicos  en  situaciones  de  aislamiento,  o  de  las

limitaciones regimentales y medidas de protección personal del artículo 75 RP, no se

produjo cumpliendo todas las garantías para con los internos, como por ejemplo: la

falta de reconocimiento médico de los internos durante la sanción de aislamiento o

el aislamiento provisional; el reconocimiento de aquellos varias horas después del

inicio  del  aislamiento  provisional,  o  incluso  de  la  sujeción  mecánica  (con  el

consiguiente  riesgo  en  caso  de  que  puedan  existir  contraindicaciones)  o  la

realización del informe médico previo al cumplimiento de la sanción de aislamiento

únicamente en base a la historia clínica del interno y sin reconocerle personalmente.

En consecuencia, debe protocolizarse adecuadamente el reconocimiento médico que

debe realizarse en caso de sanción de aislamiento, medios coercitivos y artículo 75

RP.

§ 258.  Se desea resaltar  la  importancia  de la  videovigilancia  en estos  centros.

Efectivamente, el sistema de videovigilancia y grabación tendría que cubrir todos los
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espacios comunes como los comedores, talleres, etc., y todas las habitaciones que

se utilicen para el aislamiento provisional y la sujeción mecánica, ya que de esta

forma se puede supervisar cómo se han desarrollado estos medios de contención y

durante cuánto tiempo. En este contexto, deberían quedar fuera de esta cobertura

el interior de las habitaciones de los menores y las salas de visitas de familiares,

para garantizar el derecho a la intimidad personal y familiar.

Recomendaciones del Síndic de Greuges en función de Autoridad Catalana

para la Prevención de la Tortura

En Cataluña  la  Ley  24/2009 del  23 de diciembre,  del  Sindic  de  Greuges,  va  a

atribuir a esta institución la condición de Mecanismo Nacional para la Prevención de

la Tortura, al permitir el Protocolo Facultativo de la Convención de Naciones Unidas

contra la  Tortura y otros Tratos o Penas Inhumanos,  Crueles  o  Degradantes  la

creación de más de un Mecanismo en los supuestos de Estados descentralizados. Se

va aponer en funcionamiento con la denominación de Autoridad Catalana para la

Prevención de la Tortura, dentro de un marco competencial de la Generalitat de

Cataluña en el ámbito penitenciario, policial, sanitario y de menores. 

Con posterioridad, el 5 de marzo de 2015 el Tribunal Constitucional va a resolver el

recurso  de  inconstitucionalidad  formulado  por  el  Defensor  del  Pueblo  contra  la

competencia  de  la  Autoridad  Catalana  para  la  Prevención  de  la  Tortura  como

Mecanismo Nacional previsto en el mencionado Protocolo Facultativo. Esta sentencia

va a declarar inconstitucional esa atribución. Entonces, la Resolución del 9 de abril

de 2015 del Síndic de Greuges va a acordar la creación del Mecanismo Catalán para

la  Prevención  de  la  Tortura  y  otros  Tratos  o  Penas  Inhumanos,  Crueles  o

Degradantes de conformidad con las funciones atribuidas por la ley nombrada. 

El Sindic de Greuges en su función de Mecanismo Nacional ha publicado

informes anuales entre 2011 y 2015. Se han recogido a continuación las

recomendaciones que se realizaron en materia de cumplimiento de penas

privativas en condiciones de aislamiento, a partir de las visitas realizadas a

centros penitenciarios de Cataluña. 
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Año 201117 

Recomendaciones:

1.- Se debe colocar más cámaras y sistemas de grabación en todos los centros y

pabellones  hospitalarios…En  particular,  en  las  celdas  destinadas  a  aislamientos

provisionales e inmovilizaciones. 

6.- El tiempo de estadía de los internos en situación de aislamiento provisional se

debe reducir al máximo que exige la situación concreta y se ha de comunicar al

Juez de Vigilancia Penitenciaria al mismo momento de la adopción. 

Año 201218

Recomendaciones:

Instalar  sistemas  de  videovigilancia  en  todas  las  celdas  de  contención  y/o

aislamiento, en las salas dónde se hacen los registros con desnudo integral, en los

espacios de interacción entre internos y trabajadores y, en la medida de lo posible,

en las escaleras que comunican las diferentes plantas. 

Año 201319

Recomendaciones: 

Se debe instalar sistema de videovigilancia en todas las celdas de contención y/o

aislamiento provisional. 

d) Centros de menores 

Recomendaciones:

El aislamiento de un menor en una habitación de contención ha de ser sólo durante

el mínimo de tiempo imprescindible. En ningún caso se ha de utilizar la constención

o  el  aislamiento  como  una  sanción,  dado  que  eso  lesiona  los  derechos

fundamentales de los menores. 

17 Ver los centros visitados en página 69 del Informe
18 Ver los centros penitenciarios en página 83 del Informe
19 Ver los centros penitenciarios en páginas 86/87  del Informe
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Año 2014

Centro Penitenciario de Hombres de Barcelona. (pàg. 58)

Departamento de enfermería 

Recomendaciones: 

3.  Se  recomienda  la  elaboración  de  un  protocolo  sanitario  de  actuación  más

específico y detallado que la Circular 3/2004 que habría de establecer los registros

necesarios  en  la  indicación  y  el  seguimiento  de  las  normas  de  contención  y

aislamiento, más allá del registro sin variables preestablecidas al curso clínico del

paciente.  Así  mismo,  también  se  considera  útil  la  elaboración  de  un  registro

separado del número y características de las medidas restrictivas que se utilizan en

la unidad. 

Centro Penitenciario Brians 1 (pàg. 58)

Departamento Especial Mujeres

Recomendaciones:

En lo relativo al Departamento Especial de Mujeres, y en los casos en que la celda

de abajo este ocupada, se debe valorar la posibilidad de trasladar a las internas a

las  celdas  de  aislamiento  o  contención  a  través  del  ascensor  hasta  la  planta

superior, con la adopción de medidas de protección adecuadas para asegurar tanto

la integridad de la interna como de los mismos funcionarios encargados de este

traslado. 

Centro Penitenciario Ponent

Recomendaciones:

Se  deben  instalar  Cámaras  de  videovigilancia  en  la  zona  de  la  rotonda  del

Departamento de ingresos. 

Entre las observaciones, la situación de las celdas de aislamiento o contención de la

segunda  planta  del  Departamento  de  Ingresos  incrementa  notablemente  la

probabilidad de lesiones tanto en las funcionarias como en las internas en caso de

agitación. 

Centros de internamiento de menores

Centre Residencial d’acció educativa Can Rubió (pàg. 82)
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La  medida  de  aislamiento  dentro  de  una  habitación  cerrada  con  llave  y  sin

visibilidad desde el exterior, especialmente en pacientes en un estado psiquiátrico

alterado,  si  se  trata  de  una  medida  terapéutica  y  excepcional,  debería  estar

acompañada de otras medidas de seguridad,  como la existencia  de cámaras de

seguridad  o  de  timbres,  el  seguimiento  sanitario  y  la  revisión  periódica  de  la

indicación de la medida. 

Año 2015

Centro Penitenciario Brians 2 (pàg. 76)

Recomendaciones:

1.- Se debe restringir el recurso al primer grado, y en todo caso suavizar el rigor de

las condiciones de cumplimiento  y aumentar  las  horas dedicadas al  tratamiento

individual y personalizado. 

2.- El aislamiento habría de tener siempre un carácter excepcional, atendiendo al

carácter  aflictivo  y  desocializador  que  supone.  Además  habría  que  suspenderlo

cuando  los  informes  médicos,  psicológicos  y  sociales  indiquen  que  es

contraproducente o que no da los resultados esperados en función de la finalidad

última de la pena.

Centro Penitenciario de Lledoners (pags. 78, 79)

Recomendaciones:

1.-  Se  recomienda  que  la  dirección  del  centro  este  atenta  a  las  quejas  y  las

denuncias que presentan los internos por la presunta comisión de maltratos y por

rigor innecesario en el DERT. 

2.- Se recomienda que el director y el subdirector de régimen interno del centro

visiten el DERT, como mínimo una vez o dos por semana, a parte del coordinador

del departamento. 

4.- Se debe valorarla idoneidad de hacer cambios rotativos en los funcionarios que

se destinen al DERT y se priorice destinar a aquellos que tienen una formación

específica en materia de resolución de conflictos en la gestión del uso de medios de

contención, para evitar conflictos y con la finalidad de que se recurra al uso de la

fuerza lo menos posible. 
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5.- Debería instalarse un buzón de quejas cerrado con llave para que los internos

pudieran presentar quejas en cualquier momento. 

8.-  La  Dirección del  Centro  debería  detectar  las  necesidades  de  formación  que

tienen los funcionarios que trabajan en el DERT y trasladarlas a la Dirección General

de Servicios Penitenciarios  para que las tengan en cuenta a la hora de diseñar

programas de formación. 

IX Conclusiones y Recomendaciones (pàg 132)

Persistencia de los indicios de maltrato en centros penitenciarios. 

b) Así mismo, se relatan episodios de rigor excesivo en las sanciones. El régimen de

primer grado y sus condiciones de cumplimiento pueden resultar incompatibles con

las normas básicas de respeto a los derechos humanos y con la orientación a la

reinserción  social  y  reeducación  que  ha  de  tener  en  cuenta  la  condena  penal.

Aunque la normativa penitenciaria que establece el marco de este régimen es del

ámbito estatal, hay un margen para la interpretación gradual, menos lesiva para la

salud física y mental de las personas internas. 

Cetros de Internamientos de Menores

Centro de acojida Estrep (pàg. 89)

Recomendaciones:

4.- no hacer uso de la habitación para el cumplimiento de sanciones más alla del

tiempo necesario. 

Centro educativo Can Llupià (pàg. 92)

Recomendaciones:

4.- Las salas de contención sólo deben utilizarse durante el tiempo imprescindible 

Centro Residencial de acción educativa y terapéutica Can Rubió (pàg. 97)

Recomendaciones:

5.- Se debería instalar cámaras de seguridad en las salas de contención. 

6.- Se debería garantizar que el personal que el personal de seguridad no este

armado en presencia de menores o cuando realizan las contenciones. 

Centro Residencial de educación intensiva Els Castanyers (pàg. 97)

Recomendaciones:
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1.- Se debe recordar que las Reglas de NNUU para la protección de los menores

privados  de  libertad  prevén  que  están  estrictamente  prohibidas  las  penas  de

aislamiento o de celda solitaria. 

(Regla 67)

IX Conclusiones y Recomendaciones (pàg 133)

5.- Medidas disciplinarias excesivas en centros de internamiento de menores. 

El  Mecanismo  insiste  en  la  exigencia  de  que  la  aplicación  de  las  normas

disciplinarias  se  ajuste  a  las  normas  y  estándares  internacionales  (Reglas  de

Naciones  Unidas  para  la  protección  de  los  menores  privados  de  libertad),  de

manera que se evite la aplicación de penas de aislamiento o de celda solitaria.

3. Análisis psicosocial del Aislamiento en el contexto penitenciario

3.1. Introducción: Los efectos de la cárcel en el ser humano.

La experiencia de la cárcel como institución total, no deja indiferente a nadie. La

socialización que se da dentro de la cárcel, es contraria a la esperada rehabilitación,

prevista en el sistema legal. Goffman (1970)20 describe detalladamente los distintos

efectos para el individuo que tienen lugar en una institución total como la prisión:

deshumanización,  desculturación,  manipulación  del  "yo",  alta  tensión  psíquica,

estado de dependencia  y  estigmatización,  entre  otras.  Ya la  propia  arquitectura

carcelaria genera en sí misma efectos negativos en la persona. Los materiales que

la  configuran  (compuertas,  pasillos,  cerraduras,  ventanas,  etc.)  tensionan  la

estancia, incrementan la sensación aislamiento y reclusión y disponen el sistema

para el ejercicio del poder sobre la persona recluida21. El aislamiento social propio

de la prisión, provoca sufrimiento e importantes carencias, lo cual puede provocar

alteraciones en la persona, de una manera negativa, más si hay abusos y malos

tratos y se vulneran los derechos fundamentales de las personas internas22. Esto no

sólo el tiempo que la persona esté recluida en la institución, sino también el tiempo

posterior a la medida de internamiento, llegando a afectar a la persona recluida,

pero también a sus familiares y entorno.

20 E. Goffman (1970). Internados. Ed. Amorrotu
21 Foucault, M. (1986) Vigilar y castigar. Nacimiento de la prisión. Madrid: Siglo XXI
22 García-Bores, J. El impacto carcelario (ver Bergalli, 1996, ver Rivera Beiras, 1992)
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Para  poder  sobrevivir  a  este  sistema,  es  clave  el  proceso  de  adaptación  que

desarrolle la persona. Sin una buena adaptación al nuevo medio, éste será siempre

visto como amenazante, coercitivo y en muchos casos, destructivo.  Así  pues, la

prisión  exige  ciertas  consistencias  comportamentales  (cultura  carcelaria)  lo  cual

supone una adaptación a su anormalidad; potenciando la inadaptación social que, a

su vez, dificultará la posterior vida normalizada en la sociedad.

Si la finalidad del sistema penitenciario es facilitar la reinserción social, difícilmente

esto se logrará mediante estrategias coercitivas, abusos de poder o la aplicación de

situaciones  de  torturas  o  tratos  o  penas  crueles,  inhumanos  o  degradantes.  Si

efectivamente la finalidad fuera la reinserción tendría mucho más sentido promover

el  desarrollo  de  habilidades  sociales  y  de  códigos  cívicos  de  convivencia  que

permitan corregir las conductas inadaptadas por las cuales la persona ingresó en

prisión, apostando por un modelo de integración que conforme activamente una

personalidad  huyendo  de  aquellas  técnicas  que  generen  despersonalización  y

deshumanización.

Por ello, y a raíz de los casos de vulneración a los derechos humanos detectados

por  la  Coordinadora  para  la  denuncia  y  la  prevención  de  la  tortura,  sección

Cataluña, es clave analizar los efectos psicológicos que se producen en el marco del

sistema de aislamiento DERT.

3.2. El régimen de aislamiento: orígenes y objetivos desde la 
perspectiva psicosocial

Para  entender  el  origen,  los  objetivos,  las  técnicas  y  las  consecuencias  de  la

aplicación del régimen de aislamiento en el ámbito penitenciario moderno, debemos

retrotraernos a los modelos aplicados en las cárceles estadounidenses a partir de la

década de los 50 y en las cárceles de máxima seguridad de Alemania a partir de la

década de los 60. Partiendo de que la institución penitenciaria, como institución

cerrada  creada  por  el  sistema  social,  constituye  una  institución  punitiva  y

“correctora” en lo personal y de escarmiento en lo personal y social, quienes definen

los  objetivos  de  las  diversas  políticas  penitenciarias  siempre  han  procurado

optimizar lo máximo posible las posibilidades que brinda la institución penitenciaria.

Así, los modelos arriba mencionados surgen a partir de la experimentación práctica

de la aplicación del aislamiento total a las personas, con la cual se confirma que

mediante  el  aislamiento  de  un  ser  humano  se  puede  conseguir  su  completa
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adhesión y adaptación así como un quiebre absoluto de la personalidad sin ninguna

intervención  de  violencia  física  exterior.  Estudios  realizados  hasta  el  momento,

relativos a los efectos del aislamiento en el ser humano, aseguran que a partir del

10º  día  de  aislamiento  toda persona sometida  a  él  sufrirá,  en  mayor  o  menor

medida, efectos psicológicos negativos. 

3.3. Técnicas y mecanismos implicados en el daño psicológico y 
psicosocial23

El aislamiento social, que consiste en la incomunicación, la privación de estímulos y

de contacto humano, puede atentar contra la naturaleza social  del ser humano,

mellando  la  dignidad  y  generando  profundos  impactos  psicológicos.  La

desidentificación de la persona, tanto en el plano personal como en el colectivo es

uno  de  los  efectos  que  se  generan  en  el  medio  penitenciario.  Se  activan

mecanismos  de  aislamiento  a  consecuencia  de  los  cuales  la  persona  puede

experimentar  un debilitamiento i/o  pérdida  de su  personalidad,  de  su  identidad

personal,  su  autoimagen,  la  conciencia  sobre sí  mismo,  la  capacidad de decidir

sobre su vida, la noción de individualidad y la noción de pertenencia a un grupo o

comunidad24.

Asimismo,  las  diversas  técnicas  de  aislamiento  pueden  incidir  también  en  la

desidentificación en lo social. Somos animales sociales y, como tales, recibimos una

enorme cantidad de estímulos que condicionan nuestra vida. El aislamiento social,

supone  la  privación  o  carencia  de  estímulos  del  entorno  necesarios  para  un

funcionamiento  normal,  lo  cual  dificulta  la  capacidad  de  vinculación  humana  e

imposibilita las relaciones humanas empáticas. En otros casos, fácilmente puede

conllevar a cierta desconexión con la realidad o a construir imágenes distorsionadas

de la realidad. 

El aislamiento en su fase primera supone estar encerrados y encerradas en la celda

hasta 22 horas, con poco rato de patio al día, reducido a pocos metros, sin más

compañía que la de otro preso/a que se encuentre en el mismo régimen, sin poder

23 Los malos tratos y la tortura en el régimen de aislamiento, así como sus efectos psicológicos se han

documentado  en  rigurosas  investigaciones  e  informes  de  reconocidas  organizaciones  nacionales  e
internacionales que se han tomado como referencia: Informe del Mecanisme Catalá per a la Prevenció de
la Tortura (2015); Informe Provisional del Relator Especial del Consejo de Derechos Humanos sobre la
Tortura y otros tratos o penas crueles,  inhumanos o degradantes (2011) Sr. Juan E. Méndez; informe
“Incomunicación y tortura: análisis estructurado en base al Protocolo de Estambul” (2014) ARGITUZ,
AEN, Ekimen Elkatea, GAC, Jaiki-Hadi, OME. OSALDE, Dpto. Psicología Social (UPV/EHU).

24  E. Goffman (1970). Internados. Ed. Amorrotu
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hablar entre ellos/as, y muchas veces con la única compañía de los funcionarios.

Desarrollándose esta rutina de manera sucesiva un día tras otro. 

Se ha documentado25 cómo el aislamiento implica el control sobre las necesidades

básicas tanto relacionadas con la higiene o los esfínteres, como con la necesidad se

seguridad e integridad física y psíquica, como el miedo, el pánico o la incertidumbre.

Se controla  la  relación con el  entorno,  el  sentido de la  orientación mediante la

manipulación visual (uso de luces), la manipulación auditiva, el manejo del tiempo

de la temperatura. Las expectativas, las falsas ideaciones y la imaginación sobre la

muerte, el dolor extremo y la temporalidad relativa al fin del aislamiento afectan la

integridad psicológica, pudiendo llegar a “romper” a la persona; la despojan de su

identidad y del sentido del “yo”.

En  definitiva,  los  métodos  de  desidentificación  y  despersonalización  pueden

conllevar graves consecuencias para la integridad psíquica de la persona; una de

ellas es la anulación de la personalidad del individuo en relación tanto a sí mismo

como a su grupo de pertenencia que, en definitiva, conforma su ser individual y

social.

En los casos de aislamiento prolongado, los impactos son mayores pudiendo ser

irreversibles en los periodos de más de 10 días según algunos estudios y 15 días,

siendo éste el límite propuesto por el Relator Especial de las Naciones Unidades

para la Tortura, dados los efectos en la psique del individuo. Asimismo, aunque el

régimen  de  aislamiento  debería  aplicarse  como  medida  excepcional,  la  alta

regularidad  y  la  subjetividad  en  los  criterios  de  ingreso,  así  como  la  falta  de

información  sobre  los  comportamientos  esperados  para  poner  fin  al  periodo  de

aislamiento, pueden aumentar la sensación de incertidumbre y la falta de control

sobre el propio proceso, mellando la resistencia del preso/a26.   

25 “Incomunicación y tortura: análisis estructurado en base al Protocolo de Estambul” (2014) ARGITUZ, 
AEN, Ekimen Elkatea, GAC, Jaiki-Hadi, OME. OSALDE, Dpto. Psicología Social (UPV/EHU)
26 Informe Provisional del Relator Especial del Consejo de Derechos Humanos sobre la Tortura y otros

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (2011) Sr. Juan E. Méndez
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3.4. Las condiciones del aislamiento en el régimen del DERT, según los 
testimonios27

Las  personas  entrevistadas  para  el  presente  informe  hacen  referencia  a

preocupaciones relativas a: el estado del espacio físico de la celda y el patio, la

relación entre  el  funcionario  y el  recluso/a,  situaciones que implican a personal

sanitario y/o instalaciones de salud y situaciones relativas a familiares en el régimen

de visitas. En el siguiente cuadro se recogen sus vivencias al respecto:

Sobre el estado 

del espacio 

físico: 

condiciones de 

la celda y el 

patio

Control del espacio 

vital: limitación del 

movimiento y del espacio 

vital en la celda y el patio

La celda:

“Espacio del patio 10 x 5 metros. Las

celdas  están  totalmente  vacías,  con

bloque de acero y ventanas blindadas”

El patio:

“El  patio  es  como  un  pozo,  paredes

super  altas,  tamaño  pista  de  fútbol

sala, con vallas que casi no dejan ver

el cielo, sin arboles… Recuerdo que al

cambiar de Centro Penitenciario le dije:

mamá, hay árboles! Llevaba 2 años y

medio sin ver un árbol”  

“Sales  2  horas  solo  al  patio,  acabas

medio  desquiciado,  engarrotado

físicamente”

Falta de higiene e “Las celdas son con chinches, pulgas,

27 Para el presente informe se ha entrevistado a 2 ex reclusos y 2 familiares. Éstos solicitaron que sus
nombres  constaran  en  el  informe:  José  Subirachs  (ex  recluso),  Salvador  José  Parrilla  (ex  recluso),
Concepción Bardina (familiar, madre de Salvador José Parrilla) y SF (familiar que solicitó anonimato,
compañera sentimental de ex recluso que no quiso ser entrevistado debido a la “total falta de confianza en
el sistema y, por ello, en el uso del presente informe”). Los DERT en los que han sido recluidos corresponden a
los centros penitenciarios: Trinidad, C.P Joves y Brians 1. El n° de internamientos en el DERT son 10 en uno de los
casos y entre 12 y 14 en el otro. Los periodos reportados oscilan entre los 14 días y los 10 meses. En uno de los casos
reporta: 1 periodo de 10 meses, 3 periodos de dos meses y varios periodos de 15 días. En el otro caso reporta: 1
periodo de 40 días y el resto de periodos de 14 días. En ambos casos el motivo de la reclusión en el DERT se debió a
castigo.  

64



insalubridad de la celda

ratas… Son celdas sin condiciones, con

barrotes  y  sin  filtro,  Sin  sol  y  una

humedad importante que, a veces, te

crea una pulmonía”

Sobre la 

relación 

funcionario - 

recluso/a
Humillaciones 

recurrentes, cacheos, 

insultos, golpes y 

agresiones físicas

“Te  intimidan,  te  humillan,  te  hacen

desnudarte,  eran  5  funcionarios  allí

con los guantes sin saber por dónde te

viene un bofetón”

“Y  era  todo  el  tiempo,  agresiones,

cacheos, intimidaciones, durante día y

la noche”

Privación de higiene

“Hasta 12 días sin que te cambien la

ropa, uno haciéndose las necesidades

encima, ni ducha”

Control de las 

necesidades básicas: 

ritmo sueño-vigilia 

(encendido y apagado de 

luces a voluntad del 

funcionario, en repetidas 

ocasiones sin patrón 

predecible); control sobre 

la higiene en los 

esfínteres: deprivación del

acceso a servicios de 

higiene  

“No  te  dejan  ir  al  baño,  te  haces

encima, no te limpian”

“Y encienden y apagan muchas veces

las  luces  durante  la  noche,  para

molestar”

Percepción psicológica 

de la muerte: amenaza 

y sensación de estar 

“sin salida”

“Hice  una  declaración,  era  una

denuncia  a  ellos  por  el  trato  que

daban. Lo hice bajo  juramento y, de

repente,  el  carcelero  va  y  me  lo

enseña… me quedé blanco….y ahí me
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rompí…  (el  carcelero)  me  enseñaba:

-mira  lo  que  tengo  aquí-  y  era  mi

declaración.  Tuve  miedo,  pensé  que

me iba a matar, me vine abajo”

Dolor físico: golpes y  

agresiones con uso de 

objetos que borran la 

huella del golpe

“Entran y con una manta te cubren y

te dan con una goma, te pegan con las

porras flexibles, para que no se noten

los golpes”

“Los métodos que usan, los carceleros

se resguardan en una medida para que

te  tranquilices   para  que  no  puedas

lesionarte ni lesionar a nadie y no deja

de ser por dominar y por tortura”

Trato cruel e 

inhumano, ataque a la 

dignidad, humillación, 

vergüenza

“Entran  en  la  celda  y  empiezan  con

desnudos y, lo típico, bofetones, y si

pones resistencia te dan más duro, y

te  dan  con  la  mano,  si  te  resistes

mucho  te  atan  en cama,  encima del

somier esposado 4 ó 5 días, desnudo,

sin colchón”

“Él no ha estado nunca, pero hay una

celda que le llaman el cangrejo, donde

te atan a la cama y parece que tiene

como un brazo y tu allá meas, cagas y

así el tiempo que quieran...”

Insultos y lenguaje “Los carceleros usan un lenguaje, un
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humillante

tipo de jerga, insultos … Si te niegas

hacer  actividad,  te  quedas  sin  patio,

en celda”

“El  lenguaje  era:  -piernas  abiertas,

quítate  la  ropa  ¡ya  verás  lo  que  es

respeto!-”

Desinformación sobre 

la temporalidad en el 

periodo de aislamiento

“Entre pasillos centrales y los módulos,

te  están esperando,  se  cierra todo y

vienen  del  especial,  te  agarran  y  te

llevan, no te dicen cuanto estarás. Son

2 días en aislamiento provisional,  sin

cordones, ni chaqueta. A los 2 días, 48

horas,  viene  el  Funcionario  con  el

parte  disciplinario,  te  dicen  cuanto

tiempo  estarás.  Son  de  ejecución

inmediata,  hasta  que  no  cumplas  la

sanción no sales”

Contenciones 

mecánicas

“Vienen  con  el  servicio  médico,  para

ver  si  te  tienen  bien  amarrado...  A

hostia limpia te amarraban, me dieron

con palos, patadas, puñetazos y luego

ataban. Me emparapeté con capas de

ropa, preparándome para la que iba a

venir, te van desnudando, esposado y

apaleado,  hasta  llegar  al  centro,  era

como  un  tubo  humano,  como  un

pasillo; te van dando, viene el médico

y te toma el pulso y la tensión. - No le

den mucho en la cabeza, a ver si va

haber problemas-, decía el médico. Me

arrastraron por la barba”
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Situaciones que

implican a 

personal 

sanitario y 

instalaciones de

salud

Departamento de 

psiquiatría

“En  psiquiatría  vi  gente  sobre

medicada,  con  ataques  psicóticos,

atados,  un  pinchazo  y  listo…una  vez

tuve  que  ir  de  noche  a  limpiar,  al

entrar a la celda de aislamiento había

un charco de mierda y de sangre. Los

atan en camas de hierro, los atan de

pies  y  manos,  boca  arriba  o  abajo,

desnudos… y se escuchan los gritos...”

Denegación de 

atención médica

“Tenía un quiste sacro, me tenían que

sacar  para  llevar  al  Hospital  porque

estaba  infectado,  pero  estaba  en

régimen  FIES  y  un  compañero  me

ayudó  a  sacarlo  con  una  lata…la

Enfermera  me  trajo  servilletas  de

papel y líquido tipo shampoo; nada de

medicamentos”

Amenazas mediante el 

uso de la medicación

“En  medio  de  un  motín,  se  daban

órdenes del Médico cómo: -el que no

se  suba  para  arriba  toma  esto:

metadona, entre otras”

Situaciones 

relativas a 

familiares en el 

régimen de 

visitas.  

Desinformación sobre 

el estado de los 

reclusos/as

“Llegas ahí de visita y no sabes nada;

tienen la sartén por la mano. Llamas

por teléfono y nada. Después de 2 días

mi hijo llamó, la familia está fuera y no

sabe, tú quieres saber de ellos, porque

no te dejan verlo, te crea una tortura

psicológica”

“Muchas  veces las  familias  no  tienen

los medios para ir a desplazarse a otra
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cárcel, los van cambiando, de cárcel y

quizás llegas  para estar una hora y

media y no están y no te habían dicho

nada”

Denegación de visitas

“Poco  antes  de  entrar,  la  llama  un

Funcionario  de  Comunicaciones:  -  no

puedes ver a tu hijo, no te asustes le

han  partido  la  cabeza…está  bien  lo

único  que  hubo  una  pelea  y  con  un

vaso le abrieron la cabeza-”

“Viernes vis a vis, sábados y domingos

tenía 15 minutos de visita, entonces lo

podré ver mañana y no tampoco, y el

domingo? tampoco…y ya yo no podía

verlo hasta la otra semana”

Cacheos y vejaciones

“Te  cachean,  te  pueden  tocar,  y

desnudar, vejaciones a la familia, yo lo

he visto. Vi una mujer de 85 años, la

dejaban con un jersey, sin chaqueta,

era  para  que  vea  a  su  hijo  en  un

cristal”

“Te miran tus partes íntimas, te abren

el  culo,  literal,  te  abren  las  partes…

quién no lleva droga y no pasa nada,

es una vejación”

Denegación de velar a 

preso fallecido

“No permiten a la  familia  velar  a los

presos.  Un  chico  que  murió  por

sobredosis y al verlo la madre estaba
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lleno de moretones e hinchazones, no

puedes velarlo”

Intimidaciones y 

vejaciones en el marco 

de visitas vis a vis

“Y  estás  ahí  en  el  vis  a  vis,  y  se

escuchan los pasos de los funcionarios,

pom pom… te hacen saber que están

ahí…siempre están presentes”

“El 1 de mayo entró mí hijo, día de la

madre… para el 29 de junio, no llevaba

un mes,  era  el  primer  vis  a  vis  que

tenía, llevábamos 3 semanas sin tocar

a mi hijo, lo veíamos en un cristal con

rejas, 20 minutos, 1 vez por semana”

Miedo a la denuncia

“Nadie  sabe,  ni  se  entera  de  lo  que

pasa  realmente,  son  muertes  y

torturas olvidadas. Hay impunidad. No

podemos cerrar los ojos, pero la gente

tiene  miedo  a las  represalias  dentro.

Algunas familias dicen que no porque

luego lo cobran con ellos dentro, pero

si lo denuncias esto tiene que explotar

por algún sitio,  una denuncia y otra,

otra ayuda”  

3.5. Consecuencias psicológicas y psicosociales del régimen de 
aislamiento sobre el ser humano

Las personas reaccionan al aislamiento de distintas formas. Se ha comprobado que

el aislamiento carcelario puede tener efectos fisiológicos, psicológicos y psiquiátricos

graves, pudiendo generar incluso enajenación mental severa, insomnio, confusión,

alucinación y psicosis. El aislamiento carcelario está relacionado también con un alto

número de conducta suicida. Los efectos negativos para la salud pueden ocurrir

después de sólo unos pocos días y pueden continuar años después del aislamiento.
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A nivel  fisiológico: la  falta  de aire fresco y de luz solar  con largos periodos de

inactividad tiene consecuencias físicas. Grassian28 y Friedman (1986) detallan los

distintos problemas gastrointestinales, cardiovasculares, genito-urinales, migrañas y

fatiga profunda documentados en sus estudios, en los que constatan los síntomas

siguientes:

- palpitaciones

- transpiración excesiva súbita

- insomnio

- dolores dorsales y articulares

- deterioro de la vista

- falta de apetito, pérdida de peso y diarrea

- letargia y debilidad

- temblores

- sensación de frio

- agravación de los problemas de salud preexistentes.

La  doctora  Sharon  Shalev29 reconocida  especialista  de  las  consecuencias  del

aislamiento  en  los  departamentos  de  aislamiento  del  sistema  penitenciario,

documenta desde hace más de 10 años el  daño psicológico que ocasiona en la

persona este tipo de sistema.

La magnitud del daño psicológico varía y depende de factores individuales como son

los antecedentes de la persona y el historial  de enfermedades preexistentes, de

factores ambientales como son las condiciones físicas de la celda y el suministro de

elementos esenciales para el consumo humano. El grado de aislamiento que impone

el  régimen,  es  decir  el  tiempo  fuera  de  la  celda,  los  periodos  de  tiempo  en

aislamiento (aislamiento prolongado), el contacto con otros individuos y el contexto

en que se da el aislamiento (castigo, protección voluntaria) son también factores

decisivos.

28 Stuart Grassian, “Psychiatric Effects of Solitary Confinement”

29   http://solitaryconfinement.org/   y Shalev, S. (2008) A Sourcebook on Solitary Confinement.
London: Mannheim Centre for Criminology, London School of Economics.
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Sin embargo, todos los estudios durante décadas demuestran mayoritariamente los

efectos negativos que produce el aislamiento sobre la salud y especialmente a nivel

psicológico pero también psicosocial. Los síntomas que se han comprobado pueden

ser agudos o crónicos y se manifiestan las categorías siguientes:

 Angustia: desde la sensación de tensión hasta crisis de pánico (irritabilidad,

miedo a una muerte inminente).

 Depresión:  desde  un  bajo  el  estado  anímico  hasta  la  depresión  clínica

(pérdida de reactividad emocional, sentimiento de impotencia, perdida del

deseo a vivir).

 Cólera:  desde  la  ira  hasta  rabia  profunda  (hostilidad,  imposibilidad  de

contener los impulsos, acceso de violencia física y verbal en contra de uno

mismo, del otro o de objetos, rabia no contenida).

 Problemas cognitivos: desde falta de concentración a estados de confusión

alta (pérdida de memoria, confusión y desorientación).

 Distorsiones de la percepción: desde hipersensibilidad hasta alucinaciones

(hipersensibilidad a ruidos y olores, distorsión de las sensaciones donde los

muros  se  cierran sobre  el  detenido,  desorientación en espacio  y  tiempo,

alucinaciones tocando los 5 sentidos).

 Paranoia y psicosis: desde pensamientos obsesivos a psicosis caracterizadas

(pensamientos recurrentes y vengativos, paranoia y delirio de persecución,

depresión psicótica y esquizofrenia).

 Automutilación y suicidio.

Los brotes psicóticos, como los casos de esquizofrenia, paranoia o los trastornos

obsesivos-compulsivos, entre otros, en las cárceles son más frecuentes de lo que se

piensa. Otros cuadros de trastorno mental descritos son los siguientes:

 Trastornos de ansiedad

 Agresividad

 Deterioro de la memoria.

 Represión de sentimientos afectivos profundos, debido al control exhaustivo

y la intervención de todo tipo de comunicación.

 Pérdida de autoestima y sentimiento de culpa ante la incapacidad de hacer

frente a situaciones que agreden el yo más íntimo.

 Pensamientos irracionales de paranoia en situaciones de tensión y coacción

frecuentes.

 Pérdida de capacidades intelectuales, como la atención y concentración.

 Agitaciones articulares y del mecanismo motor
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 Síntomas alucinatorios

 Pérdida de la capacidad social, pérdida de verbalización oral

 Pérdida sensorial; capacidad táctil alterada; pérdida visual a larga distancia

incluso para distinguir colores. Sentir el contacto físico como una agresión.

 Genera tics como pasear haciendo círculos pequeños o tics nerviosos de otra

índole.

 Provoca  síntomas  físicos  como  dolores  musculares,  malestar  general,

vómitos...

 Cambios  cerebrales  que  implican  incapacidad  en  la  toma  de  decisiones,

disminución de la capacidad de aprendizaje.

 Empeora cualquier efecto de otras enfermedades existentes.

 Pérdida de la noción del tiempo alterando los procesos de sueño y vigilia.

 Reacciones depresivas que pueden correlacionar con tendencias suicidas.

3.6. Consecuencias del régimen de aislamiento DERT según los 
testimonios

Durante el aislamiento y cuando aún los reclusos/as permanecen en la cárcel, las

personas entrevistadas mencionan diversas consecuencias psicológicas relativas a:

emociones y sentimientos de miedo, rabia y tristeza, así como sentirse con altos

niveles  de  estrés  y,  en  ocasiones  sentirse  desorientados  espacialmente.  En  las

entrevistas, se recoge la vivencia de perder la dignidad humana frente a situaciones

en las que han percibido estar “cerca de la muerte”. 

En el siguiente cuadro, recogemos la experiencia de las personas entrevistadas: 

Pérdida de dignidad, 

asociada con vivencias 

de cercanía de la 

muerte.

“La dignidad es pateada, inexistente, luchas contra el

miedo y la muerte”

“Te están violando toda tu vida, cuando te están dando

tú  dignidad  está  tocada;  cuando  se  alargan  los

aislamientos, el miedo, la muerte y te paras a pensar

en la dignidad...”
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Miedo a la muerte 

percibida cercana

“Me vine abajo, era mí única luz hacer esa declaración,

pensaba  que  ya  estaba  muerto,  …pero  antes  que  lo

hicieran lo haría yo...”

“Sentía miedo constante a la muerte…te miras después

de los golpes y a veces piensas: - he tenido suerte”

Estrés sostenido y 

permanente

“Siempre  estás  con  la  sensación  de  tensión  y

escuchas…pum...pum...”

Sentimientos de rabia e 

impotencia

“Mucha rabia e impotencia dentro del DERT”

Dificultades para 

establecer relaciones 

sociales y 

autoaislamiento.

“Hasta  que  no  pasas  tiempo  con  más  gente,  los

primeros días estas distante con todo el mundo. Son

muchos  períodos,  estas  reservado.  Aislarte  es

consecuencia del propio aislamiento”

Experiencia  de  un  ex-recluso  tras  un  periodo  de

aislamiento prolongado de 40 días, posterior al cual no

lograba  socializar  con otros  individuos  como lo  hacía

antes; buscando aislarse y mantenerse: “muy distante

y reservado con todo el mundo”

Desorientación espacial “Dentro de la celda hay menos aire, te desorientas, y te

cambian mucho de celda, para que te desorientes”

Impactos derivados de 

las vivencias de otros 

internos en el DERT. Los 

entrevistados mencionaron 

cómo llegaban a revivir la 

propia experiencia al 

escuchar la agresión a 

otros reclusos.

“Sí  te  rompes…,  incluso  un  compañero  se  llegó  a

prender fuego en el DERT”

“Los golpes los estás sintiendo tú, te entran los gritos,

los ruidos de las botas”

3.7. Consecuencias psicológicas y psicosociales, tras la salida de la 
institución penitenciaria

Los estudios demuestran que el aislamiento, según su tiempo de duración, puede

tener consecuencias a mediano y largo plazo. Algunos detenidos, según Hocking
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(1970)30 presentan:  insomnio,  pesadillas,  depresión,  ansiedad,  dependencia

emocional, confusión mental, problemas de concentración que, en algunos casos,

llegan a ser irreversibles.

Asimismo, y según lo observado en el propio trabajo terapéutico posterior con ellos

y ellas, hemos detectado los siguientes síntomas que se mantienen a medio y largo

plazo:  déficit  de  atención  y  concentración  graves,  deterioro  de  la  memoria,

deterioro  cognitivo,  estados  anímicos  depresivos,  trastornos  de  adaptación,

trastornos relacionales,  incluso en ocasiones imposibilidad de hablar  más de 30

minutos en conversaciones con más de una persona, trastornos afectivos y sexuales

de índole diversa, y estados paranoicos y delirantes.

Por  su  parte,  las  personas  entrevistadas  han  manifestado  dificultades  en  sus

procesos de reinserción que asocian a las siguientes consecuencias psicológicas y

físicas:

Consecuencias 

psicológicas

La internalización del 

mecanismo del 

aislamiento en la propia 

persona

En este caso, la vigilancia y

los mecanismos de 

sometimiento se han 

mecanizado, siendo la 

propia persona quien 

continúa viviendo en 

aislamiento. Es decir, el 

aislamiento se encuentra 

ahora en la mente de la 

persona.

“Al salir  de la cárcel,  tú mismo te

aíslas, estás más dentro que fuera”

“No te relacionas con todos,  creas

un poco de gueto,  te  estigmatizas

tú solo”

30  En http://solitaryconfinement.org/ y Shalev, S. (2008) A Sourcebook on Solitary Confinement. 
London: Mannheim Centre for Criminology, London School of Economics.
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Dinámicas de sumisión 

propias, donde piden 

permiso para realizar sus 

actividades diarias.

“Yo pedía permiso para hacer algo a

mí familia,  para ir  a comprar, voy

aquí, allá, me justificaba, tenía esos

hábitos”

La pérdida de confianza 

en el sistema de justicia, 

así como en el conjunto del 

sistema social, asociado a 

la vivencia de impunidad.

“Pérdida  de  confianza  en  absoluto

del sistema, en el abuso de poder…”

Las dificultades 

relacionales y en el 

contacto físico incluso con

personas cercanas. En uno 

de los casos, el 

entrevistado mencionó 

cómo los primeros 

momentos de contacto 

físico en su recuperación 

supusieron un alto grado de

estrés.

“Al salir, no podía dejar que me 

tocaran, ni siquiera las personas 

que incluso conoces…estando en 

pareja la primera noche, me 

temblaban las piernas, tenía 

taquicardia, fue muy duro”

“Antes siempre solía estar pegado a

mis brazos, y desde que salió (hace 

casi 3 años) no me ha dado un 

abrazo, se rompió el contacto físico”

“Incluso al salir de la cárcel a la 

calle, con amigos de toda la vida, 

hasta que no pasa un tiempo y te 

das cuenta que tienes personas que

te apoyan, no te relacionas como 

eras tú antes, pierdes la confianza, 

sale la timidez, cómo que te 

encierras en ti mismo”

Estrés e hipervigilancia 

frente a estímulos 

auditivos

“Estaba en alerta constantemente, 

me sobresaltaba con un mínimo 

ruido”

Dificultades en la 

conciliación del sueño: 

“Tenía pesadillas donde me 

despertaba cogiendo a mi 
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pesadillas compañera”

Síntomas de 

reexperimentación: 

flashbacks

“Aún tengo grabado el flash de las 

puertas, todavía lo escucho. Hay 

heridas que no se cierran”

Desorientación, ansiedad

y dificultades de 

readaptación al 

funcionamiento de la 

vida social

“Al salir, recuerdo la sensación de la

comida,  tenía  mucha  ansiedad,

recuerdo  el  peso  de  la

cuchara,..beber  agua  en  vaso  de

vidrio  era  algo  extraordinario,  iba

hasta 20 veces al grifo”

“Al salir estaba desorientado, hasta

que no pasa el tiempo estas como

tímido,  cuesta  relacionarse  con  la

gente,  y  hablar,  los  olores  todo.

Olías un perfume y te vuelves loco,

ves un árbol y ostras, qué bonito!

En  la  calle,  estaba  distraído,  no

miraba  al  cruzar  la  calle,   estaba

acostumbrado al patio de la cárcel”

4. Las cifras sobre el encarcelamiento, el aislamiento y las situaciones de 
tortura y malos tratos en las prisiones catalanas 

4.1. Datos sobre personas detenidas en Cataluña 

El número total de personas internas informadas a diciembre de 2015 es de 881031

lo que representa una tasa de encarcelamiento de 117,2 cada 100 mil habitantes.

Evidenciándose  una  reducción  de  la  tasa  entre  los  años  2010  de  140,7  (que

implicaba  10.250  internos)  hasta  la  actual.  En  relación  con  la  tasa  de

encarcelamiento europea, conforme el último informe publicado por el Consejo de

Europa con datos de 201432, Catalunya se encuentra apenas por encima de la media

31 http://www.gencat.cat/justicia/estadistiques_serveis_penitenciaris/1_pob.html 
32 http://wp.unil.ch/space/files/2016/03/Council-of-Europe_SPACE-I-2014__Final_160308.pdf 
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europea que para ese momento era de 124, siendo la Catalana de 128,2 (lo que

implicaba 9.540 detenidos).

Las mujeres detenidas eran 609 a diciembre de 2015, lo que implica un 6,91% de la

población penitenciaria total33, siendo la media europea de 5%.  

En  relación  a  las  personas  que  se  encuentran  en régimen cerrado  eran  173 a

diciembre de 2015. Siendo 163 hombres y 10 mujeres. Aunque no hay datos que

permitan constatar la duración de los períodos en esta clasificación, si se informa

que en total en todo el año 2015 han sido 642 personas las que han pasado por

este régimen, este dato no se encuentra desagregado por género34. 

En cuanto a la progresión o regresión de grados, en 2015 un total de 392 fueron

reasignados desde el 3º al primer o segundo grado. Este porcentaje se mantiene

estable  desde  el  2010  siendo  de  entre  el  12  y  13%.  Por  otro  lado  han  sido

reclasificados en tercer grado 900 personas. 

Si bien se informa el número de incidencias registradas, incluyendo lesiones graves

(55 en 2015) y leves35 (989 en 2015) y autolesiones no hay ninguna mención a

incidencias generadas por denuncias contra el accionar de los funcionarios. 

En  cuanto  a  los  expedientes  disciplinarios,  se  han  iniciado  en  2015,  10.408

expedientes, lo que significa un promedio de 2,6 expedientes por interno en el año.

De  estos  se  informan  311  por  faltas  leves,  6.064  por  graves  y  4.006  por

infracciones consideradas muy graves. Aquí también hay datos desagregados por

género mostrando que el  promedio  por  interno sube  a  3,5  cuando se  trata  de

mujeres, dado que del total de expedientes 856 lo fueron contra internas. 

Del total de más de 10 mil expedientes, 866 se han resuelto con sanción36, siendo

226  de  aislamiento.  También  llama  la  atención  que  524  se  consignan  como

sanciones “sin clasificar”. 

Los  datos  de  incidencias  y  expedientes  disciplinarios  no  se  encuentran

desagregados por grados de clasificación. 

33 El porcentaje se mantiene constante entre 2003 y 2015 siendo de entre 6,61 y 7,39%. Ver 
http://www.gencat.cat/justicia/estadistiques_serveis_penitenciaris/6_pob.html 
34 http://www.gencat.cat/justicia/estadistiques_serveis_penitenciaris/9_pob.html 
35 Se consideran lesiones leves las que requieren una mínima intervención del servicio médico del centro 
y se incluyen entre internos (949 para 2015) o contra funcionarios (40 en 2015). 
36 Las referencias del informe de la Generalitat indican que los demás pueden estar en trámite o haberse 
extinguido por diferentes motivos. 
http://www.gencat.cat/justicia/estadistiques_serveis_penitenciaris/11_pob.html 
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Por último, en relación a las muertes37 ocurridas en prisión, aunque tampoco están

desagregadas  por  grados,  en 2015 se informó un total  de 53 muertes38 de  las

cuales 24 ocurrieron estando el interno en prisión y las demás estando fuera por

diferentes motivos (libertad condicional, salida, hospital, etc). Aquí debe resaltarse

que del último informe del Consejo de Europa mencionado, según datos de 2014 la

tasa media de muertes –por todas las causas- cada 10 mil internos es de 28, siendo

la tasa para Catalunya en ese mismo año de 61,9 es decir más del doble que la

media39. 

En el mismo sentido en 2013 el promedio de la tasa europea de suicidios fue de 7,6

cada 10 mil internos, siendo el de Cataluña de 10 cada 10 mil. Para el 2015 la

Generalitat informa 8 suicidios, lo que daría una tasa de 9 cada 10 mil. 

Por  otro  lado,  lamentablemente  no  hay  datos  que  especifiquen  en  qué  lugar

(prisión, permiso de salida, libertad condicional, etc.) se produjeron cada una de las

muertes según las diferentes causales, pero llama la atención que en 2015, 14 se

informan  como  ocurridas  por  causas  desconocidas,  representando  un  26,4%.

Similar proporción se observa entre los años 2010 a 2015.

4.2. Casos de tortura y muerte registrados en las cárceles catalanas por la 
Coordinadora para la Prevención y Denuncia de la Tortura (CPDT) 40

Por lo que respecta a las situaciones de tortura y malos tratos registradas entre

2011 y 2014,  presentamos  las  siguientes,  las  cuales han sido  recogidas  por  la

Coordinadora para la Prevención y Denuncia de la Tortura (CPDT) entre el año 2011

y la actualidad. Durante el 2011 se recogieron 8 denuncias por hechos producidos

en las cárceles catalanas. Uno de los casos más significativos se produjo en la cárcel

de Ponent donde un hombre denunció ser torturado por los funcionarios de la cárcel

de Ponent, incluso una vez en enfermería, lugar al que fue trasladado para curarle

las  heridas.  Según  denuncia,  incluso  estando  presente  el  médico  en  dichas

dependencias, uno de los funcionarios siguió golpeándole. Estas torturas, que la

víctima denunció ante los juzgados, tuvieron lugar en el DERT o en régimen de

aislamiento. Además, en ese mismo año, otras 7 personas denunciadas ocurrieron

37 Ver http://www.gencat.cat/justicia/estadistiques_serveis_penitenciaris/12_pob.html  
38 Si bien este dato no se encuentra desagregado por género, en el informe del Consejo de Europa con
datos a septiembre de 2013, de las 62 informadas ese año, 4 fueron mujeres, por lo que el porcentaje
sobre el total fue del 6,5% superando ampliamente el 0,5 de media europea.
39 Tomando en cuenta los datos publicados por la Generalitat para 2015 la tasa se encontraría cercana a la 
anterior con 60,1 cada 10 mil.
40 Los casos registrados entre 2011 y 2014 surgen de los informes presentados por la Coordinadora para la
Prevención de la Tortura.
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en régimen de aislamiento,  de las  cuales,  4 más en la  cárcel  de Ponent,  2 en

Lledoners, 1 en Brians I y otro caso en Brians II. 

El 17 de febrero de 2011 y siguientes en el CP de Lledoners,  J.M.J., hombre de 61

años  preso  en  la  cárcel  de  Lledoners,  denunció  haber  sido  agredido  física  y

psicológicamente por funcionarios de prisiones del CP al ser llevado al módulo de

aislamiento. J.M. se encontraba en huelga de hambre y sed desde el día 11 de

febrero de 2011, motivo por el que el día 17 de febrero sufrió un desvanecimiento,

por lo que fue llevado a enfermería. Después, entre dos funcionarios, le llevaron a

rastras al Departamento Especial (DERT, módulo de aislamiento). Cuando llegó al

DERT, según declara, se le sometió a un cacheo no reglamentario, sin dejarle poner

la bata, en medio de humillaciones, con grandes dificultades para mantenerse en

pie, dada su debilidad, y mientras uno de los funcionarios le retorcía la muñeca de

manera innecesaria y desproporcionada causándole fuertes dolores. Ya en DERT, el

día  20  de  febrero,  J.M.  sufrió  un  nuevo  desvanecimiento  del  que  despertó

sangrando de un oído mientras un funcionario le reanimaba “a golpes”, motivo por

el que fue llevado nuevamente a enfermería donde, en presencia del médico, el

mismo funcionario volvió a golpearle. A resultas de estos golpes, J.M. sufrió una

perforación timpánica, según le comentó el médico que se negó a proporcionarle

parte médico. J.M. denunció estos hechos ante el juzgado el 8 de marzo de 2011,

siendo la denuncia archivada en julio de 2011 y, posteriormente, recurrido este

archivo.

El 5 de septiembre de 2011 en el mismo Centro J.M.E., hombre preso en la cárcel

de Lledoners, denuncia que la mañana del 5 de septiembre, cuando estaba en su

celda del DERT, tres funcionarios de prisiones le golpearon. La agresión se inició

desde  el  mismo  momento  en  el  que  los  funcionarios  entraban  en  la  celda,  y

comenzó con un fuerte golpe en el oído que le hizo caer al suelo, donde continuaron

propinándole patadas, rodillazos y otros golpes. Tras la agresión, le ataron boca

abajo a la cama durante 7 u 8 horas, hasta que por fin le trasladaron al Hospital de

Manresa, donde se refiere otorragia y lesiones en brazos y espalda, así como la

fractura de varias costillas. J.M. denunció estos hechos en los Juzgados y presentó

una queja ante el Síndic de Greuges, quien le informó que un jefe de servicio fue

expedientado  por  esta  actuación.  Como  consecuencia  de  dicha  situación  3

funcionarios de prisiones fueron procesados pero el proceso se archivó debido al

fallecimiento de J.M.E. 
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El 23 de septiembre de 2011 en el Centro de Ponent J.C.S.M., hombre preso en la

cárcel  de  Ponent  (Lleida)  que  participa  de  los  ayunos  que  cada  1º  de  mes  se

realizaban en apoyo a la campaña “No más torturas en prisión. Prisión = Tortura”,

denunció ante el Juzgado de guardia que él y otros 3 presos participantes de los

ayunos sufrieron golpes y otros malos tratos mientras eran trasladados al DERT de

Ponent tras el ayuno del 1º de octubre. El 24 de octubre una abogada del colectivo

de apoyo a los presos que participan en las protestas, pudo comprobar cómo aún no

se había realizado ninguna diligencia en lo relativo a ninguna de las 4 denuncias

presentadas. Además, denunciaron que uno de los presos denunciantes había sido

trasladado de prisión, a modo de represalia.

El 18 de octubre de 2011 M.E.L.C., mujer presa en la cárcel de Brians I, denunció

que el 18 de octubre, a la hora de la cena, se encontraba mal y solicitó levantarse

de la mesa. La funcionaria allí presente le negó el permiso, pero M.E. se levantó por

encontrase mal, momento en que la funcionaria le retorció el brazo se la llevó, tras

tirarla una primera vez al suelo y arrastrarla por el comedor, fuera de la sala, y

ayudada de una segunda funcionaria, empujaron la cabeza de M.E. contra un muro,

produciéndole dolor y una erosión en la frente. Allí, golpearon a M.E. en diferentes

ocasiones. Ésta les decía que la dejaran, pero cada vez llegaban más funcionarios,

tal y como consta en la denunciado ante este Juzgado de Vigilancia Penitenciaria. El

funcionario  también  realizó  varios  comentarios  vejatorios  sobre  la  agredida,

mientras  llevaba  a  M.E.  a  aislamiento,  donde  la  introdujeron  en  una  celda  de

aislamiento y la ataron, de pies y manos, a la cama. En esta posición estuvo entre 3

y 4 horas,  tiempo en el  que M.E.  no  pudo ir  al  baño  y tuvo  que hacerse sus

necesidades encima. Cuando la desataron los funcionarios se rieron de ella al ver la

situación humillante  en que se encontraba.  M.E.  denunció  estos hechos el  9 de

noviembre ante el JVP, al tiempo que recurría el primer grado al que se le regresó

por la supuesta insubordinación en el comedor.

En Noviembre de 2011 un preso participante en los ayunos de la campaña contra

los malos tratos en prisión fue agredido por funcionarios de prisiones al ingresar al

módulo DERT. Las agresiones, según manifiesta, consistieron en golpes en la cara y

el cuerpo. El preso fue amenazado por carceleros avisándolo “que lo pasaría mal” si

denunciaba estos hechos y  a sus autores.  También se vulneró su derecho a la

asistencia médica (estuvo 4 días sin ser visitado por el médico) y se le negó salir al

patio durante 4 días para evitar testigos de los resultados de la paliza.
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El 12 de febrero de 2012 en el CP Brians I R.J.F., ingresada en departamento de

enfermería del módulo de mujeres de la prisión de Brians I, donde se encontraba

recuperándose de unas quemaduras, denunció haber sido agredida por funcionarias

de la  prisión.  Según su denuncia,  después de recibir  una mala  noticia  familiar,

golpeó la pared de la celda, por lo que una funcionaria le llamó la atención y le

amenazó con que “pagaría por lo que había hecho”. Tiempo después, seis o siete

funcionarias, destinadas en el Departamento Especial (DERT) se presentaron en su

celda y la ordenaron que las acompañase al tiempo que una de ellas le decía “vas a

pillar la de tu vida, ya que te escaqueaste del Especial”, en referencia a que R.J.F.

había estado meses antes en dicho departamento DERT.

Durante el traslado, la misma funcionaria le obligó a andar con la cabeza agachada

al tiempo que le retorcía el brazo derecho. Al llegar a la altura del puesto de control,

la tiraron al suelo, donde entre varias funcionarias la propinaron varias patadas en

las costillas, al tiempo que le golpeaban la cabeza. En esta situación, se personó el

Jefe del Turno de Noche quien, observando lo que ocurría, nada reprochó a las

funcionarias.

Poco después  fue  trasladada  a una celda  de aislamiento  en el  DERT,  donde  la

inmovilizaron boca abajo en la camilla de contención, y, en esta posición, la misma

funcionaria le golpeó en la cabeza y tiró del pelo, agresión a la que se sumaron

otras funcionarias.

En esa posición permaneció ocho horas, durante las que no fue atendida de las

lesiones sufridas, hasta que entró un nuevo turno, y las funcionarias de este la

desataron.  Posteriormente  tuvo  que  ser  trasladada  a  la  Unidad  Hospitalaria

Psiquiátrica Penitenciaria dada la ansiedad que padecía como consecuencia del trato

recibido.

En 2015 se produce la muerte de Raquel E.F. mujer de 39 años. Llevaba privada de

libertad en Brians 1 desde el año 2010. Se suicidó la madrugada del 10 al 11 de

Abril de 2015, 3 días después de haber sido sancionada con una falta muy grave a

aislamiento provisional. No obstante, llevaba 8 meses clasificada en primer grado y

con anterioridad había tenido varias sanciones de aislamiento. En el momento de su

muerte  tenía  un  hijo  de  12  años  y  otra  de  22.  Asimismo,  su  marido  cumplía

condena en la misma prisión. 
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Durante  el  tiempo  en  prisión  había  mostrado  una  adaptación  normalizada  a  la

cárcel, tal y como refieren sus familiares y varios testigos. Sin embargo, desde el

momento en que fue trasladada al DERT y clasificada en primer grado, sufre un

fuerte  deterioro  psicológico,  tal  y  como  refieren  sus  familiares  así  como  se

desprende de la correspondencia con su marido y con una amiga. En dichas cartas

manifiesta ideas suicidas, de las cuales sabemos que también eran conocedoras de

la situación diversas personas del Centro Penitenciario de Brians 1. 

El 8 de Abril de 2011, estando clasificada en primer grado, fue sancionada a través

de una falta muy grave por “agredir a un funcionario”, según aparece en parte que

data de la misma fecha. Se le aplicó contención mecánica entre las 11 y las 17hs.

Asimismo, cuando fue encontrada sin vida en su celda en el escritorio había una

carta dirigida  al  Juzgado de Vigilancia  Penitenciaria  en la que denunciaba haber

sufrido  una  situación  de  malos  tratos  por  parte  de  varias  funcionarias,  en  una

descripción de hechos que coincide en el espacio y en el tiempo con el parte de

sanción descrito anteriormente en la que se describe que “Este departamento está

siendo muy duro para mí, el día 8 de Abril de 2015 me encontraba muy nerviosa,

golpeé  la  habitación  y  cuando  ya  estaba  bien  hablando  con  una  chica  por  la

ventana, sin darme cuenta entraron los funcionarios a mi celda con el escudo de

plástico,  me  tiraron  al  suelo,  la  funcionaria  Sandra  de  Lérida  me  aplastaba  la

cabeza contra el suelo y se me ensanchaba de los pelos, la funcionaria Rosa con

placa 3409 me ponía la rodilla en la espalda y me ataba con unas esposas y yo sin

saber  a  qué  venía  tal  maltrato  hacia  mi  persona,  que  hoy  tampoco  lo  sé  (se

entiende que fue escrito entre el 9 y el 10 de Abril de 2015) porque aún no me han

entregado el expediente”. 

El día 10 de Abril fue visitada por un psiquiatra, a quien alertó de que se encontraba

en un mal estado de salud mental y tenía ideas suicidas. Alegó que no aguantaba

más estar en aislamiento.  Solicitó ser trasladada a enfermería. Sin embargo, se

decidió que la misma continuara en aislamiento. Horas después murió por asfixia en

el interior de su celda. Cabe destacar que a pesar de que se tenía conocimiento de

su estado  de  salud  mental  no  se  le  aplicó  el  PPS  (Plan  para  la  Prevención de

Suicidios). Desde Iridia – Centro por la Defensa de los Derechos Humanos junto con

la hija  de Raquel se ha presentado recientemente (11/4/2016) una reclamación

patrimonial por responsabilidad de la administración en el resultado de muerte y a

través del mecanismo SIRECOVI del Observatorio del Sistema Penal y los Derechos

Humanos de la UB se ha hecho llegar a instancias Internacionales. 
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Juan  José  Gabarri  Gabarri  es  un  vecino  de  Tortosa,  Tarragona  que  ha  estado

cumpliendo condenas en las cárceles de Tarragona y Lleida (Ponent),  saliendo y

volviendo a ingresar desde el año 1998. A principios de noviembre de 2015 el señor

Marcelo Enrique Daghero abogado (con nombre de colegiado 2286 en el  Ilustre

Colegio de Abogados de Tarragona (ICAT)) puso en conocimiento del OSPDH, de la

Universidad de Barcelona las torturas y malos tratos supuestamente sufridos por el

señor  Gabarri  Gabarri  en  la  sede  del  Hospital  de  Santa  Tecla  de  Tarragona.

Alertando  a  la  vez  de  una  posible  situación  de  complicidad  en  las  torturas,

contribuyendo  así  a  su  impunidad,  por  parte  de  la  enfermería  del  Centro

penitenciario, la dirección del mismo centro, el juez de vigilancia penitenciaria y el

propio juzgado de instrucción nº 5 de Tarragona.

Incluimos aquí el relato de los hechos tal cual nos han sido explicados por el señor

Daghero.

“El señor Gabarri se encontraba el pasado 16 de enero de 2015 cumpliendo

condena en el centro penitenciario de Tarragona. Siendo allí donde le salieron

en  brazos  y  espalda  una  serie  de  habas  o  purito   alérgico,  sin  poderse

especificar los motivos de las mismas, por lo que es trasladado al hospital de

la misma localidad (H. de Santa Tecla) para aplicarle dosis de metadona y

hacerle extracciones de sangre.

Estando ingresado, tumbado y esposado de ambas manos en la camilla y con

la vía intravenosa puesta, denuncia haber sido torturado por los dos Mossos

d'Esquadra que en ese momento lo custodiaban, los cuales, según él mismo

relata  propinaron  al  señor  Gabarri  una  paliza,  consistente  en  numerosos

puñetazos y patadas en las costillas, brazos, piernas y cara. Según el relato

del  señor  Gabarri  los  agentes  le  arrancaron  las  cánulas  de  extracción  de

sangre del vaso sanguíneo. Los golpes produjeron al señor Gabarri numerosos

moratones en el tórax,  rostro, brazos y cara.

Sin que fuera atendido por ningún médico del hospital de Santa Tecla (o al

menos  no  consta  ninguna  parte  médico  en  el  expediente)  los  agentes

procedieron a llamar a una ambulancia para que trasladara directamente al

señor Gabarri el centro penitenciario, no siendo ingresado en la enfermería del

centro,  ni  puesto  a  disposición  del  Juzgado  de  Guardia,  sino  llevado

directamente a la celda  de de aislamiento (DERT), a fin de que no se tuviera

constancia  de  las  marcas,  las  señales  y  los  moratones  que  presentaba  el

señor Gabarri. Allí pasó el señor Gabarri 65 días aislado e incomunicado de su

familia y abogado, hasta que desaparecieron todas las marcas de la paliza.
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Durante dicho periodo no fue visitado por la enfermera del centro, ni por el

Juez de Vigilancia Penitenciaria, ni por la autoridad del propio centro, y no se

le designó abogado de oficio para que pudiera llevar a cabo su defensa.

El 21 de enero el señor Gabarri con la ayuda de otros detenidos del Centro

penitenciario y de sus familiares pudo sacar al exterior y presentar ante los

juzgados  una denuncia  escrita  de su puño y letra,  en la  que relataba  las

torturas sufridas y el posterior aislamiento, a pesar del cual, no fue llamado a

declarar ni  visitado por el médico forense de juzgados para corroborar las

lesiones denunciadas. La denuncia no fue ratificada por el señor Gabarri ante

la juez del Juzgado de Instrucción Nº 5 de Tarragona hasta el día 23 de marzo

de 2015, cuando acudió a declarar como imputado por las supuestas lesiones

que él había causado a uno de los Mossos Escuadra implicado a los incidentes

(DP 198/2015). La juez pide en este momento un informe forense, en el que

debido  al  tiempo  transcurrido  desde  las  torturas  denunciadas,  no  se

encontraron indicios objetivos de las torturas denunciadas, constando en el

mismo "que el Sr. Gabarri refiere contusiones en pared torácica producidos

por puñetazos y salida de la vía del vaso sanguíneo por la que se extrajo

sangre, sino que se objetive lesión alguna compatible con el relato de hechos,

haciéndose constar que además no existe documentación médica del hospital

o de la enfermería de la propia prisión que permita conocer si realmente se

produjeron las lesiones referidas (...) ".

El señor Daghero solicitó a la juez de instrucción la práctica de  diversas diligencias

de investigación, entre ellas la solicitud a la enfermería del centro penitenciario y a

la autoridad del propio centro de que emitieran un informe y se sometieran a un

interrogatorio por parte de la defensa de Gabarri, para proceder a averiguar las

razones por las que el señor Gabarri no fue trasladado al juzgado de guardia el día

21 de enero (cuando el  juzgado tuvo constancia  de las torturas y malos tratos

denunciados por el señor Gabarri ), las razones que motivaron su aislamiento o cuál

era el estado de salud del mismo durante los dos meses de aislamiento. Diligencias

de investigación todas ellas negadas por la juez de instrucción, la cual dictó auto de

sobreseimiento de la denuncia efectuada por el señor Gabarri, el 5 de junio de 2015

continuando pero el proceso contra el mismo, acusado de atentado a la autoridad y

lesiones.

Destaca también el hecho, denunciado por el señor Daghero como vulneración al

derecho  de  legítima  defensa  del  señor  Gabarri  y  constitutivo  de  algún  tipo  de

intención fraudulenta, que el señor Gabarri fuera trasladado al centro penitenciario
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de  Ponent  (Lleida)  en  mayo  de  2015,  a  pesar  de  que  su  domicilio  familiar  se

encuentre en Tarragona, igual que el abogado del turno de oficio que lo representa,

encontrándose además el señor Gabarri,  como procesado y denunciando en una

causa del juzgado nº 5 de Tarragona.

Asimismo, el señor Gabarri denuncia a través de su abogado (en escrito presentado

en  el  juzgado  de  instrucción  nº  5  de  Tarragona  y  al   Juzgado  de  Vigilancia

Penitenciaria de Lleida a fecha de 23 de diciembre de 2015), la comisión por parte

de siete funcionarios del Centro Penitenciario de Lleida Ponent, de hechos y actos

de malos tratos y torturas. Estos hechos, tal como explicita el señor Daghero en la

denuncia,  ocurrieron  el  3  de  junio  de  2015  en  las  celdas  de  aislamiento,

procediendo los mismos funcionarios a ocultar los resultados de las lesiones que

presentaba el señor Gabarri. “Los hechos de tortura supuestamente cometidos por

funcionarios calzados con guantes- con el fin de no dejar marcas- consistieron en

golpes y patadas  sobre el  señor Gabarri  que ocasionaron al  mismo lesiones de

consideración, consistentes en moratones, excoriaciones, cortes en la cara, brazos

y piernas. Durante los cuatro días posteriores a estos hechos, según afirma el señor

Daghero,  Gabarri  estuvo  esposado  e  inmovilizado,  permaneciendo  en  su  celda

hasta el 12 de junio, día en que se le comunica su regresión de grado. En la versión

de estos

hechos aportada por el Centro Penitenciario, se explica que el señor Gabarri como

consecuencia de una discusión con los funcionarios empezó a darse golpes en el

pecho y en la cabeza contra la pared, llegando incluso a intentar dar golpes a los

funcionarios. Estos hechos según la versión del centro motivaron su regresión de

grado y por tanto su cierre de nuevo al DERT, alegando su peligrosidad extrema y

su inadaptación a las normas de convivencia del centro”.

El 30 de octubre de 2015 encontrándose el señor Gabarri internado en el centro

penitenciario de Lleida Ponent, se dictó una providencia por parte del juzgado de

instrucción  nº  5  de  Tarragona,  en  la  que  se  le  hacía  requerimiento,  para  que

renunciase a la asistencia letrada del señor  Daghero. También según afirma el

señor Daghero el señor Gabarri ha sufrido presión psicológica por parte de varios

funcionarios con la intención de que cambiara de abogado.  Estos hechos fueron

denunciados por el señor Daghero ante el mismo juzgado, alegando entre otros

aspectos que el hecho de que la solicitud de renuncia no hubiera sido hecha en el

propio juzgado y ante la asistencia letrada tenía la finalidad de coaccionar al señor

Gabarri para que renunciara a su derecho a la legítima defensa.
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Denuncia  también  el  señor  Daghero  ante  el  juzgado  de  Instrucción  nº  5  de

Tarragona, a fecha de 23 de diciembre de 2015 diferentes situaciones de mal trato

sobre el señor Gabarri, llevadas a cabo entre los meses de noviembre y diciembre

del 2015, por parte de varios funcionarios del centro penitenciario de Tarragona,

consistentes en insultos de tipo xenófobo -derivados de su pertenencia a la etnia

gitana- y escupitajos.

Las torturas,  malos tratos y vulneraciones de otros derechos fundamentales del

señor Gabarri han sido denunciados ante un gran número de organismos: Decanato

de  los  juzgados  de  Tarragona,  el  ICAT,  Juzgados  de  Vigilancia  penitenciaria

competentes (Tarragona y Lleida),  la administración penitenciaria  y al  Síndic  de

Greuges.  El  Síndic  en  su  resolución  al  respecto  indica  no  ser  competente  para

intervenir en relación con los hechos ocurridos el 16 de enero de 2015 en el hospital

de Santa Tecla, dado que los mismos ya han sido objeto de una resolución judicial.

En cuanto al resto de hechos (improcedencia del traslado al Centro Penitenciario de

Lleida Poniente, los hechos ocurridos el 3 de junio, y otras quejas relacionadas)

desde este organismo se manifestó el 19 de enero de 2016, estar estudiando el

caso. Desde el OSPDH de la Universidad de Barcelona,  en noviembre de 2015 se

comunicaron estos hechos el CPT del Consejo de Europa y al Relator Especial contra

la Tortura de la ONU. Desde estos organismos se ha pedido explicaciones a las

autoridades catalanas sobre los hechos de los que les hemos informado.

5. Conclusiones 

 La normativa internacional en materia de aislamiento penitenciario establece

que el mismo ha de aplicarse de manera excepcional y no prolongada y que

en todo caso la Administración ha de velar por la integridad física y psíquica

de las personas. 

 El régimen cerrado se encuentra regulado a nivel nacional en la LOGP, así

como en el RP; pero en ambos casos de forma claramente insuficiente y

poco detallada teniendo en cuenta, sobretodo, que se trata de un régimen

de especial dureza. 

 Las administraciones penitenciarias han establecido normativa interna -Ins-

trucciones y Circulares- que de algún modo pretenden “ordenar” el trata-

miento en régimen de primer grado. Entendemos que el régimen de aisla-
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miento prolongado no puede ser considerado como un tratamiento teniendo

en cuenta que éste, finalmente, se viene usando con un rigor excesivo y que

las condiciones de cumplimiento pueden resultar incompatibles con el míni-

mo respeto a los Derechos Humanos y con la orientación a la reinserción que

todas las penas deberían tener.

 El  régimen  de  aislamiento  del  DERT  puede  generar  profundos  daños

psicológicos y psicosociales en las personas. El detrimento de la salud mental

de los reclusos/as en el régimen de aislamiento y sus efectos a largo plazo,

en  algunos  casos,  podría  dificultar  la  posterior  reinserción  social  y

rehabilitación en la sociedad. La documentación existente, la experiencia en

el  sistema  penitenciario  y  el  trabajo  terapéutico  posterior,  así  como  los

testimonios  recogidos  para  este  informe,  así  lo  constatan.  El  aislamiento

prolongado genera situaciones que pueden ser consideradas como tratos o

penas crueles inhumanas y degradantes. 

 El  índice  de  denuncias  de  malos  tratos  o  torturas  en  los  módulos  de

aislamiento  de  las  prisiones  catalanas  es  superior  al  de  los  módulos

ordinarios. Así lo constata tanto el Comité Europeo para la Prevención de la

Tortura, el Sindic de Greuges así como los informes de la Coordinadora para

la Prevención y Denuncia de la Tortura. 

 Se han detectado casos de muerte en el DERT que están relacionados con

las especiales condiciones que este tipo de régimen de vida genera. 

6. Recomendaciones

 En aras de orientado a la protección de derechos humanos es necesario abrir

un debate público y parlamentario profundo sobre el uso del aislamiento y

sus consecuencias en pleno siglo XXI desde una perspectiva de respeto a los

derechos humanos. Tras muchos años, ha llegado el momento de cuestionar

su funcionamiento, utilidad e incluso la necesidad de la existencia de este

tipo de departamentos. Asimismo se hace urgente limitar de manera inme-

diata su uso y los tiempos de estancia. A pesar de que no existen competen-

cias legislativas en Cataluña, sí que existe marco de interpretación para de-

cidir su no aplicación, y en todo caso, su limitación. 

 Mientras no deje de aplicarse dicho régimen, deben instalarse cámaras de

filmación en dichas áreas espaciales, celdas y espacios comunes con el fin de
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visibilizar  lo  sucedido  en  dichos  espacios  y  en  aras  a  la  efectividad  del

ejercicio de los derechos fundamentales. 

 El Reglamento Penitenciario establece la obligatoriedad de realizar una visita

médica  diario  a las  personas  privadas  de  libertad que se  encuentren en

situación de aislamiento provisional. Con la aparición posterior del Protocolo

de Estambul, que ofrece los estándares mínimos para la documentación y la

investigación efectiva en casos de tortura y malos tratos,  y dado que el

régimen de aislamiento penitenciario puede constituir por sí mismo una pena

o trato cruel inhumana o degradante, la visita médica se ha de ajustar a los

estándares que marca dicho Protocolo y llevada a cabo por profesionales

claramente formados en su aplicación.  

 El respeto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad es

un  elemento  compartido  por  la  Administración,  las  organizaciones

internacionales, los juzgados de vigilancia penitenciaria, el Sindic de Greuges

y las organizaciones de protección de los derechos humanos integradas en la

Coordinadora  para  la  Prevención  y  Denuncia  de  la  Tortura.  El  trabajo

conjunto,  con  el  necesario  reparto  de  roles  en  dicha  protección,  es

imprescindible  para  garantizar  que  no  se  repitan  situaciones  como  las

descritas y que en todo caso se puedan investigar de manera efectiva. Es

por  ello  que  se  debe  permitir  el  acceso  de  dichas  organizaciones  a  los

Centros Penitenciarios para llevar a cabo su trabajo,  modificando la actual

política restrictiva frente a tales organizaciones.

 Identificados los efectos psicológicos relativos al internamiento en el DERT

descritos en el presente informe y expresando nuestras preocupaciones por

las afectaciones psicológicas de las personas que han sido recluidas en el

mecanismo del DERT, recomendamos que se realicen investigaciones, y se

colabore con iniciativas de esta Coordinadora, orientadas a la identificación y

visibilización de las afectaciones psicológicas y psicosociales, con el objetivo

de prevenir y mitigar el daño psicológico en las personas. 
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ANEXO 1. SENTENCIAS

1.-  SENTÈNCIA  NÚM.  143/1997  DE  TRIBUNAL  CONSTITUCIONAL,  SALA

SEGUNDA , 15 DE SEPTIEMBRE DE 1997

Resumen:  “La clasificación de un penado en un determinado grado configura el

estatuto jurídico del preso, siendo el régimen cerrado previsto en el art. 10 L.O.G.P.

el  más  riguroso  y  el  que  implica  una  mayor  limitación  del  ya  sustancialmente

restringido «status libertatis», por lo que la legislación penitenciaria confiere a su

aplicación un carácter excepcional (arts. 10.2 L.O.G.P. y 38.1 R.P. aplicable) para

los penados clasificados de peligrosidad extrema o para casos de inadaptación a los

de régimen ordinario y abierto, circunstancias éstas que han de ser apreciadas «por

causas  objetivas  en  resolución  motivada»  (art.  10.1  L.O.G.P.).  Tal  carácter

excepcional se deriva no sólo del mayor control y vigilancia a que se ven sometidos

los clasificados en dicho régimen y por la limitación de las actividades en común,

pautas con las que genéricamente define la Ley penitenciaria el régimen cerrado,

sino por las negativas consecuencias que su aplicación comporta en otros aspectos

de  la  vida  penitenciaria.  Por  ello  la  aplicación  del  régimen  cerrado  ha  de

reservarse  a  aquellos  supuestos  en  que  los  fines  de  la  relación

penitenciaria no puedan ser obtenidos por otros medios menos restrictivos

de derechos [F. J. 4]. 2. El Juzgado de Vigilancia en los dos Autos impugnados se

limitó  a  ofrecer  una  motivación  tan  genérica  que  puede  ser  aplicada  a

cualquier recurso interpuesto frente a la aplicación del art. 10 L.O.G.P., y

sin  razonamiento  concreto  alguno  en  torno  al  supuesto  de  autos  que

permita afirmar que el Acuerdo administrativo fue realmente revisado por

el órgano judicial, máxime teniendo en cuenta que el recurrente no se limitaba a

solicitar una progresión de grado, sino que cuestionaba la validez y suficiencia de la

razón ofrecida por la Administración penitenciaria para justificar la aplicación del

régimen cerrado [F. J. 5]. 3. No puede tampoco considerar  suficiente «ex» art.

24.1 la respuesta ofrecida por la Audiencia Provincial de Madrid, ya que este órgano

judicial desestima el recurso de apelación interpuesto por considerar suficiente la

fundamentación administrativa y judicial obtenida desde la perspectiva del derecho

a la tutela judicial efectiva, pero sin revisar la aplicación del régimen cerrado desde

el  prisma  de  la  legislación  penitenciaria,  que  es  lo  que  en  primer  término  le

compete y lo pretendido por el actor. Así, aunque una primera lectura del Auto
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podría darnos a entender que justifica el mantenimiento del régimen cerrado por la

persistencia  de  las  causas  que  en  su  día  motivaron  la  aplicación  del  art.  10

L.O.G.P., tal alusión no tanto se realiza para justificar la legalidad del Acuerdo como

para  calificarlo  de  suficientemente  motivado.  En  cualquier  caso,  tal  remisión,

implícita  por  la  Audiencia  Provincial  a  las  causas  objetivas  determinantes  de la

calificación  inicial,  no  implicaría  una  calificación  favorable  de  la  legalidad  del

Acuerdo administrativo porque la Audiencia Provincial desconoce aquellas causas,

valoradas en el inicial Acuerdo de aplicación del art. 10 L.O.G.P., Acuerdo inicial que

no figura en el expediente, por lo que difícilmente pudo el órgano judicial tenerlas

en cuenta para ratificar el proceder de la Administración Penitenciaria [F. J. 5].”

“Se  queja  el  recurrente  de  la  insuficiencia  de  la  razón  aducida  en  el

Acuerdo impugnado -ausencia de una evolución favorable- para justificar

el mantenimiento del régimen penitenciario excepcional previsto en el art.

10  L.O.G.P.,  con  la  estimación  de  dicho  precepto  en  cuanto  requiere  que  los

presupuestos de aplicación del régimen cerrado se aprecian por causas objetivas en

resolución motivada. Dicha insuficiencia de motivación no habría sido subsanada

por los subsiguientes Autos del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria y de la Audiencia

Provincial,  lo  que  constituiría  una  evidente  vulneración  del  derecho  a  la  tutela

judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). Ninguna de las resoluciones impugnadas concreta

las razones que justificarían la aplicación del  régimen del art. 10 L.O.G.P., que el

actor  reputa  inexistentes,  sin  que  pueda  considerarse  motivación  suficiente  la

remisión a los informes obrantes en el expediente, pues éstos, lejos de justificar la

decisión combatida,  aconsejarían la  progresión de grado.  Y,  en este  sentido,  la

demanda cita los informes de los Jefes de Servicio que atribuyen al recurrente un

comportamiento  correcto  y  ponen  de  manifiesto  la  inexistencia  de  partes

disciplinarios.” “A juicio del Ministerio Fiscal, la necesidad de motivación ha de

predicarse   tanto  del  Acuerdo  administrativo  como  de  las  resoluciones

judiciales,  no    satisfaciendo  en  el  presente  caso  ni  uno  ni  otras  tal

exigencia. No cabría reputar motivación suficiente la referencia a la evolución no

favorable de la conducta del interno y a los informes obrantes en el expediente,

habida cuenta del conjunto de alegaciones planteadas por el recurrente y del marco

de excepcionalidades del art. 10 L.O.G.P., que exige para su aplicación una serie de

requisitos cuya concurrencia no ha sido justificada por las resoluciones recurridas.

Coincide, además, el Ministerio Fiscal con el recurrente «en la censura de

las  normas de rango administrativo  y  cuasi  infrarreglamentario  con las

que,  y en abierta colisión con la ratio del  art.  10 L.O.G.P.,  se pretende

ampliar  este  precepto»,  aunque  tal  actividad  reglamentarista  de   la
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Administración Penitenciaria  no puede entenderse, vía  art.  25.1 C.E.,  como una

actividad sancionadora. Concluye el informe precisando el alcance del amparo cuya

estimación se interesa y que supondría no sólo la anulación de las resoluciones

judiciales,  sino  también  del  acuerdo  administrativo,  con  el  mandato  de  que  se

fundamente conforme con el sentido estricto de lo prevenido en el art. 10. L.O.G.P.”

Respuesta TC: la demanda no concreta tal lesión ni ésta se deduce del análisis de

las normas que la Circular de 2 de agosto de 1991 dedica a regular la denominada

«Segunda Fase» aplicada. Tal Circular regula los cacheos y requisas, las salidas de

las celdas, la limpieza de éstas y de las zonas comunes, la tenencia de ropa y

enseres íntimos, el número de horas de vida en común que, como ya dijimos, se

fija entre cuatro y seis diarias, etc., sin que se detecte ninguna determinación que

restrinja un derecho fundamental de los aludidos o reduzca de forma esencial el ya

mermado status libertatis del penado fuera o más allá del marco diseñado por la

Ley Penitenciaria y su Reglamento.” 

Otorga amparo por falta de motivación del manteamiento en primer grado:

“Según  este  Tribunal  ha  tenido  ocasión  de  afirmar,  la  motivación  de  las

resoluciones  judiciales  constituye  una  exigencia  constitucional  que,  dirigida  en

último término a excluir la arbitrariedad, se integra en el derecho a la tutela judicial

efectiva reconocido en el  art.  24.1 C.E.  También hemos advertido en reiteradas

ocasiones  que  «no  autoriza  a  exigir  un  razonamiento  judicial  exhaustivo

pormenorizado de todos los aspectos y perspectivas que las partes puedan tener de

la cuestión que se decide, sino que deben considerarse suficientemente motivadas

aquellas resoluciones judiciales que vengan  apoyadas en razones que permitan

conocer cuáles han sido los criterios jurídicos esenciales  fundamentadores de la

decisión» (SSTC 14/1991, 28/1994, 145/1995, 32/1996 y 66/1996 ,  etc.). En el

supuesto que nos ocupa, la clasificación de un penado en un determinado grado

configura el estatuto jurídico del preso, siendo el régimen cerrado  revisto en el art.

10  L.O.G.P.  el  más  riguroso  y  el  que  implica  una  mayor  limitación  del  ya

sustancialmente restringido status libertatis, por lo que la legislación penitenciaria

confiere a su aplicación un carácter excepcional (arts. 10.2 L.O.G.P. y 38.1 R.P.

aplicable) para los penados  clasificados de peligrosidad extrema o para casos de

inadaptación a los de régimen  ordinario y abierto, circunstancias éstas que han de

ser apreciadas «por causas objetivas en resolución motivada» (art. 10.1 L.O.G.P.).

Tal carácter excepcional se deriva no sólo del mayor control y vigilancia a que se

ven  sometidos  los  clasificados  en  dicho  régimen  y  por  la  limitación  de  las

actividades en común, pautas con las que genéricamente define la Ley Penitenciaria
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el  régimen  cerrado,  sino  por  las  negativas  consecuencias  que  su  aplicación

comporta  en otros  aspectos  de  la  vida  penitenciaria.  Por  ello,  la  aplicación  del

régimen cerrado  ha de  reservarse a aquellos  supuestos  en que los  fines  de  la

relación penitenciaria no puedan ser obtenidos por otros medios menos restrictivos

de derechos. 

5. En el caso de autos, la aplicación de esa doctrina determina, de acuerdo con lo

interesado por el Ministerio Fiscal, la estimación del amparo por lesión del derecho

a la  tutela judicial  efectiva. En lo que a los Autos del Juzgado de Vigilancia se

refiere,  aun  señalando  que  ni  la  concisión  ni  el  uso  de  modelos  implica

necesariamente  una  falta  o  insuficiencia  de  la  motivación  (  SSTC  184/1988,

125/1989, 74/1990 y 169/1996 , entre otras), lo cierto es que la respuesta ofrecida

no satisface la exigencia derivada del  art. 24.1 C.E.  El órgano judicial en los dos

Autos impugnados se limitó a ofrecer una motivación tan  genérica que puede ser

aplicada a cualquier recurso interpuesto frente a la aplicación del art. 10 L.O.G.P., y

sin  razonamiento  concreto  alguno  en  torno  al  supuesto  de  autos  que  permita

afirmar  que  el  Acuerdo  administrativo  fue  realmente  revisado  por  el  órgano

judicial, máxime teniendo en cuenta que el recurrente no se limitaba a solicitar una

progresión  de  grado,  sino  que  cuestionaba  la  validez  y  suficiencia  de  la  razón

ofrecida por la Administración penitenciaria para justificar la aplicación del régimen

cerrado. 

Por otra parte, no cabe estimar suficiente la remisión genérica en la resolución del

Juez a los informes obrantes en el expediente y la del Tribunal al hecho de que

aquéllos señalasen la inexistencia de una evolución favorable de la conducta del

penado,  fundamentalmente porque los referidos informes resultan equívocos y no

especificatorios de los datos exigibles a los que parecen referirse, puesto que ni

siquiera incorporan (como hubiera sido necesario para establecer el contraste) las

causas  objetivas  motivadamente  apreciadas  en  la  disposición  inicial,  según

establece  el  art.  10.1  L.O.G.P.  No  resulta  gratuito  insistir  una  vez  más  en  el

relevante papel que en nuestro    sistema penitenciario tiene encomendado el Juez

de Vigilancia  Penitenciaria,  a quien corresponde no sólo resolver tomando como

base los estudios de los Equipos de Observación y de Tratamiento y, en su caso, de

la  Central  de  Observación,  los   recursos  referentes  a  clasificación  inicial  y  a

progresiones  y  regresiones  de  grado  [art.  76.2  f)  L.O.G.P.],  sino,  en  general,

«salvaguardar los derechos de los internos y corregir los abusos y desviaciones que

en el cumplimiento de los preceptos del régimen penitenciario pueden producirse»

(art. 76.1 L.O.G.P.).”
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2.- Sentencia núm. 119/1996 de Tribunal Constitucional, Sala Segunda, 08

de  julio  de 1996. Restricciones primer grado no son tratos inhumanos.

Voto particular

Sólo pueden merecer el grave calificativo de tratos inhumanos o degradantes los

tratos  que  «acarreen  sufrimientos  de  una  especial  intensidad  o  provoquen  una

humillación o sensación de envilecimiento distinto  y superior  al  que suele llevar

aparejada la simple imposición de la condena» (STC 65/1986) y que, en concreto,

no constituyen . 

Se quejan los recurrentes de que el régimen de vida al que se vieron sometidos

como  internos  de  un  centro  penitenciario  en  primer  grado  de  tratamiento  ha

vulnerado sus derechos fundamentales a no sufrir tratos inhumanos o degradantes

(  art. 15 C.E.); a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier

medio de comunicación ( art. 20 C.E.); a reunirse pacíficamente y sin armas ( art.

21 C.E.); y a que la pena privativa de libertad que cumplen se oriente hacia la

reeducación  y  reinserción  social  (  art.  25.2  C.E.).  Las  peculiaridades  de  dicho

régimen a las que atribuyen tales  infracciones son el aislamiento en la propia celda

durante  veintidós  horas  dia  ias  y  la  privación  de  la  posibilidad  de  mantener

comunicaciones  especiales  y  de  disponer  de  aparato  de  televisión.  Estas

restricciones  tendrían  su  origen  en  la  aplicación  por  parte   del  establecimiento

penitenciario  de  Logroño  de  la  «Orden  Circular»  de  la  Dirección   General  de

Instituciones Penitenciarias, de 2 de agosto de 1991, titulada «Normas comunes

tipo para internos clasificados en primer grado de tratamiento o con aplicación del

régimen  del  art.  10  de  la  Ley  Orgánica  General  Penitenciaria  (preventivos)».

Desestimar  el  presente  recurso  de  amparo.  Voto  particular  que  formula  el

Magistrado Carles Viver Pi-Sunyer a la dictada en el recurso de amparo núm.

3.081/1993, al que se adhiere el Magistrado don Tomás S. Vives Antón

2. Como es sabido, el art. 25.2 C.E. establece que la limitación a los penados de los

derechos  fundamentales  del  Capítulo  Segundo  del  Título  Primero  sólo  podrá

producirse cuando así se prevea, de modo expreso, en el fallo condenatorio, en el

sentido de la pena y en la ley penitenciaria. Pues bien, a mi juicio, la medida de

aislamiento impugnada en el presente proceso constitucional afecta al derecho a la

libertad proclamado en el  art. 17 C.E.  La mencionada afectación ha sido afirmada

en diversas ocasiones por este Tribunal, que ha calificado el aislamiento como «una

grave restricción de la ya restringida libertad inherente al cumplimiento de la pena»

(STC  74/1985  ,  fundamento  jurídico  4.;  también  SSTC  297/1993,  97/1995,
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129/1995, 195/1995).  En efecto,  aunque no pueda afirmarse que la medida de

aislamiento en la celda sea, en rigor, privativa de libertad -pues dicha calificación se

reserva técnicamente a la  privación de la manifestación esencial de la ambulatoria,

y la medida analizada tiene como sujeto pasivo al que está privado de ella en dicho

sentido  (STC 2/1987)-  sí  que se  constata  que en el  aislamiento  prolongado  se

suprimen de modo evidente otras manifestaciones remanentes de la citada libertad:

El  penado  sometido  a  un  régimen  de  vida  regido  en  su  casi  totalidad  por  el

aislamiento  ve  restringida  su  ya  extraordinariamente  limitada  esfera  vital  a  un

ámbito aún más reducido. Por ello, una medida de aislamiento de la índole de la

cuestionada (veintidós horas diarias), al afectar a la libertad, sólo resulta admisible

ex art. 25.2 C.E. si tiene cobertura en una ley.

Y concluía: «Al estar ya privado de su libertad en la prisión, no puede considerarse

la sanción como una privación de libertad, sino meramente como un  cambio en las

condiciones de su prisión; como ha dicho nuestra doctrina "no es sino una mera

restricción de la libertad de movimientos dentro del establecimiento añadida  a una

privación  de  libertad  impuesta  exclusivamente  por  Sentencia  judicial"»

(fundamento jurídico 3).

 Considero, sin embargo, que estas afirmaciones de nuestra propia jurisprudencia

deberían matizarse en el sentido ya indicado, recurriendo o no a lo previsto en el

art. 13 LOTC. Si bien es cierto que el interno de un establecimiento penitenciario se

ve privado en lo primordial de su derecho a la libertad -lo que deja fuera del  art.

25.3 C.E. ulteriores restricciones de la misma, a las que ya no puede denominarse

propiamente, en ese sentido, «privaciones», ello no comporta que su nuevo status

libertatis  -modificado (SSTC 2/1987, 57/1994, 35/1996),  pero no suprimido-  no

integre  el  ámbito  del  art.  17  C.E.  y  que,  en  consecuencia,  las  restricciones

relevantes del mismo no hayan de tener la adecuada cobertura legal que requiere el

art. 25.2 C.E. para poder limitar los  derechos fundamentales del Capítulo Segundo

del Título I de la Constitución. 3. Situado el debate en los términos precisados en el

punto anterior, la  estimación del amparo habría pendido de la existencia de una

previsión en la Ley Orgánica General Penitenciaria de la medida de aislamiento para

ciertos internos clasificados en primer grado de tratamiento.  En este sentido,  lo

primero que debe constatarse es que la referida Ley en su art. 72.2 se limita a

prever el destino de dichos internos en los establecimientos de régimen cerrado, a

cuya disciplina se refiere el art. 10.3 con la escueta previsión de que «El régimen de

estos centros se caracterizará por una limitación de las actividades en común de los

internos y por un mayor control  y vigilancia  sobre los mismos en la forma que
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reglamentariamente  se  determine».  Más  allá  de  las  insuficientes  y  genéricas

referencias a la «limitación de las actividades en común» y al «mayor control y

vigilancia de los internos», no se encuentra en el precepto transcrito alusión alguna

a medidas  de aislamiento  en celda de la  especie  de la  ahora impugnada,  cuya

contundencia en la  restricción del derecho a la libertad viene confirmada por la

cercanía de su contenido a la de la sanción más  grave en el ámbito penitenciario,

que  «no  es  una  más  de  las  que  están  a  disposición  de  las  autoridades

penitenciarias, sino que sólo debe ser utilizada en casos extremos» (STC 2/1987 ,

fundamento jurídico 2.). Tampoco se da la citada cobertura en la regulación legal de

los  denominados  «medios  coercitivos»  (art.  45  L.O.G.P.),  entre  los  que  el

Reglamento Penitenciario de 1981 incluía el «aislamiento provisional» (art. 123.1),

pues ni la Administración calificó de tal modo la medida, ni, como resulta patente, la

misma   reunía  los  requisitos  materiales  y  procedimentales  a  los  que  la  Ley

condiciona  la  utilización  de  aquellos  medios.  Debe,  pues,  afirmarse  que  la

restricción del derecho a la libertad no aparece regulada en la Ley con el carácter de

expresividad exigido taxativamente por el art. 25.2 C.E. Tampoco cabe apreciar que

se establezcan en el precepto transcrito de la Ley Orgánica General Penitenciaria los

rasgos  cualitativos  y  cuantitativos  indispensables  para  cubrir  una  posterior

especificación reglamentaria. Por todo ello estimo que debería haberse entrado en

el análisis de la cuestión de la legalidad de las medidas de aislamiento impuestas y,

en  aplicación  de  cuanto  queda  expuesto,  debería  haberse  otorgado  el  amparo

solicitado y anulado los Acuerdos impugnados, ya que su adopción se basó en una

mera Circular carente de la cobertura legal que exige el art. 25.2 C.E. 
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3.- Sentencia núm. 170/1996 de Tribunal Constitucional,  Sala 1ª, 29 de

octubre de 1996. Protección del derecho al secreto de las comunicaciones.

 Resulta  oportuno  y conveniente  destacar  que  el  art.  51.5 L.O.G.P.,  en  cuanto

obliga  a  la  Administración  Penitenciaria  a  dar  cuenta  de  la  intervención  de  las

comunicaciones  a  la  autoridad  judicial  competente,  consagra  una  auténtica

garantía, con  la  que  se  pretende  que  el  control  judicial  de  la  intervención

administrativa  no  dependa  del  eventual  ejercicio  por  el  interno  de  los  recursos

procedentes. 3. La relación de sujeción especial que surge como consecuencia del

internamiento  ha  de  ser  entendida,  como  ha  destacado  este  Tribunal  (SSTC

120/1990, 137/1990 y 57/1994), en un sentido reductivo compatible con el valor

preferente de los derechos fundamentales; se origina, en suma, un entramado de

derechos y deberes recíprocos de la Administración Penitenciaria y el interno, cuyo

contenido y ejercicio diseña la legislación penitenciaria. 4.  El mantenimiento de

una  medida  restrictiva  de  derechos  más  allá  del  tiempo  estrictamente

necesario para la consecución de los fines que la justifican,  podría lesionar

efectivamente el derecho afectado, en este caso el derecho al secreto de

las comunicaciones (SSTC 206/1991, 41/1996, etc.). Los arts. 51 y 10.3, párrafo

segundo,  L.O.G.P.  y  los  correlativos  preceptos  del  Reglamento  Penitenciario  de

1981,  en  concreto  los  arts.  91.1  y  98.4  (y  arts.  41  y  ss.  del  Reglamento

Penitenciario  de  1996),  llevan  implícita  la  exigencia  de  levantamiento  de  la

intervención en el  momento en que deje de ser necesaria  por cesación o

reducción  de  las   circunstancias  que  la  justificaron,  en  cuanto  se  legitima

exclusivamente como medida imprescindible por razones de seguridad, buen orden

del establecimiento e interés del tratamiento. 5. Lejos de tratarse en este caso

de  una  medida  individualizada  y  constituir  una  respuesta  a  peligros

concretos  que  efectivamente  puedan  incidir  negativamente  en  el  buen

orden  y  seguridad  del  establecimiento,  se  habría  adoptado

sistemáticamente para  todos  los  internos  clasificados  en  primer   grado

penitenciario y, concretamente, en relación con los incluidos en el F.I.E.S.

Esto nos indicaría que no fue una medida excepcional. 6. La Ley ha conferido

a la intervención de las comunicaciones un carácter excepcional, como lo demuestra

el tenor literal del art. 51 L.O.G.P.,  que comienza enfatizando que «los internos

estarán autorizados a comunicar periódicamente». La intervención ha de ser, pues,

estrictamente necesaria para la consecución de los fines que la justifican.  7. La

motivación del Acuerdo de intervención resulta un elemento imprescindible para la

garantía de los derechos de los reclusos. La intervención de las comunicaciones,

medida excepcional, no debe adoptarse con carácter general e indiscriminado, ni
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por más tiempo del que sea necesario para los fines que la justifican. 8. Cuando se

trata de una medida restrictiva de derechos, compete al Tribunal Constitucional, en

su  tarea  de  protección  del  derecho  fundamental  afectado,  controlar  en  último

término  la  motivación  ofrecida  no  sólo  en  el  sentido  de  resolución  fundada  y

razonada,  sino  también  como único  medio  de  comprobar  que  la  restricción  del

derecho fundamental ha sido razonable y proporcional, acorde con los fines de la

institución y resultado de un juicio de ponderación de los derechos fundamentales y

bienes constitucionales en pugna (SSTC 50/1995, 128/1995, 181/1995, 34/1996,

62/1996, entre otras). 9. El Acuerdo impugnado comienza citando los antecedentes

obrantes  en  el  expediente  del  interno,  así  como  su  clasificación  en  el  art.  10

L.O.G.P.,  1.  Fase,  además  de  aludir  a  la  existencia  de  Autos  judiciales  que

ratificaban  anteriores  Acuerdos  de  intervención.  De  tal  enumeración  debe

descartarse, por las razones ya expuestas, la mención de la clasificación en

el régimen del art. 10 L.O.G.P. Otras circunstancias del interno que podrían

apoyar el Acuerdo de la Administración Penitenciaria no se  consignan con

la precisión suficiente, ni se establece la conexión entre ellas y la adopción

de la medida de limitación de derechos. Tan sólo la referencia a los diferentes

intentos de evasión que obran en el expediente del interno podría guardar alguna

relación  con  la  intervención  de  las  comunicaciones  en  el  caso  hipotético,  no

esgrimido por el Acuerdo, de que existieran sospechas de que planeara una nueva

evasión y que con tal fin utilizara sus contactos con el exterior. Pero tal posibilidad

no pasa de ser una simple suposición a la que no se alude en el acto administrativo

impugnado.  Es  decir,  el  Acuerdo  impugnado  no  justifica  en  absoluto  la

necesidad de tan drástica medida.
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4.- Sentencia núm. 201/1997 de Tribunal Constitucional,  Sala 1ª, 25 de

noviembre  de  1997.  Protección  del  derecho  al  secreto  de  les

comunicaciones, i a la intimidad familiar.

Las  limitaciones  diseñadas  por  la  propia  L.O.G.P.  (art.  51.1),  o  sea,  las

restricciones  «impuestas  por  razones  de  seguridad,  de  interés  de

tratamiento y del buen orden del establecimiento» no son aplicables a las

comunicaciones  telefónicas  de  un  interno  con  su  familia,  en  la  lengua

propia,  nacional  o  extranjera,  salvo  que  se  razone,  al  conceder  la

autorización condicionada, que el uso de una lengua desconocida por los

funcionarios  del  Establecimiento  puede  atentar  a  algún  interés

constitucionalmente protegido [F. J. 6]. 

4. Las resoluciones administrativas de intervención de las comunicaciones

a  los  internos  en  un  establecimiento  penitenciario  han  de  cumplir  los

requisitos exigibles, según la doctrina de este Tribunal Constitucional, a cualquier

sacrificio  de  un  derecho  fundamental  (STC  207/1996).  Deben  perseguir  un  fin

constitucionalmente legítimo y previsto por la Ley; la medida restrictiva de derechos

ha de adoptarse mediante resolución del Director del establecimiento especialmente

motivada y notificada al interesado;  la resolución administrativa, por último,

tiene que comunicarse al Juez a fin de que éste ejerza el  control de la

misma.  Y  a  estos  tres  requisitos  se  añade  que  la  intervención,  como  medida

restrictiva de derechos fundamentales, debe ser idónea, necesaria y proporcionada

en relación con el fin perseguido (STC 207/1996, fundamento jurídico 4.) [F. J. 7].

5.  El  razonamiento  del  Director  del  establecimiento  penitenciario,  aunque

apoyado en los arts. 51 L.O.G.P. y 100 del Reglamento Penitenciario, llega a una

conclusión  que  resulta  desproporcionada.  El  encontrarse  el  recluso

clasificado en primer grado de tratamiento no comporta,  «per se»,  una

peligrosidad indiscutible para los principios de seguridad y buen orden. Y la

reglamentaria presencia  de un funcionario no puede convertirse  (con las

pertinentes excepciones que han de quedar razonablemente plasmadas en el acto

de autorización condicionada o de denegación) en un fundamento jurídico para

prohibir las comunicaciones familiares en la lengua propia de cada uno,

cuya  celebración  es  tutelada  con  el  máximo  respeto  a  la  intimidad  de  los

reclusos por la L.O.G.P. (art. 51.1, párrafo segundo) [F. J. 7]. 6. La comunicación

familiar  no  es  un  derecho  absoluto,  como  no  lo  son  ninguno  de  los  derechos

constitucionalmente  protegidos.  Su  ejercicio  puede  ser  limitado  o  condicionado

(SSTC 36/1982, 53/1985, 214 y 314/1991, 142 y 371/1993 y 57/1994, entre otras
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muchas). Sin embargo, cuando la Dirección del Establecimiento Penitenciario estime

que su Acuerdo es razonable, ha de hacer explícita, con claridad y precisión,

la ponderación de los valores que ha efectuado, a fin de llevar a cabo su decisión

restrictiva  del  derecho  fundamental,  en  este  caso,  la  intimidad  familiar  del

recluso.  Y esa resolución ha de  cumplir  las  exigencias  que  este  Tribunal  tiene

establecidas para la constitucionalidad de tales decisiones [F. J. 7]. 
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5.- Sentencia núm. 106/2012 de Tribunal Constitucional,  Sala 1ª, 21 de

mayo de 2012. Requisitos de registros en celda. 

«El  recurrente,  que cumplía  condena en régimen cerrado a consecuencia  de su

clasificación como penado en primer grado, fue sometido al registro de su celda

sin su presencia y sin que se le informara posteriormente de su contenido y

resultado. El Tribunal deniega el amparo solicitado. El registro cuestionado no

supuso vulneración del derecho a la intimidad del demandante, toda vez que

fue practicado conforme a lo establecido en el reglamento penitenciario, en relación

con el registro de celdas de los reclusos que cumplen condena en régimen cerrado:

registros diarios y en ausencia de los interesados, cuando éstos supongan

un peligro o impedimento para el desarrollo efectivo del registro –extremo

este último que ha acreditado el centro penitenciario–. Matiza la Sala que, a

pesar  de que el  interno  conozca  de antemano que el  registro  de  la  celda  está

previsto, ello no supone que pueda obviarse la exigencia de comunicación a

posteriori de las conclusiones obtenidas en el mismo. Sin embargo, en el

caso enjuiciado,  el  registro  fue  negativo sin  existir  incidencia  relevante

alguna, y por eso no se dio cuenta inmediata sobre su contenido.»

Ésta  es la  justificación que donen como  valida:  «Subdirector  de seguridad  del

centro  penitenciario  emitió  informe,  a  requerimiento  del  Juzgado,  en  el  que

justificaba el registro indicando que “se realizan en todos los Departamentos de

este Centro, se llevan a cabo exactamente en iguales condiciones y con los mismos

requisitos,  formales  y  materiales,  respetando  la  intimidad  y  dignidad  de  los

internos” y en relación al modo en que se practicó precisaba que “la entidad y

ejecución de los registros y requisas no depende en ningún modo de la presencia o

ausencia  del  interno  durante  el  mismo,  prevaleciendo  en  el  hacer  de  los

funcionarios el respeto a las pertenencias del interno en la medida que la finalidad

del mismo permita. Por otra parte, la presencia de los internos en este  acto de

requisa de la celda y cacheo de los objetos existentes en la misma,  merma la

seguridad de los funcionarios y ocasiona conflictos en el ejercicio de estas

medidas de seguridad interior,  máxime como es el caso de internos del

departamento  de  aislamiento,  por  lo  que  por  evidentes  razones  de

seguridad se realizan sin la presencia del interno.»
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Anexo 2: Resumen Ejecutivo

1. Normativa y Jurisprudencia Internacional en materia de aislamiento

- Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los

Reclusos de 2015 (también conocidas como Reglas Mandela):

o La regla nº 38 hace mención a la necesidad que la administración del

establecimiento  penitenciario  vele  por  atenuar  los  posibles  efectos

perjudiciales que el aislamiento tenga sobre las personas.

o La Regla 43 hace referencia explícita a la prohibición del aislamiento

indefinido o prolongado, el encierro en una celda oscura o permanen-

temente iluminada o la prohibición del contacto del interno con la fa-

milia.

o La regla 44 define el aislamiento como el encierro de una persona sin

contacto humano durante un mínimo de 22 horas diarias. Refiriendo

también que debe considerarse como  el encierro prolongado áquel

que se extiende a un período superior a 15 días consecutivos.

- Las  Reglas Penitenciarias Europeas, adoptadas por el Comité de Minis-

tros del Consejo de Europa el 11 de Enero de 2006, establecen en la regla

60.5 que el aislamiento solo se puede imponer en casos excepcionales y por

un período definido y tan corto como sea possible. Además, en la regla 102.2

se recuerda que la privación de libertad ya supone en sí misma un castigo

para el recluso y que, por tanto, el régimen penitenciario no ha de agravar el

padecimiento producido por el encarcelamiento. 

- Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH): 

o Caso Polonia 2012: “No resulta razonable por parte de las autorida-

des considerar que para garantizar seguridad de la prisión se apli-

quen controles intrusivos y se monitoree de manera permanente los

movimientos, restringiendo sus comunicaciones con el mundo exte-

rior y segregándolo de la relación con los demás internos”.
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o El Tribunal también condenó a Turquía por haber sometido a régimen

de aislamiento a una persona que había sido acosada dentro del cen-

tro penitenciario por su condición de homosexual, y por tanto la me-

dida, que duró 8 meses, se justificó por su propia seguridad personal.

En el caso, el Tribunal entendió que esa situación había causado sufri-

miento físico y mental al detenido, lo que constituía un trato inhuma-

no y degradante.

- Recomendaciones del Comité contra la Tortura de Naciones Unidas 

(CAT):

o El CAT ha instado al Estado Español en diversas ocasiones a abolir o

reducir al máximo posible los períodos de aislamiento aplicados a los

internos, así como una mejora de las condiciones de vida de este ré-

gimen.

o En mayo de 2015, el CAT reitera en el apartado 17, que “una aplica-

ción excesiva del régimen de aislamiento constituye un trato o pena

cruel, inhumana o degradante, e incluso tortura en algunos casos”.

Recuerda al Estado Español que un período de aislamiento superior a

15 días está absolutamente prohibido, y que esta medida solo puede

ser contemplada como última instancia y con una supervisión y con-

trol judicial estrictos.

- Recomendaciones del Comité Europeo para la Prevención de la Tor-

tura 2011 (CPT):

o Así mismo el CPT en su informe al Gobierno Español sobre la visita a

España realitzada en 2011, en el apartado 75 recuerda que “El régi-

men de aislamiento puede repercutir muy negativamente en la salud

mental, física y en el bienestar social de los afectados por la medida.

[…] dicha sanción debería  imponerse sólo en casos excepcionales,

como último recurso y durante el menor plazo de tiempo posible. […]

un período de 42 días consecutivos en régimen de aislamiento consti-

tuye un castigo absolutamente  excesivo.  El  Comité  recomienda la

adopción inmediata de medidas para garantizar que ningún recluso

sea puesto en régimen de aislamiento durante más de 14 días. En el

caso de […] comisión de dos o más infracciones, debería preverse la
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interrupción del aislamiento durante cierto tiempo al cumplirse los 14

días.”

o El CPT vuelve a insistir en no alargar más de 14 días seguidos el régi-

men de aislamiento para los internos, interpelando directamente a las

autoridades catalanas en lo relativo al DERT. En el apartado 149 del

informe también se recomienda “reducir lo máximo posible el período

de aislamiento, como modo de castigo, para faltas disciplinarias con-

cretas.”

o “En las cuatro prisiones visitadas, la delegación recibió denuncias de

presos por malos tratos físicos por parte de algunos funcionarios. Las

acusaciones se  referían  principalmente puñetazos  y patadas en el

cuerpo y en muchos casos se producía durante el traslado de los pre-

sos al establecimiento DERT o durante su estancia en estas unida-

des”.

o “En el informe relativo a la visita de 2007, el CPT expresó gran preo-

cupación en relación con el uso de la fijación en los Centros peniten-

ciarios de Cataluña. Lamentablemente, a la luz de los resultados de

la visita de 2011, los temores del Comité persisten en relación con

los motivos que justifican el recurso a la inmovilización, su duración,

los métodos empleados, la falta de supervisión y de constancia ade-

cuada de la medida”.

2. El régimen de aislamiento. Análisis normativo y jurisprudencial. 

- El régimen de aislamiento ha sido ideado para dar solución a los problemas

de orden y seguridad dentro de los establecimientos penitenciarios, así lo po-

demos encontrar regulado en la normativa incluido tanto como un grado de

“tratamiento” (el primer grado), como una sanción o como un medio coerciti-

vo.

- Como sanción se prevé para la comisión de faltas graves o muy graves  y

solo se aplicará en para los casos de evidente agresividad o violencia por

parte del interno/a o bien cuando este, de forma reiterada y grave, altere la

normal convivencia en el centro.
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- Jurisprudencia Estatal:

o Sentencia núm. 170/1996 de Tribunal Constitucional, Sala 1ª, 29 de

octubre de 1996: “El mantenimiento de una medida restrictiva de de-

rechos más allá del tiempo estrictamente necesario para la consecu-

ción de los fines que la justifican, podría lesionar efectivamente el de-

recho afectado, en este caso el derecho al secreto de las comunica-

ciones (SSTC 206/1991, 41/1996, etc.)”.

o Sentencia núm. 201/1997 de Tribunal Constitucional, Sala 1ª, 25 de

noviembre de 1997: “las restricciones «impuestas por razones de se-

guridad, de interés de tratamiento y del buen orden del estableci-

miento» no son aplicables a las comunicaciones telefónicas de un in-

terno con su familia, en la lengua propia, nacional o extranjera, salvo

que se razone, al conceder la autorización condicionada, que el uso

de una lengua desconocida por los funcionarios del Establecimiento

puede atentar a algún interés constitucionalmente protegido”.

- Recomendaciones del Sindic de Greuges en informe de 2015: 

o “Se debe restringir el recurso al primer grado, y en todo caso suavi-

zar el rigor de las condiciones de cumplimiento y aumentar las horas

dedicadas al tratamiento individual y personalizado”. 

o “El  aislamiento  habría  de  tener  siempre  un  carácter  excepcional,

atendiendo al carácter aflictivo y desocializador que supone. Además

habría que suspenderlo cuando los informes médicos, psicológicos y

sociales indiquen que es contraproducente o que no da los resultados

esperados en función de la finalidad última de la pena”.

3. Análisis psicosocial del aislamiento en el contexto penitenciario

- Se activan mecanismos de aislamiento a consecuencia de los cuales la perso-

na puede experimentar un debilitamiento i/o pérdida de su personalidad, de

su identidad personal, su autoimagen, la conciencia sobre sí mismo, la capa-

cidad de decidir sobre su vida, la noción de individualidad y la noción de per-

tenencia a un grupo o comunidad. 
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- En definitiva, los métodos de desidentificación y despersonalización pueden

conllevar graves consecuencias para la integridad psíquica de la persona;

una de ellas es la anulación de la personalidad del individuo en relación tanto

a sí mismo como a su grupo de pertenencia que, en definitiva, conforma su

ser individual y social.

- En los casos de aislamiento prolongado, los impactos son mayores pudiendo

ser irreversibles en los periodos de más de 10 días según algunos estudios y

15  días,  siendo  éste  el  límite  propuesto  por  el  Relator  Especial  de  las

Naciones  Unidades  para  la  Tortura,  dados  los  efectos  en  la  psique  del

individuo.  Asimismo,  aunque  el  régimen de  aislamiento  debería  aplicarse

como  medida  excepcional,  la  alta  regularidad  y  la  subjetividad  en  los

criterios  de  ingreso,  así  como  la  falta  de  información  sobre  los

comportamientos esperados para poner fin al periodo de aislamiento, pueden

aumentar la sensación de incertidumbre y la falta de control sobre el propio

proceso, mellando la resistencia del preso/a.

- Las  personas  reaccionan  al  aislamiento  de  distintas  formas.  Se  ha

comprobado que el aislamiento carcelario puede tener efectos fisiológicos,

psicológicos  y  psiquiátricos  graves,  pudiendo  generar  incluso  enajenación

mental severa, insomnio, confusión, alucinación y psicosis.  El aislamiento

carcelario está relacionado también con un alto número de conducta

suicida. Los efectos negativos para la salud pueden ocurrir después

de  sólo  unos  pocos  días  y  pueden  continuar  años  después  del

aislamiento.

- La magnitud del daño psicológico varía y depende de factores individuales

como son los antecedentes de la persona y el  historial  de enfermedades

preexistentes, de factores ambientales como son las condiciones físicas de la

celda y el suministro de elementos esenciales para el consumo humano. El

grado  de  aislamiento  que  impone  el  régimen,  es  decir  el  tiempo

fuera de la celda, los periodos de tiempo en aislamiento (aislamiento

prolongado), el contacto con otros individuos y el contexto en que se

da  el  aislamiento  (castigo,  protección  voluntaria)  son  también

factores decisivos.

4. Las cifras sobre el encarcelamiento, el aislamiento y las situaciones de

tortura y malos tratos en las prisiones catalanas.
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- En relación a las personas que se encuentran en régimen cerrado eran 173 a

diciembre de 2015. Siendo 163 hombres y 10 mujeres. Aunque no hay datos

que permitan constatar la duración de los períodos en esta clasificación, si se

informa que en total en todo el año 2015 han sido 642 personas las que han

pasado  por  este  régimen,  este  dato  no  se  encuentra  desagregado  por

género. 

- Si bien se informa el número de incidencias registradas, incluyendo lesiones

graves (55 en 2015) y leves  (989 en 2015) y autolesiones no hay ninguna

mención a incidencias generadas por denuncias contra el  accionar de los

funcionarios.

- Del total de más de 10 mil expedientes disciplinarios, 866 se han resuelto

con sanción, siendo 226 de aislamiento. También llama la atención que 524

se consignan como sanciones “sin clasificar”. 

- Por último, en relación a las muertes ocurridas en prisión, aunque tampoco

están desagregadas por grados, en 2015 se informó un total de 53 muertes

de las cuales 24 ocurrieron estando el interno en prisión y las demás estando

fuera por diferentes motivos (libertad condicional, salida, hospital, etc). Aquí

debe resaltarse que del último informe del Consejo de Europa mencionado,

según datos de 2014 la tasa media de muertes –por todas las causas- cada

10 mil internos es de 28, siendo la tasa para Catalunya en ese mismo año

de 61,9 es decir más del doble que la media. 

- En el mismo sentido en 2013 el promedio de la tasa europea de suicidios fue

de 7,6 cada 10 mil internos, siendo el de Cataluña de 10 cada 10 mil. Para el

2015 la Generalitat informa 8 suicidios, lo que daría una tasa de 9 cada 10

mil. 

- Por otro lado, lamentablemente no hay datos que especifiquen en qué lugar

(prisión, permiso de salida, libertad condicional, etc) se produjeron cada una

de las muertes según las diferentes causales, pero llama la atención que en

2015,  14  se  informan  como  ocurridas  por  causas  desconocidas,

representando un 26,4%. Similar proporción se observa entre los años 2010

a 2015.
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- Casos de tortura o malos tratos recogidos por la Coordinadora para

la Prevención y Denuncia de la Tortura entre 2011 y 2016:

o El 17 de febrero de 2011 y siguientes en el CP de Lledoners,  J.M.J.,

hombre de 61 años preso en la cárcel de Lledoners, denunció haber

sido agredido física y psicológicamente por funcionarios de prisiones

del CP al ser llevado al módulo de aislamiento.

o El 5 de septiembre de 2011 en el mismo Centro J.M.E., hombre preso

en  la  cárcel  de  Lledoners,  denuncia  que  la  mañana  del  5  de

septiembre, cuando estaba en su celda del DERT, tres funcionarios de

prisiones le golpearon.

o El 23 de septiembre de 2011 en el Centro de Ponent J.C.S.M denunció

ante el Juzgado de guardia que él y otros 3 presos participantes de

los  ayunos  sufrieron  golpes  y  otros  malos  tratos  mientras  eran

trasladados al DERT de Ponent tras el ayuno del 1º de octubre.

o El 18 de octubre de 2011 M.E.L.C., mujer presa en la cárcel de Brians

I,  denunció  que  varios  funcionarios  realizaron  varios  comentarios

vejatorios sobre la agredida, mientras llevaba a M.E. a aislamiento,

donde la introdujeron en una celda de aislamiento y la ataron, de pies

y  manos,  a  la  cama.  En esta  posición  estuvo  entre  3  y  4  horas,

tiempo en el que M.E. no pudo ir al baño y tuvo que hacerse sus

necesidades encima. Cuando la desataron los funcionarios se rieron

de ella al ver la situación humillante en que se encontraba.

o En Noviembre de 2011 un preso participante en los  ayunos de la

campaña  contra  los  malos  tratos  en  prisión  fue  agredido  por

funcionarios de prisiones al ingresar al módulo DERT. Las agresiones,

según manifiesta, consistieron en golpes en la cara y el cuerpo.

o El  12  de  febrero  de  2012  en  el  CP  Brians  I  R.J.F  seis  o  siete

funcionarias,  destinadas  en  el  Departamento  Especial  (DERT)  la

agreden  y  le  aplican  como  mecanismo  de  castigo  contención

mecánica.
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o En 2015 se produce la  muerte  de Raquel  E.F.  mujer  de 39 años.

Llevaba privada de libertad en Brians 1 desde el año 2010. Se suicidó

la madrugada del 10 al 11 de Abril de 2015, 3 días después de haber

sido sancionada con una falta muy grave a aislamiento provisional.

No obstante, llevaba más de 6 meses clasificada en primer grado y

con  anterioridad  había  tenido  varias  sanciones  de  aislamiento.  Se

encuentra  una  carta  póstuma  dirigida  al  Juzgado  de  Vigilancia

Penitenciaria  en la  que denuncia una situación de malos  tratos.  A

pesar de haber expresado que tenía ideas suicidas por el daño que le

producía el aislamiento, se la mantuvo en este régimen. 

o Juan  José  Gabarri  Gabarri  denunció  que  el  16  de  Enero  de  2015

estando  en  la  enfermería  del  Centro  Penitenciario  de  Tarragona

“Estando  ingresado,  tumbado  y  esposado  de  ambas  manos  en  la

camilla  y  con  la  vía  intravenosa  puesta,  denuncia  haber  sido

torturado por  los  dos  Mossos  d'Esquadra que  en ese momento lo

custodiaban, los cuales, según él mismo relata propinaron al señor

Gabarri una paliza, consistente en numerosos puñetazos y patadas

en  las  costillas,  brazos,  piernas  y  cara”.  Asimismo  denunció  que

estando en el DERT del Centro Penitenciario Ponent, el 3 de Junio de

2015 “sufrió golpes y patadas sobre el señor Gabarri que ocasionaron

al  mismo  lesiones  de  consideración,  consistentes  en  moratones,

excoriaciones, cortes en la cara, brazos y piernas. Durante los cuatro

días  posteriores  a  estos  hechos,  según  afirma  el  señor  Daghero,

Gabarri estuvo esposado e inmovilizado, permaneciendo en su celda

hasta  el  12 de junio,  día  en que se le  comunica  su regresión de

grado”.

5. Conclusiones 

- La normativa internacional en materia de aislamiento penitenciario establece

que el mismo ha de aplicarse de manera excepcional y no prolongada y

que en todo caso la  Administración ha de velar  por la  integridad

física y psíquica de las personas. 

- El régimen cerrado se encuentra regulado a nivel nacional en la LOGP, así

como en el RP; pero en ambos casos de forma claramente insuficiente y

110



poco detallada teniendo en cuenta, sobretodo, que se trata de un régimen de

especial dureza. 

- Las  administraciones  penitenciarias  han  establecido  normativa  interna

-Instrucciones  y  Circulares-  que  de  algún  modo  pretenden  “ordenar”  el

tratamiento en régimen de primer grado. Entendemos que el régimen de

aislamiento  prolongado  no  puede  ser  considerado  como  un  tratamiento

teniendo  en  cuenta  que  éste,  finalmente,  se  viene  usando  con  un  rigor

excesivo  y  que  las  condiciones  de  cumplimiento  pueden  resultar

incompatibles  con  el  mínimo  respeto  a  los  Derechos  Humanos  y  con  la

orientación a la reinserción que todas las penas deberían tener.

- El régimen de aislamiento del DERT puede generar profundos daños

psicológicos y psicosociales en las personas. El detrimento de la salud

mental de los reclusos/as en el régimen de aislamiento y sus efectos a largo

plazo,  en algunos casos,  podría dificultar  la posterior  reinserción social  y

rehabilitación en la sociedad. La documentación existente, la experiencia en

el  sistema  penitenciario  y  el  trabajo  terapéutico  posterior,  así  como  los

testimonios  recogidos  para  este  informe,  así  lo  constatan.  El  aislamiento

prolongado genera situaciones que pueden ser consideradas como tratos o

penas crueles inhumanas y degradantes. 

- El índice de denuncias de malos tratos o torturas en los módulos de

aislamiento de las prisiones catalanas es superior al de los módulos

ordinarios. Así lo constata tanto el Comité Europeo para la Prevención de la

Tortura, el Sindic de Greuges así como los informes de la Coordinadora para

la Prevención y Denuncia de la Tortura. 

- Se han detectado casos de muerte en el DERT que están relacionados con

las especiales condiciones que este tipo de régimen de vida genera. 

6. Recomendaciones

- En aras de la protección de los derechos humanos es necesario abrir

un  debate  público  y  parlamentario  profundo  sobre  el  uso  del

aislamiento  y  sus  consecuencias  en  pleno  siglo  XXI  desde  una

perspectiva de respeto a los derechos humanos. Tras muchos años,

ha llegado el momento de cuestionar su funcionamiento, utilidad e

incluso la necesidad de la existencia de este tipo de departamentos.
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Asimismo se hace urgente limitar de manera inmediata su uso y los tiempos

de  estancia.  A  pesar  de  que  no  existen  competencias  legislativas  en

Cataluña, sí que existe marco de interpretación para decidir su no aplicación,

y en todo caso, su limitación. 

- El Reglamento Penitenciario establece la obligatoriedad de realizar una visita

médica  diario  a las  personas  privadas  de  libertad que se  encuentren en

situación de aislamiento provisional. Con la aparición posterior del Protocolo

de Estambul, que ofrece los estándares mínimos para la documentación y la

investigación efectiva en casos de tortura y malos tratos,  y dado que el

régimen de aislamiento penitenciario puede constituir por sí mismo una pena

o trato cruel inhumana o degradante, la visita médica se ha de ajustar a los

estándares que marca dicho Protocolo y llevada a cabo por profesionales

claramente formados en su aplicación.  

- El respeto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad es

un  elemento  compartido  por  la  Administración,  las  organizaciones

internacionales, los juzgados de vigilancia penitenciaria, el Sindic de Greuges

y las organizaciones de protección de los derechos humanos integradas en la

Coordinadora  para  la  Prevención  y  Denuncia  de  la  Tortura.  El  trabajo

conjunto, con el necesario reparto de roles en dicha protección, es

imprescindible para garantizar que no se repitan situaciones como

las descritas y que en todo caso se puedan investigar de manera

efectiva.  Es  por  ello  que  se  debe  permitir  el  acceso  de  dichas

organizaciones a los Centros Penitenciarios para llevar  a cabo su

trabajo,  modificando  la  actual  política  restrictiva  frente  a  tales

organizaciones.

- Identificados los efectos psicológicos relativos al internamiento en el DERT

descritos en el presente informe y expresando nuestras preocupaciones por

las afectaciones psicológicas de las personas que han sido recluidas en el

mecanismo del DERT,  recomendamos que se realicen investigaciones,

y se colabore con iniciativas de esta Coordinadora, orientadas a la

identificación  y  visibilización  de  las  afectaciones  psicológicas  y

psicosociales,  con  el  objetivo  de  prevenir  y  mitigar  el  daño

psicológico en las personas. 
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